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III. POLÍTICAS Y PRÁCTICAS COMERCIALES, POR MEDIDAS

1) Visión general

1. Desde el último examen de la Argentina, realizado en 1992, la importante reforma de liberalización comercial iniciada en 1989 e intensificada en virtud del Plan de Convertibilidad de 1991 (capítulo I) ha avanzado sin que hubiera grandes cambios en las políticas.  No obstante, a lo largo del período se han introducido varios ajustes en las políticas comerciales, en respuesta a las novedades reunidas en la economía, como el incremento del déficit comercial en 1993 y los efectos de la crisis mexicana de 1994 (capítulo I).  Entre esos ajustes cabe mencionar el aumento, la reducción, la suspensión y la reimplantación de la tasa estadística y su posterior incorporación a los aranceles;  diversos aumentos de los aranceles;  una reducción de los impuestos sobre el consumo;  un aumento de la tasa del IVA;  una mayor utilización de medidas antidumping;  la introducción de cupos de importación temporales para ciertos productos;  y la introducción y posterior suspensión de los regímenes de subvenciones simétricas de las exportaciones y especialización industrial.  Unos pocos sectores (azúcar, vehículos automóviles, textiles, prendas de vestir, calzado) han sido los principales beneficiarios de las medidas selectivas de carácter comercial o relacionadas con el comercio.

2. Los aranceles aduaneros se siguen considerando en la Argentina una importante fuente de ingresos fiscales, un instrumento correctivo de la política macroeconómica y el principal instrumento de protección.  Por esos motivos, así como por la aplicación del Arancel Externo Común (AEC) del MERCOSUR, han sido objeto de una serie de cambios;  junto con los cambios introducidos en el nivel de la tasa estadística, estos cambios han creado un elemento de incertidumbre en el régimen comercial aunque el impulso general no se ha modificado.  En la Ronda Uruguay, se establecieron compromisos vinculantes, en general a un nivel máximo del 35 por ciento, para abarcar todas las partidas;  sin embargo, las tasas consolidadas suelen ser más altas que las tasas efectivamente aplicadas, lo que deja un margen para efectuar aumentos unilaterales.  La tendencia general de los aranceles y la tasa estadística, tal como se aplican, apunta a una ligera disminución hacia el año 2006 cuando se aplique cabalmente el arancel del MERCOSUR.  No se espera ninguna modificación significativa de la progresividad arancelaria que, junto con el régimen de entrada en condiciones de favor, ofrece una protección más eficaz a las industrias de transformación de que lo que resulta evidente de los tipos nominales.

3. Los aranceles son ad valorem, aunque algunas partidas se hallan sujetas a derechos específicos mínimos y se mantienen derechos variables para el azúcar. El promedio simple de todos los aranceles asciende al 13,5 por ciento en 1998, incluido el aumento de 3 puntos porcentuales que se introdujo en enero de 1998 para contrarrestar la reducción de la tasa estadística;  esto se compara con un promedio del 12,2 por ciento, con exclusión de la tasa estadística, a comienzos de 1992.  Se ha previsto que la tasa media disminuya al 11,1 por ciento en 2006, cuando se aplique plenamente el AEC del MERCOSUR.  La Argentina adelantó la fecha de la aplicación de los derechos más altos del AEC a la mayoría de los bienes de capital, el equipo de informática y telecomunicaciones;  además, adoptó derechos específicos mínimos para las importaciones de textiles, prendas de vestir y calzado, e incrementó los derechos ad valorem sobre el calzado.  La entrada en condiciones de favor, que actualmente constituye un régimen de excepción en el MERCOSUR, se ha ampliado para beneficiar ciertas regiones y actividades.  Se aplican tasas preferenciales a las importaciones procedentes del MERCOSUR y otros miembros de la ALADI, que representan una proporción importante del comercio (capítulo II).  Se han racionalizado los procedimientos de despacho y valoración en aduana y se ha introducido la inspección previa a la expedición.  Desde el último examen también se ha introducido una tributación implícita adicional, consistente en el pago anticipado del IVA y del impuesto sobre los beneficios;  desde enero de 1998 se ha fijado en un 0,5 por ciento la tasa estadística.

4. Desde el último Examen de las Políticas Comerciales, no se han introducido nuevas prohibiciones a la importación por motivos comerciales.  Se siguen imponiendo restricciones cuantitativas a las partidas correspondientes a la industria del automóvil y a los estupefacientes en virtud de las disposiciones de anterioridad del Acuerdo de las MIC.  Se han aplicado cupos temporales para el papel.  Para la protección contra los imprevistos, la Argentina continúa recurriendo sobre todo a las medidas antidumping, que utiliza con frecuencia;  en algunos casos, también se han adoptado medidas compensatorias o de salvaguardia.  Se hallan en vigor prescripciones en materia de contenido nacional, incentivos para el comercio de compensación a nivel intrasectorial y requisitos sobre los resultados de la exportación en el sector de la industria automotriz.  Como se explica en varias secciones, todavía no se han comunicado ciertas medidas a la OMC.

5. La Argentina ha mantenido sus planes de reintegro y asistencia a la exportación, que benefician sobre todo a los productos manufacturados;  ya se han reducido las tasas en el contexto de una eliminación gradual de determinadas subvenciones y debido a las restricciones fiscales, y se prevén más ajustes de conformidad con los compromisos contraídos en el marco de la OMC en esta esfera.  Como se explica más adelante, entre 1993 y 1996 el régimen de exportación se hizo más complejo como resultado de la introducción y posterior suspensión/eliminación -principalmente debido a las restricciones fiscales- del régimen de especialización industrial y del plan de subvenciones simétricas, pero desde entonces se ha simplificado el régimen de exportación.  Se han concedido créditos a la exportación en condiciones de favor a los productores pequeños y medianos que exportan bienes de capital.  En 1994 se aprobaron leyes sobre las zonas de libre comercio, con beneficios fiscales limitados, y se han ampliado los regímenes aduaneros especiales que se hallan en vigor para los fines del desarrollo regional basado en el comercio.  Los impuestos a la exportación, que se aplican a unos pocos artículos no procesados (ciertos derivados de pieles y cueros, semillas oleaginosas), están destinados a prestar apoyo a las industrias nacionales de transformación;  desde 1992 no hay prohibiciones a las exportaciones.  Se conceden licencias de exportación para administrar los cupos relacionados con el acceso de determinados artículos a los mercados de la Unión Europea y de los Estados Unidos.

6. Un programa impresionante de privatización y concesiones ha reducido la participación del Estado en la economía;  ese programa se ha ampliado para incluir la minería, la energía, los productos petroquímicos, la banca y los transportes.  El Gobierno de la Argentina se esfuerza por promover la competencia en el mercado interno y en virtud de nuevas leyes promulgadas en 1997 se abordaron problemas relativos a las deficiencias en la esfera de la regulación, la política en materia de competencia y la defensa del consumidor;  sin embargo, es aún demasiado pronto para evaluar la eficacia de esas iniciativas.  En virtud de la política industrial, se alientan los proyectos de conversión y diversificación mediante asistencia financiera, tributaria o crediticia.  La agricultura recibe asistencia adicional entre otras cosas mediante mecanismos de apoyo a los precios para el tabaco en rama, un régimen para promover las plantaciones forestales, ventajas fiscales y servicios de créditos subvencionados.  Se ha procurado reforzar el marco jurídico para la protección de los derechos de propiedad intelectual principalmente en lo que se refiere a las patentes y los programas de computadora, así como para proteger el medio ambiente.

7. A junio de 1998, se hallan en preparación nuevas regulaciones internas o del MERCOSUR en esferas como el despacho de aduana, las normas, la contratación pública, las patentes y los derechos de autor.

2) Medidas que afectan directamente a las importaciones

i) Prescripciones en materia de registro y documentación

8. Los importadores y exportadores deben estar registrados ante la Dirección General de Aduanas (DGA), antes denominada Administración Nacional de Aduanas (ANA).  Desde 1993 han tenido acceso al registro comercial los operadores que poseen la Clave Única de Identificación Tributaria (CUIT).

9. En 1994 se negoció un código aduanero del MERCOSUR, que contenía directrices sobre diversos aspectos de las operaciones de comercio exterior dentro y fuera de la subregión, pero que no fue ratificado por los países miembros, con excepción del Paraguay;  en 1996 se comenzó a elaborar un protocolo de ese código.
  Según las autoridades, la introducción de un documento único de aduanas del MERCOSUR (DUAM), que se inició en julio de 1997 en la Argentina, se interrumpió ese mismo año.
  Desde 1998 se ha tratado especialmente de integrar los sistemas de información de las administraciones de aduanas de los países miembros.

10. Desde 1996, las empresas registradas (en el Registro de Importadores y Exportadores) durante tres años como mínimo y con operaciones de importación/exportación no inferiores a 200.000 dólares EE.UU. han sido autorizadas a importar y exportar mercancías sin despacho a través de un transitario o agente de aduanas.
  En el caso de las empresas no registradas, se requiere la intervención de un agente de aduanas autorizado para el despacho de la mercancía.  Según las regulaciones del MERCOSUR, los agentes de aduanas están facultados para efectuar pagos de derechos aduaneros y otros cargos.

11. Desde el examen anterior, no se han introducido cambios importantes en lo que respecta a las prescripciones sobre documentación básica, que comprenden una factura comercial (con una declaración jurada), un conocimiento de embarque y una lista de empaque.  Los requisitos para los artículos sujetos a controles de salud, seguridad, medio ambiente u otros, comprenden la concesión de licencias (autorización previa), inspección sanitaria o fitosanitaria, e inspección previa a la expedición o certificados de libre venta;  los certificados emitidos en el extranjero deben ser autenticados por un consulado argentino.

12. Pueden pedirse certificados de origen para importaciones que se benefician de un trato arancelario preferencial o que están sujetas a derechos antidumping o compensatorios, o salvaguardias.  También se puede pedir un certificado de ese tipo para fines estadísticos.  El objetivo de estas prescripciones de certificación es, entre otros, el de evitar falsas declaraciones de origen destinadas a eludir los derechos de importación relacionados con el origen.
  Desde abril de 1996, se han exigido certificados de origen, sellados con un visado del consulado argentino del país de origen, para las importaciones de textiles, calzado y prendas de vestir.
  Se ha informado de que esta prescripción crea demoras y puede incrementar los gastos de los exportadores;  también se ha expresado inquietud acerca de la compatibilidad de esta medida con el artículo VIII del GATT.

13. Para las importaciones de una amplia gama de bienes de capital y equipo usado y reelaborado, restaurado o reacondicionado se necesita una certificación del proveedor en la que se indique el tipo, grado y calidad del reacondicionamiento del equipo, y esas importaciones están sujetas a inspecciones de aduana.

14. En noviembre de 1997 se introdujeron prescripciones sobre los certificados de inspección previa a la expedición (sección iii)).

15. Desde el anterior Examen de las Políticas Comerciales, se ha tratado de simplificar y acelerar los procedimientos aduaneros, así como de reducir los costos de las importaciones y limitar las actividades ineficientes y encaminadas a la obtención de beneficios injustificados;  tradicionalmente los procedimientos de aduana han requerido muchos trámites y muchos tiempo.
  Se eliminaron las prescripciones sobre el almacenamiento de las importaciones antes del despacho, salvo para las mercancías no embaladas para venta directa, los productos farmacéuticos y unos pocos artículos que se hallan sujetos a inspección sanitaria.
  Otros cambios consisten en la aplicación en 1993 de un control selectivo de las mercancías, la introducción en 1992 de una valoración en aduana unificada, a posteriori;  y la descentralización en 1998 de la valoración en aduana en las regiones que tienen varias oficinas de aduanas.

16. Además de los cambios institucionales que se examinan en el capítulo II, se fortaleció la administración de aduanas mediante la introducción gradual, a partir de 1993, de un sistema de procesamiento electrónico de datos que permite efectuar el despacho de la carga y el pago de los derechos con mayor rapidez y eficacia, y un aumento del 60 por ciento en los recursos humanos, que llegaron a 5.100 en 1992.  Según se dice, la aduana despacha las mercancías en el plazo de un día después de la llegada.

17. Se pueden aplicar multas en relación con las discrepancias en las declaraciones de aduana respecto de la cantidad o el valor, sea con arreglo a una gama de una a cinco veces la diferencia entre el valor falso declarado y el valor c.i.f. (basado en las disposiciones del Acuerdo pertinente de la OMC), o la diferencia en los ingresos fiscales procedentes de esos valores, si esta cifra fuera superior.
  Las multas por las falsas declaraciones de la calidad o el tipo de mercancía pueden llegar hasta el doble del valor c.i.f. normal correspondiente a la calidad o el tipo real, verificado por la valoración.  Cuando se ha hecho una declaración falsa a la vez de la cantidad y la calidad, se impone la multa máxima aplicable.

ii) Aranceles

a)
Estructura

Características generales

18. Desde el anterior examen, se ha simplificado el arancel argentino y el público tiene un mayor acceso a la información sobre los aranceles oficiales.  A partir del 1º de enero de 1992, la Argentina aplicó plenamente el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA) y desde el 1º de enero de 1996 adoptó la clasificación SA 96.
  En enero de 1995, el arancel aduanero argentino comenzó a basarse en el Arancel Externo Común (AEC) del MERCOSUR.  Se publica en el Boletín Oficial y en las publicaciones de empresas privadas, como la Guía Práctica del Exportador e Importador o el Nomenclador Aduanero.
  Ahora contiene 9.302 líneas arancelarias de 8 dígitos, o sea, el 21 por ciento menos que en 1991.
  Muestra las tasas actuales así como las que se aplicarán en el período que transcurrirá hasta el año 2006, cuando el AEC del MERCOSUR se aplicará en su totalidad, sin excepciones.

19. Todos los derechos se calculan ad valorem salvo en el caso de los textiles, las prendas de vestir y el calzado para los que se pueden aplicar derechos específicos mínimos;  los derechos ad valorem se calculan sobre la base del valor c.i.f. de las mercancías importadas.  Los derechos, los impuestos internos y otros cargos se pagan y registran ante el despacho de aduana.  La Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP, capítulo II) del Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos (MEOSP) está facultada para regular las normas y aranceles aduaneros;  en principio, cualquier cambio en los aranceles y derechos se anuncia seis meses antes de su aplicación.

Niveles y gama de aranceles

20. Desde su primer Examen de las Políticas Comerciales, la Argentina ha reestructurado su arancel para adoptar el AEC del MERCOSUR y converger en ese arancel.  La tasa media simple se estimó en un 12,2 por ciento a comienzos de 1992.
  Desde el momento en que se puso en práctica el AEC del MERCOSUR, en enero de 1995, tal como se aplicó en la Argentina, se estimó en un 10,5 por ciento
, pero en 1995 se aumentó al 13,9 por ciento.
  El promedio habría bajado al 11,3 por ciento en 1998, de no ser por la incorporación parcial al arancel de la tasa estadística del 3 por ciento que llevó el promedio al 13,5 por ciento.  Actualmente el 4,7 por ciento de las partidas está libre de derechos y el 19,2 por ciento de las partidas está sometido a una tasa superior al 20 por ciento (gráfico III.1).  En 1998, 14 partidas de 8 dígitos del SA 96, que comprenden los vehículos automóviles para pasajeros, están sometidas a la tasa más alta de derecho ad valorem, que es del 33 por ciento, mientras que 17 partidas correspondientes a calzado están sujetas a la tasa inmediatamente inferior, que es del 30 por ciento.  Como se indica en la sección v), entre 1991 y 1997 los ingresos fiscales recaudados en concepto de importación aumentaron por un factor de cuatro para llegar a más de 2.400 millones de dólares EE.UU. (aumentando del 2 al 4 por ciento como proporción de los impuestos recaudados en total).

21. En diciembre de 1997, se convino a nivel del MERCOSUR en aplicar un aumento de tasa arancelaria de 3 puntos porcentuales en ciertas partidas (capítulo II), con efecto a partir de enero de 1998 hasta fines de 1999.
  Esto se convino inicialmente entre la Argentina y el Brasil para aumentar la protección y los niveles de los ingresos fiscales, así como para incorporar al arancel la mayor parte de la tasa estadística de la Argentina.  En el caso de la Argentina, esa decisión afecta a 7.378 partidas, o sea el 79,3 por ciento de las líneas arancelarias sujetas a la tasa estadística.  Entre las partidas excluidas figuraban algunos productos sujetos a un arancel cero (sobre todo artículos agrícolas), artículos de papel, bienes de capital, equipo de informática y telecomunicaciones, que en general estaban exentos de la tasa estadística.

22. En virtud del AEC, la anterior estructura de cuatro niveles de la Argentina (5, 13, 22 y 35 por ciento) se ha transformado en un AEC que básicamente tiene 11 niveles, con tasas comunes del 0, 2, 4, 6, 8, 10, 12, 14, 16, 18 y 20 por ciento;  como se ha dicho antes, la mayoría de estas tasas fueron aumentadas en tres puntos porcentuales en 1998.
  Las excepciones a esas tasas, incluidas en listas específicas, consisten en más de 2.028 partidas de 8 dígitos del SA 96, o sea, el 22,3 por ciento del total.  Esas excepciones irán convergiendo gradualmente hacia los niveles del AEC, ya sea el 1º de enero de 2001 ó 2006, según las categorías de productos (cuadro III.1).  En marzo de 1995, la Argentina aumentó los aranceles aplicables a la mayoría de los bienes de capital y el equipo de informática y telecomunicaciones para contribuir, entre otras cosas, a contrarrestar un déficit fiscal previsto, con lo cual avanzó la convergencia hacia el AEC del MERCOSUR para estas partidas.

23. Las tasas aplicadas a los automóviles, que transitoriamente se han excluido de la convergencia, son mucho más altas (el nivel básico de los derechos es un 65 por ciento más alto en 1998) que las del AEC.  Además, un elemento arancelario adicional vinculado a las subastas de cupos afecta a determinados tipos de importaciones y/o vehículos procedentes de países no miembros del MERCOSUR (sección vi) infra, y capítulo IV).
  No se proporcionaron datos detallados sobre los niveles alcanzados en el contexto de estas subastas pero, según un cuadro suministrado por las autoridades, entre 1992 y 1997 esas tasas arancelarias con recargo han variado del 5 al 35 por ciento, mientras que en 1995 y 1996 eran nulas.  Inicialmente se fijaron en cero los niveles de recargo para 1997 y 1998;  no obstante, en el transcurso de 1997, se establecieron niveles mínimos de recargo para los importadores privados de vehículos de la categoría A (cuadro III.4), según la cilindrada (8 por ciento hasta 1.500 cc, 12 por ciento de 1.501 cc a 2.200 cc, 16 por ciento para más de 2.200 cc).
  El azúcar, que también se halla sometido a un régimen especial, puede asimismo estar sujeto a tasas más altas debido a la aplicación de gravámenes variables a la importación (sección iv), cuadro III.1);  estos gravámenes no se toman en consideración en la estimación de los aranceles contenida en este informe.
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Cuadro III.1
Excepciones al AEC del MERCOSUR, 1998

Lista/artículo(s)
Importaciones de países no pertenecientes al MERCOSUR (valor y proporción de las importaciones totales de terceros países, 1995)
Partidas arancelarias abarcadas (número de partidas de 8 dígitos del SA 96 y proporción de las líneas arancelarias totales)
Partidas arancelarias con tasas crecientes (número de partidas de 8 dígitos del SA 96)
Partidas arancelarias con tasas descendientes (número de partidas de 8 dígitos del SA 96)
Partidas arancelarias con tasas del AEC de aplicación inmediata (número de partidas de 8 dígitos del SA 96)

Excepciones comunes (todos los socios del MERCOSUR)






-
bienes de capital
$EE.UU. 3.000 millones;  y 19,3%
1.145; y 12,3%
ninguna
227
918

-
equipo de informática y telecomunicacionesa
$EE.UU. 1.600 millones;  y 10,4%
424; y 4,6%
188
60
176

Excepciones nacionales (de cada país) (Régimen de Excepciones al AEC):
$EE.UU. 500 millones;  y 3,6%





-
partidas agrícolas (agar-agar, cacao en grano, pasta y manteca de cacao, preparaciones a base de melocotón, whisky)
..
10; y 0,1%
5
5
ninguna

-
partidas industriales, (incluidos productos químicos, pigmentos, mezclas odoríferas, hojas de polímeros, neumáticos, paletas de madera, obras y piezas de carpintería para construcciones, papel y cartón, material impreso, filamentos de poliéster, calzado, hierro y acero, cobre, productos de aluminio, máquinas, aparatos y material eléctrico, bicicletas, relojes de pulsera, asientos, muebles, juguetes, juegos y encendedores)

293; y 3.1%
88
205
ninguna

Excepciones nacionales (de cada país) debidas al régimen de ajuste (intra-MERCOSUR) (Régimen de Adecuación al AEC)b:
EE.UU.$100 millones;  y 0,7%





-
partidas agrícolas (extractos de café)
..
1
ninguna
1
ninguna

-
partidas industriales (incluidos neumáticos, plásticos, artículos de madera y papel, prendas de vestir, calzado, ferroaleaciones, semimanufacturas de hierro, alambre y alambrón de acero, artículos domésticos de aluminio, congeladores, refrigeradores, aislantes eléctricos y muebles)
..
155;  y 1,7%
ninguna
155
ninguna

Azúcar
$EE.UU. 20 millones;  y 0,1%
..
n.a.
n.a.
n.a.

Textiles, prendas de vestir y calzado
$EE.UU. 400 millones;  y 2,9%
662;  y 7,1%
n.a.
n.a.
n.a.

Régimen de la industria automotriz
$EE.UU. 1.200 millones;  y 7,7%
..
n.a.
n.a.
n.a.

Todas las excepciones
aprox.

$EE.UU. 7.000 millones;  y 45%
más de 2.690;  y 28,9%
281
653
1.094

..
No disponible.

n.a. 
No aplicable.

a
Tasas del AEC aplicables a partir del 1º de enero del 2006.

b
Tasas del AEC aplicables a partir del 1º de enero de 1999.

Nota:
Las excepciones que anteceden no incluyen la entrada en condiciones de favor, que aún no se ha armonizado plenamente con arreglo al MERCOSUR.  No se proporcionaron observaciones sobre este cuadro a la Secretaría de la OMC.

Fuentes: 
Información arancelaria proporcionada por el Gobierno de la Argentina;  y cuadro II.a contenido en Comisión Nacional de Comercio Exterior (1996), Informe Anual 1995, página 39.
24. Desde 1993 se ha aumentado la protección mediante derechos efectivamente aplicados consistentes en derechos de importación específicos mínimos (DIEM) para las importaciones de textiles, prendas de vestir y calzado no procedentes de países del MERCOSUR
;  en 1997 se aumentaron los derechos ad valorem fijados para el calzado, pero se reducirán gradualmente hasta llegar al nivel del AEC en 2001.
  Los derechos específicos mínimos para los textiles y las prendas de vestir se debían reducir gradualmente en un proceso de cinco etapas entre junio de 1997 y junio de 1998
;  los que se aplican al calzado, que en un principio debían reducirse hasta fines de enero de 1998, fueron revocados y, a partir del 25 de febrero de 1997, se aplicaron medidas de salvaguardia en forma de derechos específicos mínimos.
  Las tasas de derechos específicos mínimos, que se modifican periódicamente han variado de 0,4 a 30,4 dólares EE.UU. por kg para los textiles y las prendas de vestir y de 0,9 a 7,8 dólares EE.UU. por par de zapatos.  Debido al carácter de los derechos específicos y las variaciones de estos derechos es difícil evaluar con precisión su impacto cuantitativo, lo cual crea más incertidumbre respecto del régimen comercial.  Como se ha dicho antes, un grupo y el Órgano de Apelación examinaron hace poco la cuestión de si esta medida era compatible con la OMC, junto con lo cual se presentó documentación y prescripciones de etiquetado;  esto no se había notificado al GATT/OMC (sección i) y xi) c));  también se estableció un grupo para examinar las medidas de salvaguardia aplicables al calzado.  En julio de 1998, la Argentina comunicó a la OMC una propuesta sobre la introducción de un procedimiento para velar por que ningún equivalente ad valorem de los derechos específicos mínimos para los textiles y las prendas de vestir superara la tasa consolidada del 35 por ciento.
  En el momento de finalizar este informe, en julio de 1998, aún no se habían comunicado a la OMC los detalles relativos al aumento de los derechos ad valorem impuestos al calzado.

25. Desde 1995 se ha incrementado del 15 al 25 por ciento la tasa arancelaria para la maquinaria usada, el equipo de transporte usado y los instrumentos usados, mientras que otros artículos usados han entrado en franquicia arancelaria;  en 1998 esas tasas se incrementaron al 28 y al 30 por ciento.

26. Como se indica en el cuadro III.1, en 1995 las importaciones no sometidas a las tasas del AEC se valoraron en alrededor de 7.000 millones de dólares EE.UU., o sea, el 45 por ciento de las importaciones procedentes de países no miembros del MERCOSUR.
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Gráfico III.2

Progresividad arancelaria por industria de 2 dígitos de la CIIU, 1998, 2001 y 2006

Porcentaje

Los cálculos para 1998 incluyen el aumento de 3 puntos porcentuales de los aranceles adunaeros que la 

Argentina aplica hasta el año 2000 para una serie de partidas.

Cálculos de la Secretaría basados en datos suministrados por el Gobierno de la Argentina.
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Progresividad arancelaria

27. Hasta 1992, la progresividad y dispersión arancelarias se habían reducido a través de cambios arancelarios, lo que tuvo efectos benéficos para las exportaciones y la asignación de los recursos internos.
  En virtud de la estructura de derechos efectivamente aplicados establecida para 1998, la progresividad arancelaria sigue siendo acentuada en todos los sectores (gráfico III.2).  En la fabricación de alimentos, los productos semielaborados están más protegidos que los productos acabados;  y en el caso de los productos de cuero y los productos químicos industriales, los artículos semielaborados gozan de menos protección que los productos en bruto y acabados (cuadro AIII.1);  para otros productos químicos, la protección media del material no elaborado es más alta que la de los artículos semielaborados;  y para el petróleo, los productos semielaborados gozan de mucho más protección que los artículos en bruto y acabados.
  Cuando en 2006 se apliquen en la Argentina todas las tasas del AEC del MERCOSUR, básicamente no se modificará esta modalidad general.

b)
Consolidaciones arancelarias

28. La Ronda Uruguay dio lugar a una considerable ampliación de los compromisos en materia de consolidaciones arancelarias de la Argentina.  Anteriormente, las consolidaciones abarcaban unas 407 partidas (sobre todo productos industriales) con tasas que variaban desde cero (algunas semillas para siembra) al 140 por ciento (bebidas espirituosas, licores, teléfonos y aparatos de transmisión).
  Se estima que estos representaron aproximadamente el 3,5 por ciento de las líneas arancelarias o el 1,7 por ciento de las importaciones de mercancías en 1986, con exclusión de los productos de petróleo.  En la Ronda Uruguay, la Argentina amplió sus compromisos de consolidación para aplicar a todo el arancel una tasa general del 35 por ciento, con excepción de algunas partidas que antes se habían consolidado a tasas inferiores.  También consolidó la tasa estadística (sección v) infra) sobre todas las importaciones a un nivel del 3 por ciento.
  Estos compromisos se aplicaron de inmediato, en 1995, y la Argentina renunció a su derecho a introducir las consolidaciones gradualmente, a lo largo de un período de 10 años, con excepción de 26 partidas de 8 dígitos del SA (relativas a tractores de carretera, vehículos automóviles para transporte colectivo de personas, automóviles, camiones, chasis y motocicletas) para las cuales los compromisos de consolidación entrarán en vigor el 1º de enero del 2003.

29. La adopción de derechos específicos mínimos, la convergencia con el AEC del MERCOSUR y el aumento efectuado en enero de 1998 en la mayoría de los niveles arancelarios ya ha afectado o puede aún afectar a algunas partidas consolidadas a la tasa del 3,8, 5 ó 10 por ciento, que representan importaciones anuales medias de más de 18 millones de dólares EE.UU. (período 1992-94) procedentes principalmente de la UE y los Estados Unidos.
  En noviembre de 1996, los países del MERCOSUR comunicaron a la OMC que tenían la intención de consultar a las partes interesadas, con miras a examinar los cambios introducidos en virtud del AEC y el mantenimiento del nivel general de las concesiones, según lo dispuesto en el párrafo XXIV.6) y la Cláusula de Habilitación.
  Destacaron que se debía tomar debidamente en cuenta la compensación que ya constituían las reducciones del derecho correspondiente de los demás miembros del MERCOSUR.  Los países miembros del MERCOSUR debían celebrar consultas conjuntas con las partes interesadas en fechas por convenir.  Si bien algunos Miembros de la OMC se han reservado sus derechos de negociación, las autoridades indicaron que a julio de 1998 no se había iniciado ninguna negociación.

30. Con excepción de un breve período en 1995, la Argentina ha renunciado desde 1992 a sus obligaciones en materia de consolidación arancelaria para permitir la transposición de sus aranceles al Sistema Armonizado (SA).  Del 3 de diciembre de 1992 al 30 de junio de 1995 la renuncia se basó en la transposición de su arancel aduanero al SA y la finalización de los procedimientos conexos previstos en el artículo XXVIII;  el 16 de agosto de 1995 se anexó una nueva Lista LXIV consolidada al Protocolo de Ginebra (1995).
  Del 13 de diciembre de 1995 al 31 de octubre de 1998, se renunció nuevamente a esas obligaciones para efectuar cambios relacionados con la introducción del Sistema Armonizado 1996 (SA 96).
  En octubre de 1996 se suministró información sobre estos cambios a la Secretaría de la OMC, pero las consultas y renegociaciones en virtud del artículo XXVIII se suspendieron en octubre de 1997 debido a obligaciones del (MERCOSUR) derivadas del artículo XXIV.6).
  En noviembre de 1996, la Argentina invocó el artículo XXVIII.5) y, por lo tanto, se reservó el derecho de modificar su Lista durante el período trienal que se inició el 1º de enero de 1997.

c)
Concesiones/exenciones en materia de derechos

31. Hasta tanto se llegue a un acuerdo sobre un sistema unificado del MERCOSUR, la Argentina mantiene su propio régimen de entrada en condiciones de favor destinado a promover la elaboración interna y la diversificación de los productos, así como hacer frente a la escasez de suministros de insumos.  Se han introducido diversos cambios en el plan desde 1992
;  actualmente la entrada en franquicia arancelaria abarca lo siguiente:

i)
bienes de capital, partes, equipo y componentes para las actividades previstas en el régimen de inversión para la minería (a partir de 1993) (sección 4) vi), capítulos II y IV)
;

ii)
equipo y vehículos automóviles utilitarios en el contexto de los proyectos de diversificación de los productores agrícolas y ganaderos (incluido ganado ovino y lana) y los elaboradores en determinadas provincias (a partir de 1992)
;

iii)
bienes de capital (maquinaria, equipo, instrumentos, moldes y patrones), materiales, bienes intermedios y embalaje para la reexportación después de la elaboración en virtud del régimen de admisión temporaria
;


iv)
barcos de pesca y repuestos (hasta un 5 por ciento del valor c.i.f. total de la embarcación) en el contexto de proyectos ejecutados en virtud del acuerdo de pesca con la UE (capítulos II y IV);


v)
bienes educativos, sanitarios, científicos y tecnológicos para organismos del sector público (hasta el 1º de enero de 1999);


vi)
la zona de libre comercio y otros regímenes aduaneros similares (sección 3) xii)).

32. En el contexto del Régimen de la Industria del Automóvil, se aplica un tipo de arancel resultante de una concesión, que asciende al 2 por ciento, para las importaciones de partes fabricadas en países no miembros del MERCOSUR efectuadas por las empresas de montaje de vehículos automóviles;  esas partes entran en régimen de franquicia si proceden del MERCOSUR.  Además, desde 1995 las importaciones de las empresas nacionales de montaje de vehículos completos que proceden de países no miembros del MERCOSUR se han beneficiado con derechos reducidos, pero estos se están incrementando en 0,9 puntos porcentuales en forma trimestral para alcanzar el nivel del AEC el 31 de diciembre de 1999;  durante 1998, esos tipos se aumentarán del 12,8 por ciento el 1º de enero al 15,5 por ciento el 1º de octubre.  Esta concesión está sujeta a limitaciones cuantitativas vinculadas a los resultados de las exportaciones y los requisitos en materia de inversiones (sección 3) xi), y capítulos II y IV).
  Entre 1993 y agosto de 1996, se aplicaron normas similares a otros sectores en virtud del Régimen de Especialización Industrial que se suspendió debido a restricciones fiscales.
  Se permitió el trato en condiciones de favor para la importación de bienes análogos a los que exportaba el beneficiario, con miras a contribuir a la especialización (concentración) de la producción para determinados artículos y reducir temporalmente al mínimo los costos iniciales de las pérdidas de partes del mercado correspondientes a otros productos fabricados por la empresa;  esa concesión se está eliminando gradualmente entre enero de 1997 y diciembre de 1999, a la vez que no se han autorizado nuevos proyectos desde 1996.  Esos regímenes se notificaron al Comité de Medidas en materia de Inversiones relacionadas con el Comercio y al Comité de Subvenciones y Medidas Compensatorias de la OMC.

33. Las disposiciones del MERCOSUR que tienen por objeto velar que haya suministros regulares de materias primas e insumos mediante la utilización de una reducción temporal (por un año, renovable) de las tasas del AEC al 2 por ciento (en casos excepcionales en franquicia arancelaria) para 20 partidas de 8 dígitos del SA (que serán seleccionadas libremente por cada miembro) fueron adoptadas en 1995 y se mantendrán en vigor hasta julio de 1998. La Comisión de Comercio del MERCOSUR puede autorizar a los miembros a efectuar esas reducciones a condición de que haya una escasez de esos artículos en la región y que las reducciones arancelarias no distorsionen las corrientes comerciales y afecten a la competencia en la región.  Las importaciones con tasas reducidas están sujetas a limitaciones cuantitativas.
  El efecto general de esas concesiones es el aumento de la protección efectiva de los procesos en que se utilizan como insumos tales productos.  Sin embargo, la Secretaría no pudo evaluar la importancia de esas disposiciones.

d)
Preferencias arancelarias y normas de origen.

Preferencias

34. Como se explica en el capítulo II, las importaciones procedentes de países de la ALADI gozan de un trato preferencial que permite efectuar reducciones del 10 al 100 por ciento en los tipos NMF.

35. La mayoría de las importaciones de los socios del MERCOSUR se efectúan ahora en franquicia arancelaria y están sujetas a ajustes en la frontera por concepto de impuestos internos.  El régimen de franquicia arancelaria para 73 partidas sensibles de 8 dígitos del SA 96, o sea, el 35 por ciento de las partidas abarcadas por el Régimen de Ajuste Final está condicionado por limitaciones cuantitativas.  Estas limitaciones, establecidas por última vez en virtud de las Resoluciones 380/96, 735/96 y 788/96 afectan a los siguientes productos:  plásticos, neumáticos, madera aserrada, papel y artículos de papel, prendas de vestir, productos semielaborados y acabados de hierro y acero, congeladores, refrigeradores y muebles de dormitorio.  Las excepciones autorizadas con arreglo a este Régimen serán eliminadas por la Argentina el 31 de diciembre de 1998.

Normas de origen
36. La Argentina mantiene normas de origen preferenciales y no preferenciales, que se han notificado a la OMC.
  Las normas de origen preferenciales son complejas ya que varían según el acuerdo y/o sector.  Se basan en el principio de la transformación sustancial, es decir, el cambio en la clasificación arancelaria, y se derivan de las normas generales de origen de la ALADI, de las normas de origen específicas de los acuerdos parciales de la ALADI o, cuando proceda, de las normas de origen del MERCOSUR.
  Estas últimas han reemplazado a las normas anteriores aplicadas en virtud de acuerdos parciales concertados con los socios del MERCOSUR.

37. Actualmente, para que las importaciones se beneficien del trato arancelario preferencial en el MERCOSUR, sólo se requiere en general un contenido nacional o regional del 60 por ciento para los artículos provenientes de los Estados miembros;  las normas de la ALADI estipulan una tasa general de contenido del 50 por ciento del valor f.o.b., a menos que se indique lo contrario.  Desde enero de 1996, en virtud del acuerdo bilateral concertado con el Brasil en el sector de la industria automotriz, se ha fijado un contenido medio para los vehículos y las partes (de por lo menos un 50 por ciento calculado en un período de tres años).
  Ciertas importaciones del Paraguay también están sujetas al requisito de un contenido del 50 por ciento hasta el año 2001.

iii) Valoración en aduana e inspección previa a la expedición

Valoración en aduana

38. La Argentina firmó el Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la Ronda de Tokio, que aplica desde 1988;  en el momento de su aceptación, invocó la disposición relativa a la aplicación demorada, sin formular una reserva sobre la fijación de precios mínimos.  Esta situación no se ha modificado en virtud del actual Acuerdo de la OMC, por lo cual no se fijan precios mínimos o de referencia para los fines de la valoración en aduana, salvo en los casos que se examinan a continuación.
  En octubre de 1996, la Argentina comunicó a la OMC que no se habían introducido cambios en su legislación en esta esfera salvo en lo que respecta a unas pocas regulaciones.
  Además, en marzo de 1997 se introdujeron, en virtud de una regulación, directrices sobre los componentes del valor en aduana, los procedimientos de verificación del valor, la valoración en caso de duda sobre un valor declarado y la investigación sobre el valor en aduana en el país de origen.

39. La principal esfera en que se siguen utilizando precios mínimos es el caso de las medidas antidumping y compensatorias en que los precios mínimos de "exportación" (importación) son la base para calcular el derecho complementario.
  También se utiliza una estimación del precio medio de importación para establecer el nivel de los derechos específicos mínimos.
 

40. En julio de 1996 se introdujo un mecanismo preventivo, consistente en jerarquías o gamas de precios, con miras a identificar los artículos sujetos a prácticas de subfacturación o sobrefacturación.
  Las gamas de precios son fijadas por el Departamento Técnico de Valoración en Aduanas de la Secretaría de Hacienda (MEOSP) y se publican en el Boletín Oficial;  hasta mayo de 1998 se habían establecido gamas de ese tipo para aspiradoras, secadores de pelo, bicicletas y muebles de metal.
  En caso de subfacturación, es preciso depositar durante 120 días, para el despacho de aduana, una garantía equivalente a la diferencia entre el monto de los derechos y cargas percibidos sobre la base del valor declarado y los que se habrían recaudado si el valor se hubiera basado en los precios medios mínimos y máximos fijados en la jerarquía.  Esta garantía se conserva hasta que el importador presente documentación para justificar el valor declarado.  En junio de 1997, Corea expresó inquietud acerca de los efectos de esta medida y su compatibilidad con la OMC, ya que afecta gravemente las exportaciones a la Argentina de artículos electrónicos (magnetófonos, hornos de microondas, aparatos de televisión, aparatos de radio y reproductores de casetes y discos compactos, minicomponentes, cámaras de grabación y reproducción de imágenes, etc.);  pese al objetivo declarado de luchar contra la subfacturación, esas gamas, que fueron establecidas por la aduana en cooperación con los fabricantes nacionales de aparatos electrónicos, se utilizarán para incrementar los costos de importación (cuando el precio de importación es inferior a la gama de precios, se exige una garantía) o con fines de recaudación de impuestos (cuando el precio de importación es superior a la gama de precios, la aduana informa a las autoridades fiscales).

41. En marzo de 1997, para fortalecer el procedimiento de verificación, se amplió la  estructura institucional con la creación de la División de Valoración de las oficinas de aduanas de Buenos Aires y del aeropuerto de Ezeiza, así como de cinco centros regionales de valoración.
  Como se ha dicho antes, los mecanismos institucionales se descentralizaron en 1998.

Inspección previa a la expedición
42. En noviembre de 1997 entró en vigor, con carácter temporal, la inspección previa a la expedición, que estaba en estudio desde 1990, para combatir la evasión fiscal, el contrabando y la subfacturación generalizada, así como para mejorar la transparencia, la evaluación y los métodos de verificación, y la reunión de datos estadísticos (a través de un programa de transferencia de tecnología).
  Esta medida y la legislación pertinente se comunicaron a la OMC en julio de 1997.

43. Las prescripciones en materia de inspección previa a la expedición afectan a las mercancías cuyo valor f.o.b. asciende a 3.000 dólares EE.UU. o más;  desde enero de 1998, algunos materiales para la industria automotriz (preparaciones tensoactivas, lustres para carrocerías, algunos artículos de plástico o caucho vulcanizado, bolsos, artículos de cuero, calcomanías, revestimientos para el piso, lámparas de filamento), que representan del 1 al 4 por ciento del valor f.o.b. de la expedición, así como los mandos de computadora para la industria electrónica y de telecomunicaciones, se hallan exentos de esas prescripciones.
  Los gastos de inspección consistentes en una comisión del 0,8 por ciento del valor f.o.b. de las mercancías inspeccionadas (o un cargo mínimo de 250 dólares EE.UU.) más una bonificación del 5 por ciento de los impuestos adicionales recaudados por concepto de derechos de importación y de tasa estadística (hasta el 0,2 por ciento del valor f.o.b. de las mercancías inspeccionadas) están a cargo de las autoridades;  una auditoría (Swipco Limited de Suiza) cobra otro 0,64 por ciento del valor de las mercancías incluidas en su muestreo.  Como se ha dicho antes, se necesita un certificado de inspección emitido por las empresas especializadas para retirar las mercancías de la aduana.

44. Los servicios de inspección previa a la expedición, cuyo costo anual oscila entre 50 y 70 millones de dólares, estarán a cargo de empresas privadas durante dos o tres años.  En septiembre de 1997 se seleccionaron mediante licitación pública seis empresas interesadas para que, entre otras cosas, realizaran inspecciones de precio, cantidad y calidad:  Societé Générale de Surveillance (Suiza), Socotec International Inspection (Suiza), Bureau Veritas (Francia), Intertek Testing Services and Inspectorate PLC (Reino Unido), UTE CU Holding (Argentina) y Survey Seed Services (Países Bajos).
  Las empresas de inspección también deberán capacitar a los funcionarios de aduanas y contribuir con información a la creación de una base de datos moderna para la valoración en aduana.

iv) Gravámenes variables a la importación

45. Desde 1992, se han aplicado gravámenes variables a la importación de azúcar de todas las procedencias (incluido el MERCOSUR), además del arancel ad valorem existente (23 por ciento en 1998).
  Estos gravámenes se determinan sobre la base de la diferencia entre un precio indicativo y un precio comparativo;  el primero, que se calcula una vez por año, consiste en un promedio de las cotizaciones mensuales en la bolsa de productos de Londres durante los últimos cuatro años, y el segundo corresponde al precio de mercado del día anterior a la llegada a destino del embarque.  Desde 1994, cada vez que el precio comparativo es inferior al precio indicativo, la diferencia se acredita al importador para el pago de los derechos de importación (hasta un monto equivalente al 50 por ciento de la tasa efectivamente aplicada).  Las autoridades calculan que, con esta enmienda y la evolución de los precios mundiales, la protección media en frontera del azúcar en 1995 y 1996 se situó en el equivalente del 10 por ciento del arancel ad valorem.

v) Otros gravámenes y cargas

46. La proporción que representan los derechos de importación y la tasa estadística a las importaciones en la recaudación total neta de impuestos se redujo del 6,6 por ciento en 1991 al 4,9 por ciento en 1995, manteniéndose así la tendencia a la baja observada en el anterior Examen de las Políticas Comerciales, pero esa relación aumentó posteriormente al 5,9 por ciento en 1997 (gráfico III.3).  Esto se relaciona en gran medida con el aumento del volumen del comercio, ya que la razón entre los impuestos relacionados con las importaciones y el valor de las importaciones y los impuestos relacionados con las exportaciones y el valor de las exportaciones han bajado en los últimos años.  La razón entre los impuestos relacionados con las importaciones y el valor de las importaciones (a veces denominada arancel real) ha disminuido de más del 14 por ciento en 1993 a apenas algo más del 9 por ciento en 1997 (gráfico III.3).  Los impuestos relacionados con las exportaciones ya eran de poca importancia en 1992.

47. La contribución total de los impuestos sobre las exportaciones fue de alrededor del 17 por ciento en 1996;  esto incluye los impuestos internos como el impuesto sobre el consumo y el IVA, que también se aplican a las importaciones.  Los aumentos en la proporción que se presentan esos impuestos en la recaudación fiscal total se relacionan principalmente con el crecimiento del comercio en los últimos años y con las mejoras introducidas en la administración fiscal.  En 1996 los ingresos fiscales totales (incluidos los impuestos internos) sobre las importaciones estuvieron compuestos sobre todo por el IVA (55 por ciento del total);  los derechos de importación (21 por ciento), y la recaudación anticipada del IVA (13 por ciento) (gráfico III.4);  la disminución de la importancia de la tasa estadística (del 14 por ciento del ingreso fiscal de las importaciones en 1994 a alrededor del 4 por ciento en 1996) se debe a su suspensión y su reintroducción a una tasa reducida así como al aumento de las tasas del IVA y la introducción de la recaudación fiscal anticipada que se examina a continuación.  Estos factores también contribuyeron a un aumento del 52 por ciento en la incidencia global de los impuestos indirectos sobre las importaciones entre 1991 y 1993 (gráfico III.4);  la tasa media de incidencia (la razón entre los ingresos procedentes de impuestos relacionados con las importaciones y el valor total c.i.f. de las importaciones) se ha mantenido relativamente estable, llegando incluso a disminuir ligeramente desde 1993, y en 1996 ascendía a más del 38 por ciento.  En el cuadro III.2 se muestra la estructura de todos los impuestos y cargas que afectan a las importaciones de productos representativos que llegan a la Argentina.


[image: image3.wmf] 

0

2

4

6

8

10

12

14

16

18

1991

92

93

94

95

96

1997*

Provisional.

Dirección Nacional de Investigaciones y Análisis Fiscal de la Subsecretaría de Política Tributaria, en base

a  datos de DGI, ANA, ANSES, Secretarías de Hacienda y Programación Económica y otros organismos;

Informe Económico Nº 24

.

Gráfico III.3                                                

Proporción que representan los impuestos relacionados con el comercio en el valor del comercio y la 

recaudación fiscal total

Porcentaje

*

Fuente

:

Impuestos relacionados con las importaciones 

e importaciones c.i.f. 

Derechos de importación y exportación y tasa 

estadística/recaudación fiscal total neta

Impuestos relacionados con las exportaciones y 

exportaciones f.o.b. 


Cargas distintas de los derechos de importación que afectan sólo a las importaciones

48. Los costos de manipulación y almacenamiento de mercancías se determinan por el peso o el volumen y no por el valor.  Según la información proporcionada por las autoridades, al calcular los costos de manipulación de contenedores al parecer se hace una diferencia entre las importaciones y las exportaciones;  las tasas máximas aplicadas para la carga de contenedores (exportaciones) son un 12 por ciento más bajas que las que se cobran para la descarga (importaciones).  Sin embargo, esa diferencia puede estar relacionada con la naturaleza distinta de la carga.

49. El 9 de enero de 1998 se redujo del 3 al 0,5 por ciento la tasa estadística, a la vez que se aumentaron la mayoría de los derechos de importación en tres puntos porcentuales.
  Esta tasa, que se aplica al valor c.i.f. de las mercancías para todas las importaciones procedentes de países que no son miembros o asociados del MERCOSUR, se modificó con frecuencia según la situación financiera
;  las partidas correspondientes a los regímenes de importación para la instalación de fábricas "llave en mano" o la admisión temporaria, los barcos de pesca, los bienes de capital y las partes, los combustibles, las armas, los envíos de urgencia, las muestras, los productos sensibles para la industria impresora (libros y periódicos), los sectores de las computadoras y las telecomunicaciones, así como las exportaciones se hallan exentos del pago de esta tasa.
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Estructura y evolución de los ingresos procedentes de los impuestos internos y otros impuestos que 

afectan al comercio exterior 
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50. Como se ha dicho antes, en la Ronda Uruguay la Argentina consolidó el nivel de la tasa estadística en un 3 por ciento en la Lista LXIV;  sin embargo, esto no afecta al derecho de otros Miembros de la OMC a cuestionar la compatibilidad de esa tasa con la OMC, por ejemplo, desde el punto de vista de las prescripciones del artículo VIII.
  En julio de 1998, la Argentina propuso que se modificara la tasa estadística a partir de enero de 1999;  se impondrá un límite máximo de 500 dólares EE.UU. a cada transacción de importación.

Cuadro III.2

Estructura de las cargas a las importaciones de determinados productos, 1998



Arroz pulido

Acero laminado en frío

Automóviles para pasajerosa


Descripción

Tasa
%
Valor
Tasa
%
Valor
Tasa
%
Valor

1
Valor f.o.b.

100,0

100,0

100,0

2
Flete
10,0
10,0 
10,0
10,0
10,0
10,0

3
Seguro
5,0
5,0 
5,0
5,0
5,0
5,0

4
Valor c.i.f. (1+2+3)

115,0 

115,0

115,0

5
Derechos de importación (sobre 4)
15,0
17,2
17,0
19,55
33,0
37,9

6
Tasa estadística (sobre 4)
0,5
0,6
0,5
0,6
0,5
0,6

7
Inspección previa a la expedición (sobre 1)
0,8
0,8
0,8
0,8
0,8
0,8

8
Pago adelantado del IVA (sobre 4+5+6)b
9,0
12,0
9,0
12,2
9,0
13,8

9
Impuesto anticipado sobre los beneficios (sobre 4+5+6)b
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
3,0
4,6

10
Otras cargas (agente de aduana, tasas portuarias, etc.)
..
..
..
..

..

11
Valor final de la importación con exclusión de los impuestos adelantados/anticipados (4+5+6+7+10)

133,6

135,9

154,3

12
Valor final de las importaciones incluidos los impuestos adelantados/anticipados (8+9+11)

145,7

148,1

172,7

13
IVA (sobre 4+5+6)
21,0
28,1
21,0
28,4
21,0
32,2

14
Impuestos sobre el consumo
(sobre 4+5+6)
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.

15
Impuestos del distrito federal u otros impuestos locales
..
..
..
..
..
..

16
Costo mayorista en la Argentina con exclusión de los impuestos adelantados/anticipados (11+13+14)

161,7

164,3

186,5

17
Costo mayorista en la Argentina incluidos los impuestos adelantados/anticipados (12+13+14)

173,7

176,5

204,9

n.a.
No aplicable.

..
No disponible.

a
Cálculos para un automóvil de pasajeros con un motor de 1.300 cc y un valor c.i.f. inferior a 22.000 dólares EE.UU. con un consumo de combustible de 7 l por 100 km.

b
Este impuesto se deduce de la cuota tributaria bruta del importador.

Nota:
Las estimaciones tienen en cuenta la reducción al 0,5 por ciento del tipo de la tasa estadística y el aumento del arancel efectivamente aplicado en tres puntos porcentuales.  El pago adelantado del IVA y el impuesto anticipado sobre los beneficios se deducen de la cuota tributaria bruta del importador.  En lo que respecta a las estimaciones sobre los costos de los vehículos automóviles, no se incluye el recargo arancelario relativo a la asignación de cupos.  Las autoridades no proporcionaron observaciones sobre el contenido de este cuadro a la Secretaría de la OMC.

Fuente: 
Estimaciones de la Secretaría de la OMC.
51. Desde comienzos del decenio de 1990 el pago parcial (en la etapa de la aduana) de los impuestos internos como el IVA y el impuesto sobre los beneficios se ha anticipado (pagado por adelantado) para las importaciones de cualquier origen a fin de asegurar que se recauden esos impuestos en el mercado argentino;  esta medida puede constituir un costo adicional para determinados tipos de importadores.
  Se aplican dos tasas diferentes para el pago adelantado del IVA, que se introdujo en diciembre de 1991, según el tipo de importador.  Los importadores no registrados, en general empresas o particulares que importan sobre todo para su propio uso, están sujetos a una tasa del 10 por ciento;  el monto del impuesto pagado por los importadores ocasionales no puede deducirse de su cuota tributaria bruta.  Se aplica una tasa del 9 por ciento para los importadores registrados, en general empresas que importan bienes para la producción, que pueden deducir el monto de ese impuesto de su cuota tributaria bruta.  Desde julio de 1992, se ha aplicado un impuesto anticipado sobre los beneficios, a una tasa del 3 por ciento, a todos los bienes de consumo, con excepción de los bienes importados directamente por el usuario, en cuyo caso se cobra una tasa del 11 por ciento;  el monto pagado puede deducirse del impuesto bruto a los ingresos.  La base para la valoración de esos impuestos es idéntica a la del IVA, que se examina a continuación, y se aplican mecanismos de retención similares para los bienes nacionales.

Cargas que afectan a las importaciones y la producción nacional
52. El impuesto al valor agregado (IVA), introducido a nivel nacional en 1975 y administrado por la Dirección General Impositiva (DGI), se ha fijado en una tasa general del 21 por ciento para los bienes y la mayoría de los servicios desde abril de 1996.
  Se aplica una tasa del 27 por ciento a determinados tipos de servicios públicos (telecomunicaciones, gas para consumo doméstico, agua corriente, alcantarillado y desagüe) desde marzo de 1992.  Los servicios financieros, los intereses sobre los préstamos, el flete y el transporte público, y las obras de construcción se hallan sujetos a una tasa del 10,5 por ciento (la mitad de la tasa general) desde abril de 1996.  Los combustibles también están sujetos a la tasa general del IVA.

53. Las principales excepciones al IVA son las siguientes:  artículos de primera necesidad (agua, pan y leche al por menor);  productos farmacéuticos (al por mayor y al por menor);  medios de comunicación culturales y educativos (libros, periódicos, revistas, etc.);  exportaciones
;  ciertas operaciones financieras, como los "swaps" de valores, acciones y monedas, así como los intereses sobre los valores públicos o los bonos negociables de las empresas;  y las transferencias de propiedad en las reorganizaciones no sujetas a impuestos.

54. Para las importaciones de mercancías, el IVA, así como el IVA adelantado, el impuesto anticipado sobre los beneficios y otros impuestos internos (que se describen a continuación), se calculan sobre la base del valor c.i.f. más el derecho de importación y la tasa estadística.  El IVA sobre los artículos de producción nacional recae sucesivamente en cada vendedor hasta que se llega al consumidor final;  el impuesto cobrado al propietario o proveedor anterior puede deducirse del monto imponible, de modo que el monto imponible de cada vendedor sólo es el aumento del valor de mercado agregado en cada etapa.

55. Se cobran impuestos sobre el consumo -aplicados desde 1979 a nivel nacional y administrados por la DGI- sobre una amplia gama de partidas, independientemente de que el producto sea importado o se haya producido en la Argentina;  la legislación se revisó por última vez en 1996.
  La base imponible de los artículos producidos a nivel nacional depende del producto y las tasas efectivamente aplicadas, que varían del 2 al 60 por ciento, se han revisado a la baja en la mayoría de los casos;  se han establecido tasas discrecionales para los contratos de seguro.  Desde 1996, estos impuestos se aplican al tabaco (20 por ciento), los cigarros (16 por ciento), los cigarrillos (60 por ciento)
, la cerveza (4 por ciento), los vinos espumosos (5 por ciento), las bebidas no alcohólicas (4 por ciento)
, las monedas de oro, joyas y piedras preciosas (25 por ciento)
, los hornos, el equipo visual y de audio (6,55 por ciento)
, y las pólizas de seguro (8,5 por ciento, para las empresas nacionales y 23 por ciento para las empresas establecidas en el extranjero).
  Se halla en vigor desde 1997 una tasa impositiva del 10 por ciento para los automóviles que utilizan diesel (incluidos vehículos de turismo como vehículos para acampar, jeeps, camionetas).

56. Hay tres tasas de impuesto a los combustibles y el gas natural:  pesos 0,12/litro, pesos 0,3878/litro y pesos 0,4865/litro, según el tipo de combustible;  estas tasas se revisaron por última vez en octubre de 1996 y son adicionales al IVA.

57. Además del IVA y de los impuestos sobre el consumo, hay dos impuestos sobre la venta de cigarrillos al por menor.  Se trata de los siguientes:  i) un impuesto regular del 7,35 por ciento (más 0,00272 por ciento para las cajas que contienen 10 unidades) en el contexto del Fondo Especial del Tabaco (capítulo IV), y ii) un impuesto adicional de emergencia del 7 por ciento que se halla en vigor desde enero de 1996 por tres años.  Los ingresos del primero se destinan a los productores de tabaco, mientras que el segundo se utiliza, entre otras cosas, para programas de salud y bienestar social en las zonas rurales.
  En octubre de 1994 se comenzó a aplicar un impuesto del 10 por ciento sobre la venta y el alquiler de vídeos, así como la renta de entradas de cine.

vi) Prohibiciones a la importación

58. Actualmente la Argentina prohíbe ciertas importaciones para proteger la salud humana y la vida animal y vegetal, el medio ambiente, o por motivos esenciales de seguridad y de índole militar, de conformidad con la legislación nacional o los compromisos asumidos a nivel internacional.  Se prohíbe la importación de neumáticos usados y de motocicletas y motonetas usadas.  También se prohíbe la importación de maquinaria, equipo de transporte e instrumentos usados a menos que estén debidamente reacondicionados.

59. En principio las prohibiciones por razones de salud dependen de la situación en el país exportador;  como ejemplos recientes cabe citar la prohibición de importar animales vivos o productos de origen animal del Reino Unido y pescado y productos de origen vegetal de Bolivia.
  En octubre de 1995 se suspendieron las importaciones de fruta fresca de California en respuesta a la detección de la mosca oriental de la fruta en ese Estado, pero en 1997 se levantó esa medida a raíz de la información suministrada por las autoridades de los Estados Unidos (Animal and Plant Health Inspection Service, APHIS) y una visita realizada al lugar por expertos argentinos.
  Por razones análogas, la fruta cítrica de Florida nunca ha tenido acceso al mercado argentino;  a este respecto, las autoridades indicaron que en mayo de 1998 se estaba examinando un "enfoque sistemático" (propuesto por el APHIS).

60. En febrero de 1998, se introdujo una prohibición temporal a las importaciones de cerdo fresco y productos de cerdo de diversos países europeos cuyos métodos de elaboración no garantizaban la destrucción de la peste porcina clásica.  En respuesta a la inquietud expresada por la Unión Europea en cuanto a la compatibilidad de esa medida con la OMC en la reunión de marzo de 1998 del Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias, la Argentina explicó que se trataba de una enfermedad sumamente contagiosa y que varios países de la CE no habían respondido debidamente a su solicitud de información, con lo cual se aplazó toda modificación de esa medida.

vii) Licencias de importación

61. La mayoría de las licencias de importación restrictivas de la Argentina, que se relacionaban con artículos sujetos a restricciones cuantitativas, se eliminaron en abril de 1991 y desde entonces al parecer no se ha modificado la política;  anteriormente, este tipo de licencias abarcaban alrededor del 90 por ciento de las partidas de importación y protegían más del 50 por ciento de la producción nacional de la competencia extranjera.

62. Algunas categorías de productos están sujetas a licencias no restrictivas, consistentes en una autorización previa, con miras a velar por que se cumpla la legislación nacional (incluso las normas y las prescripciones en materia de salud) y los acuerdos internacionales que afectan al comercio;  al respecto, cabe mencionar los procedimientos automáticos de licencia para las alfombras y otros revestimientos del suelo, las prendas de vestir y el calzado que también estaban sujetos a otras medidas (secciones 2) i) y 2) ii) a)).  Varios organismos públicos intervienen en el proceso de autorización (cuadro III.3).

63. Actualmente se utilizan licencias no automáticas/restrictivas para la administración de las restricciones cuantitativas existentes para el régimen de la industria del automóvil (nueve partidas arancelarias de 8 dígitos del SA (SA 87.02) en relación con chasis, vehículos automóviles para pasajeros y camiones).  Al parecer, algunos tipos de papel y algunas otras partidas estaban sujetas a cupos transitorios pero aún no se había presentado ninguna comunicación a la OMC sobre la utilización de esos cupos.

Cuadro III.3

Principales prescripciones vigentes en materia de licencias de importación o autorización previa, 1998

Partida
Organismo estatal
Objetivo

Alimentos para consumo humano
Secretaría de Salud del Ministerio de Salud y Acción Social, a través de la Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnologías Médica (ANMAT);  Instituto Nacional de Alimentos (INAL);  y Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA), Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación del Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos.
Verificar las condiciones higiénicas y sanitarias, el contenido de agua y la identificación comercial de los productos importados (o exportados)

Productos, subproductos y derivados de origen animal no vendidos al por menor
SENASA
Velar por que sean admisibles desde el punto de vista de la salud, de conformidad con las normas de la Oficina Internacional de Epizootias.

Materias primas y productos alimenticios de origen vegetal no vendidos al por menor
SENASA
Velar por la protección fitosanitaria

Productos vitivinícolas
Instituto Nacional de Vitivinicultura
Informar a la aduana sobre los envíos que tal vez no cumplan las condiciones relativas a las importaciones de vino

Medicamentos
Secretaría de Salud (Ministerio de Salud y Acción Social)
Controlar la calidad y velar por que sean admisibles desde el punto de vista terapéutico

Reactivos y material de uso médico
Secretaría de Salud (Ministerio de Salud y Acción Social)
Velar por que los productos sean estériles, no tóxicos y cumplan los requisitos/especificaciones en materia de tratamiento médico

Artículos de tocador, cosméticos y perfumes
Secretaría de Salud (Ministerio de Salud y Acción Social)
Velar por la calidad y la inocuidad de los productos

Estupefacientes, intermediarios y psicotrópicos
Secretaría de Salud (Ministerio de Salud y Acción Social) o Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y la Lucha contra el Narcotráfico (Presidencia de la Nación)
Vigilar el destino y uso de estos productos de conformidad con los compromisos contraídos en virtud de la Convención Única sobre Estupefacientes de 1961, su Protocolo de 1971, la Convención sobre Sustancias Psicotrópicas de 1971 y la Convención sobre Precursores y Productos Químicos Esenciales de 1988

Elementos y materiales nucleares
Comisión Nacional de Energía Atómica (CNEA), Ente Nacional Regulador Nuclear (concesión de licencias)
Asegurar que el material radiactivo se utilice de manera equilibrada (desde el punto de vista del bienestar social) y con arreglo a las normas internacionales

Importaciones militares sensibles
Comisión Nacional de Control de Exportaciones Sensitivas y Material Bélico
Velar por el cumplimiento de los compromisos internacionales y bilaterales asumidos por la Argentina para la no proliferación de armas de destrucción en masa y la transferencia y protección de tecnología estratégica

Preservativos
Ministerio de Salud y Acción Social
Controlar la calidad y seguridad del producto

Fauna y flora silvestre
...
Proteger y conservar la fauna y flora en cumplimiento de los compromisos asumidos a nivel internacional en virtud de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES)

Publicaciones en que se describan o representen el territorio continental, insular y antártico de la Argentina
Instituto Geográfico Militar
Evitar diferencias con la posición oficial sobre la información geográfica relativa al territorio de la Argentina

Instrumentos de medición
Oficina Nacional de Metrología Legal
Evitar que se desvirtúe el Sistema Métrico Legal Argentino (SIMELA) y mantener la uniformidad del sistema nacional de medición

Alfombras y otros revestimientos para suelos, prendas de vestir y calzado
Subsecretaría de Comercio Exterior (Secretaría de Industria, Comercio y Minería, Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos)
Cumplir los compromisos contraídos con la OMC

Vehículos automóviles nuevos
Secretaría de Industria
Aplicar el Régimen General de Importaciones de Vehículos Completos

..
No disponible.

Nota:
Las autoridades no proporcionaron observaciones sobre el contenido de este cuadro a la Secretaría de la OMC.

Fuente:
Documentos de la OMC G/LIC/N/1/ARG/2 – G/LIC/N/3/ARG/2, de 22 de enero de 1998, y legislación suministrada por las autoridades argentinas.

64. La Argentina ha firmado el Acuerdo sobre Procedimientos para el Trámite de Licencias de Importación de la Ronda de Tokio;  sus respuestas más recientes al cuestionario de la OMC en esta esfera se comunicaron en diciembre de 1997.
  A comienzos de 1991, la Argentina renunció a prevalerse de las disposiciones del artículo XVIII.B en relación con las restricciones a la importación con fines de balanza de pagos.

viii) Contingentes de importación

65. En 1991 y 1997, la Argentina presentó notificaciones completas al GATT/OMC sobre las restricciones cuantitativas;  no se hallan en vigor otras restricciones que las que se comunicaron en el contexto de los procedimientos de licencia de importación.

66. Actualmente hay restricciones cuantitativas que afectan a la importación de automóviles y estupefacientes;  estas restricciones se comunicaron a la OMC en el contexto de las notificaciones presentadas al Comité de Licencias de Importación y al Comité de Medidas en materia de Inversiones relacionadas con el Comercio.  Desde mediados de 1993 hasta fines de 1994 se mantuvieron en vigor restricciones cuantitativas a las importaciones de papel (23 partidas de 9 dígitos del SA) con fines de salvaguardia;  al parecer, estas medidas se tomaron en el contexto de la cláusula de salvaguardia del MERCOSUR contra el Brasil y el Uruguay, así como en virtud del artículo XIX contra otros proveedores (conocido con el nombre de cupos del GATT) de manera no discriminatoria.

67. Las restricciones a la importación de vehículos automóviles completos incluidos en las categorías A y B (cuadro III.4), forman parte de los esfuerzos encaminados a reorganizar y regular la industria nacional, y a hacer frente a las obligaciones contraídas en virtud del acuerdo sobre vehículos automóviles concertado con el Brasil;  la última revisión de la legislación en esta esfera, que se esboza en el cuadro III.3, se hizo en 1994.
  De conformidad con los compromisos contraídos con la OMC, estos cupos de importación se eliminarán el 1º de enero de 2000, fecha para la cual está prevista la aplicación de la política común del MERCOSUR para la industria automotriz.

Cuadro III.4

Asignación de cupos de importación para vehículos automóviles

Beneficiarios
Requisitos básicos
Modalidades  de asignación

Representantes y distribuidores oficiales de vehículos extranjeros (vehículos de las categorías A y B)
Registro (Registro de Representantes y Distribuidores Oficiales de Automotores de la Dirección Nacional de Industria), solicitud de una cantidad máxima (fijada en forma anual sobre la base de las asignaciones efectivas de cupos en los procedimientos realizados en los períodos anteriores) y depósito de garantías (50.000 dólares EE.UU. en la Dirección de Aplicación de la Política Industrial) 
80% del cupo de la categoría A y 75% del cupo de la categoría B (1997).  Licitación pública;  asignación prorrateada una vez que se han contado las solicitudes para cada marca.

Los representantes  y distribuidores de los vehículos de la categoría A deben pagar al banco estatal  Banco de la Nación el 25% del valor c.i.f. correspondiente a la unidades que se les hayan asignado, en concepto de pago anticipado y a cuenta del derecho de importación y demás tributos;  ese monto será deducido por la Administración Nacional de Aduanas en oportunidad del despacho a plaza.

Usuarios finales particulares:



Vehículos de la categoría A
Registro (Registro de Importadores y Exportadores de la Administración Nacional de Aduanas);  pago de 2.500 dólares EE.UU. a cuenta de los derechos de importación y demás tributos (que serán deducidos por la Administración Nacional de Aduanas en oportunidad de la liquidación definitiva del despacho a plaza de la unidad)
20% del cupo (1997).  Licitación pública;  la Dirección de Aplicación de la Política Industrial emite un certificado de importación, que es intransferible.

Vehículos de la categoría B
Empresas transportistas sujetas a registro (Registro de Importadores y Exportadores de la Administración Nacional de Aduanas), solicitud ante la Secretaría de Transporte (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) de un certificado de habilitación (transferible)

Otros usuarios directos (transporte propio, empresas constructoras y otras) deben presentar una declaración jurada de que los vehículos se incorporarán a las actividades productivas de la empresa por un plazo mínimo de dos años
10% del cupo para las empresas transportistas y alrededor del 15% para los demás usuarios directos (1997).  Licitación pública;  en caso de que la cantidad total fuera superior al cupo establecido por la Secretaría de Transporte, se procederá a un prorrateo asegurándose como mínimo un vehículo por solicitud.  La Dirección de Aplicación de la Política Industrial emite un certificado de importación, válido por un año a partir de su fecha de emisión, en el cual no se especifica marco o modelo y que es intransferible.

Categoría A:
Todos los tipos de vehículos para pasajeros y carga con una capacidad máxima de carga de hasta 1.500 kg.

Categoría B:
Chasis y plataformas de carga y vehículos de transporte de pasajeros con una capacidad de carga superior a 1.500 kg.

Nota:
Las autoridades no suministraron observaciones sobre el contenido de este cuadro a la Secretaría de la OMC.

Fuente:
Documento G/LIC/N/3/ARG/1 de la OMC, de 14 de febrero de 1996;  Decreto 2677/91, de 20 de diciembre de 1991;  y Decreto 425/97, de 14 de mayo de 1997.

68. Desde 1994 el nivel del cupo anual, publicado en una resolución de la Secretaría de Industria (MEOSP), se ha fijado en un 10 por ciento (vehículos de la categoría A) y un 15 por ciento (vehículos de la categoría B) de la producción nacional estimada de vehículos automóviles de cada año.
  Las autoridades indicaron que se podía superar ese nivel según la situación de la oferta en el mercado nacional.  Las condiciones de asignación de cupos a los representantes y distribuidores oficiales de automóviles extranjeros que no tienen empresas de montaje en Argentina, y los usuarios finales que son particulares se fijaron inicialmente a través de licitaciones públicas en diciembre de 1991 y, al parecer, se han modificado por lo menos en dos oportunidades.
  Sin embargo, debido a la falta de datos la Secretaría no ha podido evaluar su evolución.  De 1994 a 1996 las asignaciones se hicieron por sorteo.  En 1997, se usaron al parecer ofertas abiertas únicamente para los usuarios finales que eran particulares (resultaban ganadores los que ofrecían pagar el porcentaje más alto de derechos de importación por encima de la tasa general/normal).  Sin embargo, los representantes y distribuidores oficiales se hallaban sujetos a criterios concretos de asignación según la categoría del vehículo.  En la categoría A se asignaban como máximo 200 unidades por empresa y no más del 10 por ciento de todo el cupo;  en la categoría B se asignaban como máximo 40 unidades por empresa y no más del 20 por ciento del total del cupo.
  Las empresas nacionales de montaje y los importadores del Brasil no pueden obtener asignaciones en el marco de estos cupos;  los arreglos exclusivos para la importación de vehículos completos hechos por tales empresas con el propósito de completar su gama de modelos están condicionados por las prescripciones en materia de exportaciones compensatorias y/o las disposiciones del acuerdo bilateral concertado con el Brasil.

69. La importación de estupefacientes y sustancias psicotrópicas está sujeta a cupos anuales por país, de conformidad con las disposiciones de las convenciones internacionales y las condiciones establecidas por la Comisión de Estupefacientes del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas.
  El cupo anual se asigna a las empresas que fabrican medicamentos que contienen los productos de que se trata;  la asignación de los cupos no es transferible.

ix) Comercio de Estado

70. En mayo de 1995 y septiembre de 1997, la Argentina comunicó a la OMC que no mantenía ninguna empresa comercial del Estado (en el sentido del Artículo XVII del GATT) en su territorio aduanero.

71. En el contexto de los esfuerzos intensivos de desregulación y privatización, se ha eliminado la intervención del Estado en muchas esferas, incluidas la Junta Nacional de Granos y la Junta Nacional de Carnes.
  A pesar del proceso de privatización en curso, el Estado (a nivel federal o regional) participa en ciertas actividades económicas, la mayoría de las cuales se indican el cuadro III.5.  En 1996, los ingresos estatales procedentes de la explotación de empresas públicas ascendieron a 918 millones de dólares EE.UU., o sea, menos de la quinta parte del nivel de 1993;  los ingresos procedentes de las ventas de bienes y servicios por el Gobierno bajaron a 169 millones de dólares EE.UU., o sea, la mitad del nivel de 1994.
  No hay pruebas de que la participación del Estado en estas actividades haya sido un obstáculo al comercio de bienes y servicios en los últimos años.

Cuadro III.5

Participación del Estado en las empresas en la Argentina, 1998

Empresa
Actividad
Situación en programa de privatizacióna

BIENES



Minería y energía



Yacimientos Carboníferos Fiscales
Empresa carbonífera
Está prevista su privatización

Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio
Empresa minera


Hidroeléctrica Pichi Picún Leufu
Empresa encargada de la construcción de la represa de Pichi Picún
Está prevista su privatización

Entidad Binacional Yacyretá
Explotación de recursos hidroeléctricos;  empresa conjunta entre el Gobierno de la Argentina y el Gobierno del Paraguay
…

Central Puerto S.A.
Producción y distribución de electricidad
40% (a partir de 1992)

Central Costanera S.A.
Producción y distribución de electricidad
40% (a partir de 1992)

EDENOR S.A.
Producción y distribución de electricidad
49% (a partir de 1992)

EDESUR S.A.
Producción y distribución de electricidad
49% (a partir de 1992)

Central Pedro de Mendoza
Producción y distribución de electricidad
10% (a partir de 1992)

Central Dock Sud
Producción y distribución de electricidad
10% (a partir de 1992)

EDELAP (Área de La Plata)
Producción y distribución de electricidad
49% (a partir de 1992)

Central Alto Valle
Producción y distribución de electricidad
10% (a partir de 1992)

Central Güemes
Producción y distribución de electricidad
40% (a partir de 1992)

Central Sorrento
Producción y distribución de electricidad
10% propiedad del Estado (a partir de 1993)

Central San Nicolás
Producción y distribución de electricidad
12% (a partir de 1993)

Centrales Térmicas del Noreste Argentino S.A.
Producción y distribución de electricidad
10% (a partir de 1993)

Centrales Térmicas del Noroeste Argentino S.A.
Producción y distribución de electricidad
10% (a partir de 1993)

Centrales Térmicas Patogónicas S.A.
Producción y distribución de electricidad
49% (a partir de 1993)

Centrales Térmicas del Litoral S.A.
Producción y distribución de electricidad
10% (a partir de 1993)

Central Térmica Dique
Producción y distribución de electricidad
39,90% 

Central Térmica Güemes S.A.
Producción y distribución de electricidad
30% 

TRANSNOA S.A.
Producción y distribución de electricidad
10% (a partir de 1993)

TRANSPA S.A.
Producción y distribución de electricidad
49% (a partir de 1993)

TRANSPA S.A.
Producción y distribución de electricidad
49% (a partir de 1993)

TRANSENER S.A.
Producción y distribución de electricidad
35% (a partir de 1993)

Hidroeléctrica Diamante S.A.
Producción y distribución de electricidad
41% (a partir de 1994)

Hidroeléctrica Río Hondo S.A.
Producción y distribución de electricidad
2% (a partir de 1994)

Hidroeléctrica Ameghino S.A.
Producción y distribución de electricidad
41% (a partir de 1994)

Centrales Térmicas Mendoza S.A.
Producción y distribución de electricidad
49% (a partir de 1994)

TRANSNEA S.A.
Producción y distribución de electricidad
40% (a partir de 1994)

DISTROCUYO S.A.
Producción y distribución de electricidad
49% (a partir de 1994)

Hidroeléctrica Futaleufu S.A.
Producción y distribución de electricidad
41% (a partir de 1994)

Hidroeléctrica Río Juramento S.A.
Producción y distribución de electricidad
2% (a partir de 1995)

Hidrotérmica San Juan S.A.
Producción y distribución de electricidad
2% (a partir de 1996)

Hidroeléctrica Tucumán S.A.
Producción y distribución de electricidad
2% (a partir de 1996)

Central Hidroeléctrica Alicura S.A. (HIDRONOR)
Producción y distribución de electricidad
41% (a partir de 1993)

Central Hidroeléctrica Cerros Colorados (HIDRONOR)
Producción y distribución de electricidad
41% (a partir de 1993)

Central Hidroeléctrica el Chocón S.A. (HIDRONOR)
Producción y distribución de electricidad
41% (a partir de 1993)

Hidroeléctrica Piedra del Águila S.A. (HIDRONOR)
Producción y distribución de electricidad
41% (a partir de 1993)

Tres centrales de energía nuclear (Embalse, Atucha I, Atucha II)

Proyecto de ley de privatización en examen en mayo de 1997

Distribuidora de Gas Pampeana S.A.
Distribución de gas
30% (a partir de 1992) 

Distribuidora de Gas del Litoral S.A.
Distribución de gas
10% (a partir de 1992)

Distribuidora de Gas del Centro S.A.
Distribución de gas
10% (a partir de 1992)

Distribuidora de Gas Cuyana S.A.
Distribución de gas
40% (a partir de 1992)

Distribuidora de Gas Noroeste S.A.
Distribución de gas
10% (a partir de 1992)

Distribuidora de Gas del Sur S.A.
Distribución de gas
10% (a partir de 1992)

Distribuidora de Gas Metropolitana S.A.
Distribución de gas
30% (a partir de 1992)

Distribuidora de Gas Buenos Aires Norte S.A.
Distribución de gas
30% (a partir de 1992) 

Tordillo
Yacimientos petrolíferos
Contrato de empresa conjunta al 90% (a partir de 1991)

El Huemul-Koluel Kaike
Yacimientos petrolíferos
Contrato de empresa conjunta al 70% (a partir de 1991)

El Huemul-Koluel Kaike
Yacimientos petrolíferos
Contrato de empresa conjunta al 70% (a partir de 1991)

Puesto Hernández (Neuquén)
Yacimientos petrolíferos
Contrato de empresa conjunta al 60% (a partir de 1991)

Vizcacheras (Mendoza)
Yacimientos petrolíferos
Contrato de empresa conjunta al 90%(a partir de 1991)

Santa Cruz I
Yacimientos petrolíferos
Contrato de empresa conjunta al 90% (a partir de 1991)

Santa Cruz II
Yacimientos petrolíferos
Contrato de empresa conjunta al 90%(a partir de 1991)

Tierra del Fuego
Yacimientos petrolíferos
Contrato de empresa conjunta al 90% (a partir de 1991)

Aguarague
Yacimientos petrolíferos
Contrato de empresa conjunta al 90% (a partir de 1991)

Palmar Largo
Yacimientos petrolíferos
Contrato de empresa conjunta al 90% (a partir de 1991)

Refinería de Campo Durán (REFINOR S.A.)
Yacimientos petrolíferos
30% (a partir de 1992)

YPF
Yacimientos petrolíferos
20,30%

POLISUR
Productos petroquímicos
70% (a partir de 1990)

PETROPOL
Productos petroquímicos
70% (a partir de 1990)

INDUCLOR
Productos petroquímicos
70% (a partir de 1990)

Monomeros Vinílicos
Productos petroquímicos
70% (a partir de 1990)

Petroquímica Río Tercero
Productos petroquímicos
61% (a partir de 1992)

Petroquímica General Mosconi S.A.
Industria petroquímica
..

Carboquímica Argentina
Productos petroquímicos
58% (a partir de 1993)

Petroquímica Bahía Blanca S.A.
Productos petroquímicos
49% (a partir de 1995)

INDUPA S.A.
Productos petroquímicos
61,82% (a partir de 1995)

EBYTEM S.A.
..
30% (a partir de 1993)

Oleoductos del Valle S.A.
..
30% (a partir de 1993)

INTERPETROL S.A.
..
51% (a partir de 1993)

Manufacturas



SOMISA Aceros Paraná S.A.
Industria siderúrgica
20% (a partir de 1992)

Papel Prensa S.A.
Industria del papel
27,46%

Papel Misionero
Industria del papel
37,16%

Casa de Moneda S.E.
Impresión
..

SERVICIOS



Comunicaciones



Empresa Nacional de Correos y Telégrafos S.A. (ENCOTESA)
Servicios postales
El Estado es el principal accionista

Cadena Argentina de Radiodifusión
Agrupa todas las estaciones comerciales de radio del país que son propiedad del Estado
..

LRA Radio Nacional
Estación de radio
..

Radiodifusión Argentina al Exterior 
Estación de radio que difunde programas al exterior
..

Telefónica de Argentina S.A.
Empresa estatal de telecomunicaciones
40% (a partir de 1990)

TELECOM S.A.
Empresa estatal de telecomunicaciones
40% (a partir de 1990)

Argentina Televisora Color LS 82 TV Canal 7
Canal estatal de televisión (Ministerio de Cultura y Educación)


Distribución de prensa



A.T.C. S.A.
Prensa y distribución
..

Transporte



Subterráneos de Buenos Aires
Transporte por subterráneo


Ferrosur Roca S.A.
Transporte ferroviario
16%

Ferroexpreso Pampeano
Transporte ferroviario
16%

Nuevo Central Argentino
Transporte
16%

Buenos Aires al Pacífico S.A.
Transporte
16%

F. Mesopotámico Gral. Urquiza S.A.
Transporte
16%

Dirección Nacional de Construcciones Portuarias y Vías Navegables
Mantenimiento y mejoramiento de vías navegables y operaciones de dragado
..

Administración General de Puertos
Dirección, administración y explotación de todos los puertos marítimos y fluviales del país
Está prevista su privatización

Empresas Líneas Marítimas Argentinas S.A. (ELMA)
Línea estatal con 24 embarcaciones que realizan viajes internacionales
Está prevista su privatización

Terminales Marítimas Patagónicas
Explotación de terminales de puertos marítimos
30% (a partir de 1993)

Transportes Marítimos Petroleros S.A.
Transporte de petróleo
30% (a partir de 1993)

53 aeropuertos estatales

En abril de 1997 se firmó el decreto para poner en marcha el proceso de privatización;  para septiembre de 1997 se debía adjudicar un primer grupo de 28 aeropuertos

Aerolíneas Argentinas
Transporte aéreo
Privatizadas en 1990, 5% (a partir de marzo de 1994)

Líneas Aéreas del Estado (LADE)
Vuelos en el interior del país;  controlada por la Secretaría del Aire y dependiente de la Fuerza Aérea de la Argentina
..

Gas del Estado, Transportadora de Gas del Sur S.A.
Transporte de gas
30% (a partir de 1993)

Transportadora de Gas del Norte 
Transporte de gas
30% (a partir de 1992)

Servicios financieros



Banco Hipotecario Nacional
Banco hipotecario
..

Banco Nacional de Desarrollo
Banco de desarrollo
..

23 bancos provinciales propiedad del Estado



5 bancos municipales propiedad del Estado



Caja Nacional de Ahorro y Seguros
Banca y finanzas
40% (a partir de 1994)

Caja de Ahorro y Seguro S.A.
Banco de ahorro y seguro
30% 

Otros



Obras Sanitarias de la Nación
Saneamiento
Está prevista su privatización en 1992

Empresas provinciales de agua



El Huemul-Koluel Kaike
Yacimientos petrolíferos
Contrato de empresa conjunta al 70% (a partir de 1991)

EMPRESAS MILITARES



Fábricas Militares
..
Está prevista su privatización

..
No disponible.

a
El porcentaje indica la participación en capital del sector público;  la fecha corresponde al año de la privatización.

Nota:
Este cuadro no incluye las empresas estatales que funcionan por concesión (explotación por el sector privado durante un período limitado).  Las autoridades no proporcionaron datos sobre el contenido de este cuadro a la Secretaría de la OMC.

Fuente: 
Europa Publications Limited (1995), South America, Central America and the Caribbean;  Latin American Regional Reports, 20 de mayo de 1997;  Latin American Weekly Report, 29 de abril de 1997;  Latin American Economy & Business, mayo de 1997.  Jefe de Gabinete de Ministros (1997), Síntesis del Mensaje y del Proyecto de Ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos de la Administración Nacional: 1998.
x) Comercio de compensación

72. Con arreglo a leyes que datan de 1985, está autorizado el comercio de compensación para las empresas que exportan productos manufacturados no tradicionales;  el Gobierno puede efectuar en forma exclusiva operaciones de intercambio compensado en las exportaciones tradicionales de cereales.

73. Desde la liberalización del régimen en materia de cambio a comienzos del decenio de 1990, no ha habido incentivos financieros para realizar operaciones de intercambio compensado.  Esos arreglos se han limitado sobre todo al comercio con los países de la ex Unión Soviética y no se han utilizado recientemente.
  Cuando se preparó el primer Examen de las Políticas Comerciales de la Argentina, en un proyecto de intercambio compensado se preveía reservar el 18 por ciento del producto de la compra de gas boliviano para la adquisición de bienes y servicios argentinos para proyectos destinados a la integración física de los dos países.

74. Desde 1991 se han introducido incentivos para el comercio intraindustrial de compensación en el Régimen de la Industria Automotriz;  se han aprobado muchos proyectos de comercio compensado en esta esfera (que afectan a las partes fabricadas en el país y las empresas nacionales de montaje).  Los importadores que no tienen empresas de montaje en la Argentina pueden también compensar las importaciones de vehículos completos con exportaciones de los productos que fabrican en el país para la industria automotriz o con exportaciones que terceras partes los autorizan a incluir en su intercambio.
  Las autoridades indicaron que este incentivo en particular, que aún se halla vigente, no se ha utilizado desde 1994.

xi) Normas y otras prescripciones técnicas

75. Las normativas argentinas en materia de normas no distinguen entre bienes extranjeros y nacionales.
  Antes de la adopción de los Acuerdos de la OMC, la Argentina era signataria del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la Ronda de Tokio.  La Argentina introdujo cambios administrativos para garantizar el cumplimiento de los procedimientos de consulta y notificación (previa a la aplicación).

a)
Normas, pruebas y certificación

76. El Instituto Argentino de Racionalización de Materiales (IRAM), una asociación civil sin fines lucrativos, establece las normas.
  En la actualidad, existen cuatro órganos gubernamentales principales que pueden dictar reglamentos técnicos obligatorios en la Argentina:  el MEOSP (la Secretaría de Industria, Comercio y Minería, Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación, el Servicio Nacional de Salud y Calidad Agroalimentaria, la DGA y la DGI);  el Ministerio de Salud y Acción Social (Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica), la Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente Humano, y el Banco Central de la República Argentina.
  El Organismo Argentino de Acreditación se ocupa de la acreditación de los laboratorios y de la certificación.

77. Las normas internacionales se toman como referencia para la elaboración de reglamentos técnicos.  Las normas y recomendaciones de la Organización Internacional de Normalización (ISO) y la Comisión Panamericana de Normas Técnicas, así como las normas elaboradas por entidades extranjeras solventes pueden utilizarse como base para la elaboración de normas argentinas.  Pueden ser aceptables los requisitos o normas estadounidenses, europeos o británicos que estén basados en normas internacionales.  Ciertas normas argentinas, como las relativas al sistema eléctrico de conexión o las barras de acero utilizadas en la construcción (objeto de prescripciones antisísmicas), difieren de las normas internacionales.  En muchos casos, la opción por la adopción de una norma está motivada, entre otras cosas, por consideraciones relativas al mercado (de exportación), regionales, climáticas y tecnológicas.

78. Las normas de seguridad y prevención de riesgos para la salud son obligatorias.  En 1998, se introdujeron normas eléctricas compatibles con las de la ISO, por las que se establecían procedimientos y requisitos obligatorios de certificación, cuyo objeto era determinar condiciones de seguridad y comercialización.
  Existen planes para aplicar reglamentos técnicos en materia de salud y protección fitosanitaria y ambiental concordantes con las disposiciones del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC.  Se espera, en relación con los alimentos que la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación armonice las normas esenciales, por ejemplo, en relación con la inocuidad de los alimentos, mientras que las normas relacionadas con la calidad se transformarán en voluntarias.

79. La Argentina mantiene acuerdos de certificación bilateral de productos con AENOR (España), AFNOR (Francia), CESMEC (Chile), CSA (Canadá), DIN (Alemania), DOT y UL (Estados Unidos), ICONTEC (Colombia), UCIEE y ABNT (Brasil), UNI e IMQ (Italia) y UNIT (Uruguay).  Existen acuerdos en vigor acerca de la certificación del sistema de calidad con AENOR (España), AFAC (Francia), DQS (Alemania), Fund.Varzolini (Brasil), IMQ (Italia), QMI (Canadá), SGS (Suiza) y UNIT (Uruguay).

80. Desde 1991 la Argentina ha participado en los esfuerzos del MERCOSUR para eliminar o armonizar normas (incluidas las normas en materia de salud veterinaria y de preservación de los vegetales) consideradas como obstáculos técnicos al comercio.  Entre los objetivos del MERCOSUR en este ámbito figura la aplicación de normas internas armonizadas o de reglamentaciones sobre la clasificación, el control de calidad o la comercialización de productos destinados al comercio regional de manera que sea más fácil alcanzar niveles mínimos.
  El trabajo se está llevando a cabo por áreas temáticas en las comisiones, subcomisiones y grupos de trabajo, en particular, en el Sub-Grupo Técnico Nº 3 que es competente para las normas relativas a los alimentos y las cuestiones sanitarias, automotrices y veterinarias, así como a las de metrología.
  Su labor sobre los alimentos y la salud veterinaria y fitosanitaria debía finalizar en junio de 1997.  En este contexto, se están negociando varios acuerdos entre los asociados del MERCOSUR:

-
Acuerdo sobre armonización y reconocimiento de las estructuras de certificación y ensayo;

-
Acuerdo sobre sistema de certificación de auditores del sistema de calidad;

-
Acuerdo sobre las condiciones para el reconocimiento mutuo de las estructuras de certificación, acreditación de laboratorios y organismos de inspección;

-
Bases para la elaboración de un listado único de empresas certificadas por las estructuras de certificación de los países del MERCOSUR;

-
Reconocimiento mutuo de la evaluación de la conformidad;

-
Reconocimiento mutuo de los servicios de calibración;

-
Servicios de calibración prestados por los países del MERCOSUR en condiciones de ser reconocidos por la Comunidad Europea.

81. Las normas o reglamentos técnicos adoptados por el Gobierno se publican en el Boletín Oficial.
  Desde 1995 el Servicio Nacional de Información de la Argentina para lo relativo al Acuerdo OTC ha sido la Dirección Nacional de Comercio Interior de la Secretaría de Industria, Comercio y Minería del Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos (MEOSP).
  Al mismo tiempo, se estableció una red interna de información para garantizar que todas las organizaciones participantes transmitieran todos los proyectos de reglamentos técnicos al punto focal con antelación suficiente a su entrada en vigor;  de esta forma las notificaciones al Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC pueden transmitirse oportunamente.

b)
Reglamentaciones sanitarias y fitosanitarias

82. El Código Alimentario Argentino establece las normas básicas para la producción, elaboración y distribución de alimentos para el consumo humano en todo el país de acuerdo con el Codex Alimentarius Internacional;  tanto los alimentos importados como los exportados deben satisfacer las normas del Código.
  La legislación se actualizó en 1992 con la introducción de reglamentos sobre los controles previos y posteriores a la importación para los productos animales y vegetales, y en 1994 con la creación del Sistema Nacional de Control de Alimentos.
  Las autoridades encargadas de la aplicación son el Ministerio de Salud y Acción Social y el Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA) del MEOSP.
  

83. En la actualidad, varios productos son objeto de controles sanitarios y/o higiénicos así como de autorizaciones (cuadro III.3) previas a la importación (y a la exportación).  Las prescripciones de registro afectan a:  los insecticidas y los productos veterinarios, los alimentos, los edulcorantes artificiales y los productos farmacéuticos.  Como se expuso anteriormente, las importaciones de determinados artículos deben ir acompañadas de certificados expedidos por las autoridades del país exportador.  Entre éstos figuran:  un certificado sanitario (alimentos, pescado salado y seco, ganado, plantas, bulbos, injertos, rizomas, raíces, tubérculos para reproducción, granos, semillas, productos vegetales, productos farmacéuticos);  un certificado de inspección (manzanas en barriles);  y una autorización de puesta a la venta libre posentrada (productos farmacéuticos).
  Las importaciones de carne de aves de corral limpia deben haber sido elaboradas en establecimientos del país exportador que hayan recibido la aprobación del SENASA.

84. Desde 1992 la Argentina ha aplicado el sistema del Certificado de Autorización Fitosanitaria de Importación (AFIDI) de productos vegetales, también utilizado por otros países miembros del COSAVE (MERCOSUR y Chile)
;  el sistema fue objeto de nueva regulación en 1994 con la adopción, entre otras cosas de criterios de cuarentena y procedimientos convenidos al nivel regional así como de procedimientos de aplicación.
  Los productos se clasifican en diferentes categorías (establecidas por el COSAVE y el MERCOSUR) según el riesgo de plagas que entrañen.  El SENASA autoriza (o prohibe) su importación, en un plazo de 5 ó 15 días laborables (según se trate del COSAVE o de terceros países, respectivamente) tras la presentación de la solicitud;  la edición se basa en los resultados de una evaluación previa del riesgo de plaga realizada a la luz de los criterios convenidos a nivel subregional.  Se expide al importador una Acreditación Fitosanitaria de Importación (AFIDI), con una validez de seis meses (productos destinados al consumo);  mediante dicha acreditación el importador solicita, antes de cada expedición la autorización de importación mencionada anteriormente.

85. Desde 1991, se han desplegado esfuerzos de armonización a los niveles del CONASUR (MERCOSUR más Chile) y MERCOSUR.  Los órganos técnicos del CONASUR (COSAVE y CORESA) han elaborado evaluaciones y normas que, a pesar de su carácter optativo, ha hecho suyos el MERCOSUR para establecer prescripciones verticales (producto por producto) que rijan el comercio dentro y fuera de la zona.

86. En 1996, los miembros del MERCOSUR adoptaron el Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC como marco regulador para la labor del grupo sobre la armonización de esas medidas.  En esa ocasión, se creó una nueva estructura institucional bajo los auspicios del Sub-Grupo Técnico Nº 8 (Agricultura).
  Entre los objetivos del MERCOSUR en esa zona figura la necesidad de evitar la propagación de determinadas enfermedades y de preservar la salud de plantas y animales así como de adaptar medidas nacionales a las normas internacionales como las establecidas por la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria de Roma y por la Oficina Internacional de Epizootias.  En 1997, la armonización de la inspección previa de las frutas frescas, secas y deshidratadas por parte de Argentina fue examinada por el Sub-Grupo Nº 3.

87. En junio de 1996, la Comisión Europea y la Argentina firmaron una declaración de intenciones para concluir las negociaciones con vistas a un acuerdo de reconocimiento mutuo sobre reglamentos sanitarios y fitosanitarios del que cabe esperar que facilite y amplíe considerablemente el comercio bilateral de productos vegetales y animales.
  Este acuerdo ha de conducir a la armonización de las normas de higiene de la Argentina con las de la UE, y, a largo plazo, a la introducción de una prescripción de certificado sanitario único para las exportaciones de la Argentina a la UE.

88. De conformidad con las disposiciones del Acuerdo MSF de la OMC, desde julio de 1995 la Argentina ha presentado regularmente notificaciones a la OMC sobre sus normas MSF para presentación de observaciones antes de su entrada en vigor.  El SENASA (SAGPA/MEOSP) es la autoridad nacional encargada de la notificación y actúa como servicio nacional de información.

c)
Marcado, etiquetado y embalaje

89. Durante el proceso de despacho en aduana, los bienes importados son objeto de una inspección para determinar el marcado del país de origen.  Existen disposiciones especiales que se refieren a productos como las patatas para el consumo o de siembra, la fruta fresca y las legumbres y hortalizas, el pescado salado y seco, la fruta seca o en conserva y los frutos secos, los productos farmacéuticos, los productos textiles y las manufacturas textiles, los sombreros, los guantes, el calzado, las manufacturas metálicas, los artículos y el material sanitarios, los ladrillos, las placas y baldosas barnizadas de cerámica o las tejas, vidrios y manufacturas de vidrio, los muebles, los artículos de limpieza, los artículos de bazar y los juguetes, los productos derivados del papel y el material de papelería, las manufacturas de caucho, las medias y la calcetería, los abonos y los surtidores de gasolina.

90. Además de otras medidas examinadas anteriormente, desde julio de 1996 se han aplicado nuevas prescripciones en materia de etiquetado, según las cuales se debe indicar la composición química, el origen, el productor, el importador y el exportador, a las alfombras, las prendas de vestir y el calzado con vistas a mejorar la información de que disponen los consumidores.

91. Al nivel de MERCOSUR se adoptaron prescripciones en materia de marcado y etiquetado en varios sectores como el de las normas de embalaje de los alimentos en lo relativo a los recipientes de plástico y metal, las legumbres y hortalizas enlatadas (control del peso neto), los juguetes (indicaciones sobre el riesgo de ingestión y la edad idónea) y el material de escritura (número de páginas).

xii) Compras públicas

92. Desde octubre de 1991, momento en que se suprimió la campaña del "Compre Nacional", no se ha exigido al Gobierno que recurra o conceda un margen preferencial a las empresas nacionales, salvo en las telecomunicaciones en que sigue vigente un 10 por ciento de margen preferencial;  en la práctica este margen no se aplica debido a la privatización del sector (capítulo IV).
  En caso de igualdad de ofertas, se da preferencia a los proveedores de bienes nacionales y a los licitadores nacionales de contratos de servicios y obras públicas.
  La Argentina no es miembro del Comité de Contratación Pública de la OMC, a pesar de que haya tenido calidad de observador desde abril de 1997, con vistas a la adopción de una decisión sobre su posible adhesión al Acuerdo.

93. En 1997 el mercado de contratación pública de la Argentina se cifraba en más de 2.200 millones de dólares EE.UU. o un 45 por ciento menos que en 1993;  entre 1994 y 1996 el gasto público en adquisición de bienes y servicios se estabilizó a un nivel medio anual de cerca de 2.500 millones de dólares.
  Para 1998, las autoridades han anunciado 1.900 millones de dólares de inversión en obras públicas.
  No se dispone de datos operacionales detallados porque el sistema estadístico argentino no permite el desglose de los datos por:  la proporción de servicios en el total de la contratación pública;  la proporción de contratación de cada servicio en el total de la producción nacional del servicio;  o la proporción de la contratación de cada servicio en el consumo nacional total del servicio.

94. La legislación nacional, que no contiene disposiciones de trato NMF, distingue entre los bienes y servicios y las obras públicas.
  En la actualidad, se dispone de tres procedimientos de compra o contratación públicas:  la licitación pública o abierta;  la licitación selectiva o privada (al menos seis proveedores inscritos con carácter rotativo);  y la contratación directa (tres proveedores).  Podrá procederse a contratación directa en el caso de importes reducidos o por razones de urgencia, así como por circunstancias imprevistas, cuando existan consideraciones de seguridad del Estado, cuando haya un proveedor único, o cuando la licitación se declare desierta o inaceptable, y también cuando se den razones científicas y licencias o privilegios especiales, cuando se trate de obras técnicas o artísticas específicas, cuando se manifieste la necesidad de secreto, etc.  El cuadro III.6 indica los valores umbral para seleccionar un procedimiento.

Cuadro III.6

Valores de umbral para la selección de procedimientos de licitación pública


Contratación directa
Licitación privada
Licitación pública

Bienes y servicios 
Hasta $EE.UU. 100.000
Hasta $EE.UU. 1 millón
Más de $EE.UU. 1 millón

Obras públicas
Hasta $EE.UU. 69.000

Más de $EE.UU. 69.000


Obras complementarias de una obra en curso según escala (límite de 26.000 hasta obras por valor de $EE.UU. 129.500 o del 5% al 20% del costo original para mayores montos).
Más de $EE.UU. 69.000

Concesión de obra pública
No estipula valor umbral
No
No estipula valor umbral

Nota:
Las autoridades argentinas no dirigieron a la Secretaría de la OMC comentarios sobre el contenido de este cuadro.

Fuente:
Documento S/WPGR/W/11/Add.19 de la OMC, de 2 de mayo de 1997.

95. Se da preferencia a la utilización de la licitación pública.
  Los avisos de licitaciones y contrataciones directas se publican en el Boletín Oficial (o en dos diarios de gran circulación de la capital federal), así como en el tablón de anuncios del órgano contratante;  cuando se presume que puede manifestarse un interés en el extranjero, puede autorizarse la publicación en otros países.
  Todos los contratos públicos se publican en el Boletín Oficial.

96. Por lo general, no existe una prescripción de inscripción previa en un registro para permitir a los proveedores potenciales licitar para el suministro de bienes y servicios con arreglo a los procedimientos de contratación pública.  Sin embargo, la Contaduría General de la Nación mantiene una lista de proveedores (licitadores o contratistas);  la entidad licitante puede solicitar que una firma se inscriba en la lista en un plazo de cinco días tras la apertura de una oferta.  Además, en el caso de las licitaciones para la contratación de obras públicas, la inscripción en un Registro Nacional de Constructores de Obras Públicas constituye un requisito previo esencial para la calificación y autorización de las empresas;  puede permitirse la participación de empresas nacionales no registradas cuando se den circunstancias excepcionales que afectan a la ejecución de las obras.  Las empresas extranjeras que participan en licitaciones internacionales no tienen por qué estar establecidas en la Argentina.

97. Desde 1994 el régimen de contratación pública se ha basado en la centralización de la elaboración de normas y la descentralización de las funciones operativas.  Por tanto, la Oficina Nacional de Contrataciones de la Secretaría de Hacienda del MEOSP es responsable de la elaboración de políticas y normas así como de la elaboración de sistemas de gestión de operaciones, mientras que cada ministerio, órgano descentralizado y empresa pública lleva a cabo sus contrataciones de forma independiente.  Las entidades públicas mantienen un registro de compras necesarias y elaboran sus programas de adquisición en el marco de los programas de desarrollo establecidos por el ministerio o la secretaría competentes.

98. La adquisición de bienes y servicios por parte de la Administración Nacional también queda sujeta a controles obligatorios de la Sindicatura General de la Nación (SIGEN) mediante el sistema de Precios Testigo;  estos precios influyen en la licitación pública (más de 750.000 dólares), la licitación selectiva (no menos de 500.000 dólares) y la contratación directa (mínimo de 75.000 dólares).  La SIGEN puede controlar cualquier operación de adquisición independientemente de los valores umbral así como los contratos suscritos con arreglo al régimen de las obras públicas.

99. En agosto de 1996, el MEOSP se encargó de la preparación de un nuevo marco regulador y operacional, que incluía los cambios introducidos desde 1972, con miras a aumentar la transparencia y la flexibilidad en los procedimientos de contratación pública y también a aumentar la competencia, mejorando así la calidad del gasto público.
  Entre las futuras reglamentaciones pueden figurar nuevos principios así como procedimientos de selección de adquisiciones y proveedores.

100. En el plano regional, se han emprendido trabajos sobre contratación pública en el contexto del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) (Grupo de Trabajo sobre Compras del Sector Público) y, desde 1994, el Grupo Técnico Nº 4 y el Grupo ad hoc de Compras Gubernamentales (creado en 1997) del MERCOSUR.
  La labor preparatoria dentro del MERCOSUR ha consistido en:  identificar las políticas de contratación que pueden distorsionar la competencia;  clasificar las medidas aplicadas en el MERCOSUR en las categorías de compatibles y no compatibles;  y formular propuestas para la armonización o la eliminación progresiva de medidas, según convenga.  En agosto de 1996, los miembros del MERCOSUR habían intercambiado sus legislaciones nacionales para su estudio por los países asociados.  En el contexto del Grupo ad hoc de Compras Gubernamentales el objetivo es la elaboración de un régimen de contratación de bienes y servicios con disposiciones sobre su alcance, trato nacional, disciplinas y procedimientos para lograr la transparencia así como cuestiones institucionales;  en marzo de 1998 el Grupo ad hoc de Compras Gubernamentales en su primera reunión consideró los criterios, los procedimientos y los plazos para la negociación de disciplinas.  Al nivel del ALCA, a raíz de la presentación de contestaciones a un cuestionario para el establecimiento de un inventario de legislaciones nacionales, se creó un Grupo de Negociación en marzo de 1998 para llevar a cabo negociaciones destinadas a ampliar el acceso a los mercados de contratación pública de los países del ALCA.  Ello exigirá, de forma más específica que se establezca un marco normativo que garantice la transparencia, el establecimiento de un ámbito de no discriminación y la adopción de procedimientos de solución de diferencias.

xiii) Prescripciones en materia de contenido nacional

101. Desde 1991, se han aplicado a las operaciones de montaje de vehículos de motor prescripciones obligatorias de contenido nacional adoptadas en el contexto del régimen de la industria automotriz y del acuerdo bilateral con el Brasil (secciones ii), viii), x) y 3) xi) del presente capítulo y de los capítulos II y IV).  Las empresas que cumplen las prescripciones en materia de contenido nacional y de resultados de exportación disfrutan de tipos de derechos favorables para sus importaciones de partes de automóviles así como de exención de derechos por la importación de vehículos en unidades completamente montadas de origen exterior al MERCOSUR.

102. Las modificaciones recientes de la legislación se introdujeron con objeto de avanzar en la creación de una política automotriz común dentro del MERCOSUR, incluso mediante una flexibilidad mayor en las prescripciones de contenido regional.  En 1996 figuraban entre los cambios:  i) tres aumentos anuales de 2,5 puntos porcentuales a partir de 1997, con un nivel de contenido máximo que pasó del 60 por ciento en 1996 al 67,5 por ciento en 1999 para ambas categorías de vehículos
;  ii) una modificación de la forma de medir el contenido (desde el valor determinado por la aduana a los valores f.o.b.) y una nueva fórmula de contenido;  y iii) la introducción de un nivel de contenido regional del 50 por ciento para los nuevos modelos en un período de tres años desde el inicio de la producción.  Además, desde 1994, las partes de automóviles brasileñas compensadas por exportaciones se han considerado de origen nacional.
  La Secretaría de Industria, Comercio y Minería del MEOSP se encarga de la aplicación de la medida.

103. Tras las notificaciones de la Argentina a la OMC de 1995 y 1997, su legislación sobre el contenido nacional se ha examinado en el Comité de Medidas en materia de Inversiones relacionadas con el Comercio en tres ocasiones.
  Algunos participantes (el Canadá, la UE, el Japón, los Estados Unidos) expresaron su inquietud por la conformidad de la modificación de 1996 por la que se aumentaba el nivel de contenido nacional, con el párrafo 4 del artículo 5 del Acuerdo sobre las MIC, pidieron que se les confirmase que el incentivo había de eliminarse antes del año 1999, y recabaron información sobre la eliminación gradual de las medidas existentes y también sobre los planes o sistemas que habían de aplicarse en el sector a partir del año 2000 (capítulo IV).
  La Argentina ofreció respuestas limitadas para proteger los intereses comerciales de las empresas interesadas, de conformidad con la nota de pie de página 1 del párrafo 1 del artículo 5 del Acuerdo sobre las MIC.

xiv) Medidas antidumping y medidas compensatorias

104. Desde 1991
 ha aumentado considerablemente la utilización por parte de la Argentina de las medidas antidumping y compensatorias.  Entre 1992 y mediados de 1997 la Argentina se contaba entre los siete países con mayor número de asuntos antidumping iniciados cada año.  Sin embargo, desde 1994, la adopción de medidas provisionales se ha reducido (cuadro AIII.2).

105. Más de las dos terceras partes de los asuntos antidumping se referían a los metales y productos metálicos (particularmente de acero);  los productos químicos, los bienes eléctricos y electrónicos, incluidos el equipo, las partes y los aparatos domésticos (gráfico III.5).
  La mayor parte de los asuntos se referían a productos cuyo origen se encontraba en el Brasil, China y la UE.

106. Desde 1992 las medidas compensatorias han afectado a las importaciones de melocotones en almíbar de la UE en dos ocasiones, una de ellas concernía a Grecia y la otra a toda la UE (cuadro AIII.2);  en marzo de 1997 se inició un nuevo asunto contra las importaciones de aceite de oliva procedentes de España.  No se dispone de información reciente sobre los valores comerciales afectados por las investigaciones;  en 1994, se cifraron en 18,1 millones de dólares o un 0,1 por ciento de las importaciones totales.

107. En 1995 y 1996, la Argentina comunicó a los Comités de Prácticas Antidumping y de Subvenciones y Medidas Compensatorias, su legislación con respecto a la aplicación de las disposiciones de la OMC que sustituyeron a la anterior legislación en esta esfera.
  Las medidas antidumping y compensatorias pueden adoptar la forma de compromisos relativos a los precios o de precios mínimos "a la exportación";  en relación con estos últimos, los derechos se equiparan con la diferencia entre el valor de exportación f.o.b. declarado y el precio de exportación mínimo (véase la sección 2) iii) del presente capítulo).  Los precios mínimos "a la exportación" son precios f.o.b., que corresponden bien al valor normal o bien a precios a la exportación que no causan daño, fijados por las autoridades.  Los importadores de mercancías objeto de una medida antidumping deben depositar en los servicios de aduanas una garantía equivalente a parte del valor normal mínimo.
  De enero a noviembre de 1996, la Argentina replicó a las preguntas formuladas por varios participantes (Australia; el Canadá; Chile; la Unión Europea; el Japón; la República de Corea; los Estados Unidos; Venezuela y Hong Kong, China) al Comité de Prácticas Antidumping de la OMC en relación con diversos aspectos de su legislación sobre las medidas antidumping y compensatorias;  ningún participante puso en cuestión la base jurídica de la metodología relativa a la aplicación de precios mínimos "a la exportación".
  En la reunión de octubre de 1997 del Comité de Prácticas Antidumping de la OMC, Venezuela solicitó una explicación por parte de Argentina en relación con una presunta extensión de derechos definitivos sobre los cables de aleación de aluminio (cuadro AIII.2) a varios artículos.
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Los cálculos para 1998 incluyen el aumento de tres puntos porcentuales de los aranceles aduaneros para diversas 

partidas, tal como se aplica en la Argentina hasta el año 2000.



Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos suministrados por el Gobierno de la Argentina.
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108. Desde 1994, la Comisión Nacional de Comercio Exterior (CNCE) ha sido el órgano descentralizado dependiente del MEOSP (capítulo II), competente para la realización de investigaciones y análisis sobre el perjuicio derivado de las importaciones objeto de dumping o subvencionadas, así como para la evaluación de la necesidad de introducir medidas apropiadas y la formulación de recomendaciones en ese sentido (incluidas las salvaguardias del artículo XIX, que se examinan más adelante).  El Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos adopta determinaciones preliminares y definitivas que se publican como resoluciones en el Boletín Oficial.

109. Al nivel del MERCOSUR, se ha avanzado en la labor tendente a la introducción de reglamentos antidumping comunes.  En diciembre de 1997 se adoptó un marco regulador para un conjunto común de reglamentos de defensa contra las importaciones objeto de dumping cuyo origen se encontrase en países no pertenecientes al MERCOSUR;  al mismo tiempo, la Comisión de Comercio del MERCOSUR recibió instrucciones para elaborar disposiciones adicionales relativas a la preparación y aplicación del conjunto común de reglamentos sobre medidas antidumping.
  Hasta su adopción, la legislación nacional se aplica de conformidad con las disposiciones de este marco regulatorio;  cuando es necesario las disposiciones nacionales han de amoldarse al marco.  Las medidas antidumping también pueden aplicarse a las importaciones de otros miembros del MERCOSUR;  en este contexto el Brasil es el principal país contra el que se han adoptado medidas.

110. Desde el último examen de las políticas comerciales, la Argentina ha presentado regularmente a los Comités de Prácticas Antidumping y de Subvenciones y Medidas Compensatorias, tanto del GATT como de la OMC, informes semestrales sobre las medidas adoptadas en esta esfera.

xv) Medidas de salvaguardia

111. Entre julio de 1993 y finales de diciembre de 1994, la Argentina aplicó medidas de salvaguardia bajo la forma de contingentes de importación, en el contexto de las disposiciones del MERCOSUR (esencialmente contra el Brasil) así como del artículo XIX del GATT (contra terceros países) en relación con cinco tipos de productos derivados del papel (capítulo IV);  los contingentes contra terceros países, descritos como "contingentes GATT" todavía no se han comunicado a la OMC.
  En cuanto a las medidas de salvaguardia se prorrogaron automáticamente durante períodos de seis meses.

112. Desde febrero de 1997, la Argentina ha aplicado medidas de salvaguardia (provisionales hasta septiembre de 1997) bajo la forma de derechos específicos mínimos sobre las importaciones de todos los calzados salvo botas de esquí y snowboards
; todas las medidas definitivas, que variaron entre 0,84 dólares por par y 16,09 dólares por par según la categoría del producto (desde septiembre de 1997 a diciembre de 1998), se eliminarán progresivamente en tres etapas antes del 25 de febrero del año 2000.
  Según las disposiciones pertinentes de la OMC (párrafo 1 del artículo 9 del Acuerdo sobre Salvaguardias), tales medidas no afectan a los productos originados en países en desarrollo con participación reducida en las importaciones, sin embargo, los derechos ad valorem sobre el calzado aplicables sobre una base NMF se aumentaron simultáneamente con la adopción de las medidas de salvaguardia definitivas y todavía no se habían notificado a la OMC en mayo de 1998.
  En julio de 1998 se estableció un grupo especial para examinar las medidas de salvaguardia sobre el calzado en el contexto del mecanismo de solución de diferencias (capítulo II).

113. En febrero de 1998, la Argentina inició una investigación de las importaciones de juguetes de la cual notificó al Comité de Salvaguardias de la OMC.  Las solicitudes relativas a los neumáticos de bicicleta, los naipes y los artículos para acampar fueron rechazadas.

114. Desde marzo de 1996, la Argentina ha notificado innovaciones en su legislación sobre salvaguardias al Comité de Salvaguardias de la OMC.  Si bien el Acuerdo constituye el principal texto jurídico en esta esfera, en septiembre de 1996
 se instauró un marco regulador con disposiciones de aplicación detalladas y de amplio alcance.  En el contexto del examen de legislación argentina en el Comité de la OMC, las autoridades ofrecieron contestaciones a las preguntas planteadas por el Canadá, la UE, la República de Corea, México y los Estados Unidos
;  en ellas se incluían cuestiones como la prueba de daño para la industria nacional, la determinación de daño grave, la definición de información confidencial, la participación de especialistas o de asesores especiales en su equipo técnico permanente para investigaciones en materia de salvaguardias, la notificación y a las partes interesadas y la participación de éstas en las audiencias públicas en el contexto de una investigación, los exámenes a mitad del período y las investigaciones con vistas a la prórroga, las condiciones para la aprobación de medidas provisionales de salvaguardia, los plazos para imponer medidas de salvaguardia, la progresiva liberalización de las medidas de salvaguardia y la concesión de medios de compensación.

115. La CNCE (véase la sección xiv) supra y el capítulo II) coopera en la realización de las investigaciones de salvaguardias con la Subsecretaría de Comercio Exterior, de la Secretaría de Industria, Comercio y Minería del MEOSP, que es competente para la adopción y aplicación de las medidas de salvaguardia.

116. En 1996 las disposiciones de la OMC sobre salvaguardias fueron adoptadas al nivel del MERCOSUR;  el 31 de diciembre de 1994 llegó a término una Cláusula de Salvaguardias intrarregional.

117. Argentina ha conservado su derecho a utilizar el mecanismo de salvaguardia de transición con arreglo a lo dispuesto en el Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido de la OMC.
  Ha enviado sus listas de productos textiles y de vestido, que determinan más del 16 por ciento del volumen de las importaciones de 1990 y están incluidos en la primera y segunda fase de integración en el GATT de 1994.
  Esas listas abarcan 11 partidas de seis dígitos del SA, fundamentalmente lana peinada e hilados, hilados de fibras textiles vegetales, algunos artículos de yute, otras fibras textiles del líber (tejidos, sacos y bolsas de embalaje), sombreros y otros tocados, artículos de fibras de vidrio y artículos de cama.

3) Medidas que afectan directamente a las exportaciones

i) Impuestos, cargas y gravámenes a la exportación

118. En el pasado, los impuestos a la exportación afectaban a una amplia gama de productos, sobre todo a los productos agrícolas no elaborados, esencialmente para garantizar el suministro de materias primas a las industrias de transformación nacionales;  las autoridades también indicaron que esos impuestos eran una respuesta a la progresividad arancelaria de los mercados de exportación.
  También eran una fuente importante de ingresos fiscales.  No obstante, en 1997 los ingresos fiscales por exportación se habían reducido hasta 6 millones de dólares EE.UU. o un 1 por ciento de su nivel de 1990 (gráfico III.4);  esa reducción se debía sobre todo a la suspensión o eliminación de los impuestos a la exportación (incluida la tasa estadística sobre las exportaciones) a partir de 1991.

119. En la actualidad, los impuestos a la exportación se aplican únicamente a las materias primas generadas por la ganadería, incluidas las pieles en bruto, a tipos del 5 por ciento para MERCOSUR y del 10 por ciento para los mercados de terceros países en 1998, así como las semillas oleaginosas no elaboradas a un tipo del 3,5 por ciento (independientemente de su destino).
  El impuesto sobre las semillas oleaginosas se calcula sobre el valor f.o.b., pero la fórmula se utiliza para establecer la base de valoración para las pieles y cueros de bovino en bruto y otras para los piquelados de curtición mineral al cromo húmedo ("wet blue");  ambas fórmulas toman en consideración el precio fijado para las pieles saladas en el mercado de Chicago así como los coeficientes de coste por transporte/manipulación salvo que la fórmula para las pieles en bruto también tiene en cuenta la elaboración (16 dólares EE.UU.) por pieza.
  El impuesto sobre las materias primas de origen ganadero, en vigor desde 1992, deberá llegar gradualmente a una eliminación total antes del final de 1999;  mientras que en 1999 éstas deberán disminuir hasta el 3 por ciento y el 5 por ciento.  En 1996 se consideraron ciertos intentos de instaurar un nuevo impuesto sobre los materiales de origen bovino y el cuero de cabra, así como un impuesto sobre las exportaciones de petróleo pero esas medidas todavía no se han aplicado.

ii) Precios índices

120. A efectos de valoración se fijan precios índices para más de 30 productos agrícolas que eran, y en algunos casos siguen siendo, objeto de impuestos a la exportación.

iii) Prohibiciones de exportación

121. Desde el anterior examen de las políticas comerciales, se han eliminado las prohibiciones de exportación impuestas por razones comerciales.

iv) Licencias de exportación

122. Los requisitos para la expedición de licencias de exportación afectan a productos abarcados por condiciones específicas de acceso al mercado o por acuerdos restrictivos del comercio con los Estados Unidos (carne, queso, azúcar no refinada, maní, tabaco) y la UE (carne, productos textiles).  También se exige autorización previa para las exportaciones de determinados productos con objeto de garantizar la aplicación de los controles de calidad y sanitarios y también para cumplir con las obligaciones internacionales en materia de seguridad, por ejemplo, en relación con las armas, la tecnología de misiles, las armas químicas y el material nuclear;  así como la conservación de la fauna y la flora silvestres y la protección del medio ambiente (cuadro III.3 y sección 4) vi)).

v) Contingentes de exportación en función del acceso

123. Tras la conclusión de la Ronda Uruguay, la limitación voluntaria de las exportaciones de carne de ovino a la UE por parte de Argentina se sustituyó por un contingente arancelario de derechos nulos de 23.000 toneladas (equivalente a más del 8 por ciento del contingente total), pero el importe dentro del contingente no llega a completarse.  También quedan abarcados por los contingentes arancelarios (capítulo IV)
 varios tipos de carne y despojos de bovino, incluida la carne de alta calidad de tipo "Hilton".  Según el Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido de la OMC, la Argentina tiene determinados contingentes en el mercado de la UE;  éstos afectan a los hilados de algodón sin acondicionar para la venta al por menor (4.480 toneladas, tasa de crecimiento del 2 por ciento), los tejidos de algodón (6.611 toneladas, tasa de crecimiento del 1,7 por ciento) y la lana cardada o peinada u otro pelo fino (20.960 toneladas, tasa de crecimiento del 6 por ciento).  En 1994 el nivel de utilización del contingente era relativamente bajo ya que no rebasaba el 40 por ciento para ninguno de estos productos.

124. Las exportaciones de carne vacuna fresca a los Estados Unidos son objeto de un contingente arancelario anual para el período 1997-2000 de 20.000 toneladas, acordado en la Ronda Uruguay y vigente a partir del 25 de agosto de 1997, tras declararse la Argentina libre de fiebre aftosa en mayo de 1997 (capítulo IV).
  Esas exportaciones deben ir acompañadas de un certificado de exportación que certifique las condiciones sanitarias.  En el ejercicio financiero de 1998 se asignaron a la Argentina 48.101 toneladas métricas, equivalentes al 4 por ciento del contingente arancelario de los Estados Unidos para el azúcar de caña sin refinar.
  Otras exportaciones argentinas objeto de contingentación de los Estados Unidos durante el período 1995-2000, incluyen el queso (contingente anual de 6.800 toneladas, 1998), el maní (contingente anual de 36.877 toneladas, 1988 –véase también el capítulo II sobre solución de diferencias) y el tabaco (contingente anual de 11.000 toneladas, 10.750 toneladas a partir de 1999) (capítulo IV).
  Desde 1992 no se han impuesto contingentes a las exportaciones argentinas de productos textiles y prendas de vestir a los Estados Unidos.

125. Los contingentes para productos agrícolas, asignados por la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación (SAGPA) del MEOSP, difieren según el producto.
  En relación con la carne, a la que se aplican diferentes criterios y subcriterios, el contingente se divide en cuatro partes:  un 80 por ciento basado en los resultados de exportación, un 6 por ciento para factorías cualificadas por provincia, un 8 por ciento sobre la base de criterios de empleo y un 6 por ciento basado en proyectos de producción.  La asignación del contingente de maní es del 85 por ciento sobre la base del período anterior de tres años, y del 15 por ciento para los nuevos exportadores o para las empresas relacionadas con la producción, mientras que los contingentes para el azúcar se basan en el resultado de las exportaciones a los mercados mundiales durante el año anterior.

vi) Subvenciones a la exportación

126. En la actualidad, aparte de sus sistemas de reembolsos a la exportación (véase la sección vii)), la Argentina aplica dos programas de asistencia a las exportaciones, uno de los cuales se ha notificado al Comité de Subvenciones y Medidas Compensatorias de la OMC.
  En cuanto a los contratos establecidos con arreglo al anterior programa especial de exportación (PEEX) todos vencieron en 1993.
  Entre noviembre de 1992 y diciembre de 1993 se utilizó un sistema "especular" de subvenciones a la exportación;  con arreglo a este sistema las subvenciones eran equivalentes a los derechos de importación aplicados a los productos.

127. De conformidad con un sistema introducido en 1985 y utilizado por el MEOSP, las rebajas del 15 por ciento concedidas a los destinos distintos de los del MERCOSUR, benefician las exportaciones de plantas industriales y proyectos de ingeniería mediante contratos "llave en mano";  los tipos de operaciones abarcadas por el sistema se especifican en la legislación nacional (lista que figura como anexo del Decreto 525/85) y la empresa exportadora debe encargarse de todo el proyecto.
  Estas rebajas se calculan sobre la base del valor f.o.b., c. y f., o c.i.f. de la exportación, según el exportador opte por empresas de seguros o de transporte nacionales o extranjeras;  este método de valoración ofrece un incentivo para optar por empresas nacionales.  La posibilidad de beneficiarse de este sistema permanece vinculada a las prescripciones de contenido nacional y de productos (no menos del 60 y del 40 por ciento respectivamente), sobre la base del valor de exportación f.o.b.  Las ventajas derivadas de este sistema y/o del sistema de reembolsos a la exportación que se describe más adelante no son acumulativas.

128. El plan de reembolso adicional para los puertos de la Patagonia (al sur del río Colorado) ha ofrecido reembolsos adicionales desde 1994 por las exportaciones procedentes de nueve puertos y puestos fronterizos situados en el río Colorado.  Este plan, que se notificó a la OMC en febrero de 1996, y se ha examinado en el Comité de Subvenciones y Medidas Compensatorias de la OMC.
  El objetivo del sistema, gestionado por el MEOSP, es el desarrollo regional de la Patagonia merced al fomento de nuevas inversiones en las manufacturas locales;  por tanto abarca productos regionales (salvo por la pesca) en su estado natural o manufacturados a escala local.  Se han fijado los reembolsos con arreglo al sistema en el 7 por ciento, el 8 por ciento, el 10 por ciento, el 11 por ciento y el 12 por ciento del valor f.o.b., según el puerto de que se trate.  Según las autoridades, su eliminación progresiva, aplazada durante cinco años se llevará a cabo del 2000 al 2005.
  Durante el período del 1º de enero de 1992 al 31 de diciembre de 1995, los reembolsos totales, con arreglo a este plan, ascendieron a cerca de 307 millones de dólares EE.UU.;  no se dispone de datos que indiquen las principales categorías de productos de que se trataba.  Se está considerando la introducción de un programa alternativo de desarrollo para la Patagonia, dentro de la categoría de subvenciones no recurribles, que habrá de permitir la eliminación progresiva del sistema actual a un ritmo más rápido y de conformidad con las disposiciones de la OMC.

129. La Lista de la Argentina en la OMC no contiene compromisos específicos sobre la concesión de subvenciones a las exportaciones agrícolas.  De conformidad con las prescripciones de notificación acordadas por el Comité de Agricultura, la Argentina, que en el contexto de los compromisos de la OMC está clasificada como un exportador importante de cereales secundarios y tortas y semillas oleaginosas, comunicó que no había concedido subvenciones a la exportación en 1995.
  Se espera que Argentina elimine todas las subvenciones a la exportación para artículos manufacturados, clasificadas como prohibidas con arreglo al Acuerdo sobre Subvenciones de la OMC, antes del 2003.

130. Desde 1991 ciertas exportaciones argentinas han sido objeto de investigaciones antidumping o de medidas compensatorias y/o de la adopción de medidas en algunos mercados (cuadro AIII.3).  Con arreglo al Memorándum Bilateral de Entendimiento sobre Subvenciones y Derechos Compensatorios firmado por los Estados Unidos en septiembre de 1991, los derechos compensatorios que graven las exportaciones de pieles curtidas (8-24 por ciento), lana (6-7 por ciento) y tubos de acero (9-24 por ciento) a ese mercado debían suprimirse  en julio de 1997 y ya no están en vigor.

vii) Concesiones arancelarias fiscales

131. Desde 1991 un régimen revisado de reembolsos que se instauró originalmente en 1985, ha permitido la devolución parcial o total de los derechos de importación y la tasa estadística sobre los insumos utilizados en la elaboración de productos para la exportación, así como el IVA y los impuestos sobre consumo abonados en diferentes fases de elaboración;  las autoridades indicaron que este régimen no se había comunicado a la OMC porque no se consideraba como una subvención a la exportación.
  El reembolso adopta la forma de pagos en efectivo no imponibles o de créditos fiscales sobre el IVA facturado por los proveedores.  Para beneficiarse del reembolso, los productos importados deben ser objeto de una transformación sustancial o incorporarse en la producción de bienes para la exportación;  el exportador debe ser un importador directo de tales insumos.

132. Los tipos de devolución de impuestos internos, que se calculan sobre el valor de exportación f.o.b. menos el valor c.i.f. de los insumos importados, se aplican actualmente mediante 20 tipos diferentes, comprendidos entre el 1,35 por ciento y el 10 por ciento y que abarcan las tres cuartas partes de todas las partidas arancelarias.
  desde marzo de 1995, el régimen no ha abarcado las exportaciones a otros países del MERCOSUR salvo las 29 partidas de 8 dígitos del SA 96 abarcados por el Régimen de Adecuación definitivo (capítulo II);  estas partidas se benefician de devoluciones a tipos que oscilan entre el 1,8 por ciento y el 5,5 por ciento según el mercado de que se trate.

133. A raíz de los cambios en los tipos de reembolso y del crecimiento de las exportaciones, entre 1990 y 1997, los reembolsos a la exportación de la Argentina (incluidas las subvenciones a la exportación que se examinan en la sección vi)) ascendieron a 4.800 millones de dólares EE.UU.;  el gasto anual creció rápidamente, pasando de 3 millones de dólares EE.UU. (1990) a 1.100 millones de dólares EE.UU. (1994, 1995), y disminuyó progresivamente hasta 654 millones de dólares EE.UU. en 1997.
 Los exportadores se han quejado de que desde 1991, cuando las ventajas del reembolso se extendieron a todos los sectores, las demoras en la devolución del IVA dieron lugar a una deuda estimada en 2.500 millones de dólares EE.UU. con los exportadores;  entre las más afectadas se encontraban la industria cerealista y la de elaboración de semillas oleaginosas, a las que se debían 900 millones de dólares EE.UU., así como las industrias automotriz y siderúrgica, en cuyo caso la deuda ascendía, para cada una de ellas, a 500 millones de dólares EE.UU.  Las empresas automotrices amenazaron con congelar las exportaciones pero en septiembre de 1997, de los 500 millones de dólares reclamados por esta industria, sólo se habían reembolsado 50 millones de dólares.  Los exportadores consideraron esta demora en el desembolso como un gravamen implícito a la exportación, la DGI explicó que las demoras se debían al tiempo necesario para verificar la autenticidad de las solicitudes de reembolso de los exportadores.

viii) Financiación de las exportaciones

134. Desde 1992, el Banco de Inversión y Comercio Exterior (BICE), un banco comercial propiedad del Estado, ha tenido competencia para obtener fondos de diferentes fuentes (incluido el Banco Interamericano de Desarrollo, el Exim Bank del Japón y el Gobierno francés) con los que financiar y prefinanciar las exportaciones.
  Se dispone de créditos en dólares de los Estados Unidos para importes comprendidos entre 20.000 dólares y 10 millones de dólares EE.UU. (este último aplicable a las factorías llave en mano).  El período de reembolso depende del producto, pero en cualquier caso no puede superar los ocho años y medio (factorías llave en mano).  Los tipos de interés interinstitucionales son los fijados por el BICE para cada una de las entidades financieras;  los exportadores pueden ulteriormente negociar tipos con éstas últimas.  Las autoridades indicaron que el BICE no consideraba condiciones de favor en la financiación que ofrecía.

135. Además de la ayuda a la producción, desde 1995 se ha prestado asistencia a la financiación y prefinanciación de las exportaciones bajo la forma de un descuento en el tipo de interés para las empresas pequeñas y medianas ubicadas en regiones donde el PIB per cápita es inferior al promedio nacional o donde la tasa de desempleo supera el promedio nacional.  Las autoridades indicaron que esta medida se aplicaba en un número limitado de casos y prácticamente ha dejado de estar vigente.
 

ix) Seguro y garantía de las exportaciones

136. Desde diciembre de 1994 el programa de seguros de crédito a la exportación contra riesgos extraordinarios ha sido aplicado por el BICE mediante la Compañía Argentina de Seguros de Crédito a la Exportación, que actualmente se encarga de las cuestiones de procedimiento.
  Este seguro abarca los riesgos extraordinarios (políticos, catástrofes naturales, etc.) para los productos de exportación en la fase de elaboración, así como para las exportaciones.  El BICE establece el nivel de las primas según el país de destino y el período para el reembolso del crédito a la exportación, así como sobre la base de los criterios del mercado mundial para tales primas.  El Tesoro Nacional garantiza en parte la cobertura financiera y presupuesta 1 millón de dólares anuales para tal indemnización.  En 1996, 212 pólizas aportaban una cobertura agregada de 64,8 millones de dólares.

x) Promoción y asistencia a la comercialización de las exportaciones

137. Desde el comienzo del decenio de 1990, la Fundación Export-Ar, una institución de participación mixta (MEOSP y asociaciones importantes del sector privado) ha ofrecido orientación y apoyo para el fortalecimiento de las actividades de exportación.
  Ofrece asesoramiento e información a los exportadores sobre las oportunidades del mercado exterior, incluidas las licitaciones internacionales fuera de la Argentina y las ferias comerciales, y a los importadores del extranjero en relación con los bienes que se ofrecen.  Las pequeñas y medianas empresas pueden disponer de asistencia especial para el cumplimiento de los reglamentos de exportación.  No se disponía de información sobre la contribución total del Estado a los costes de las actividades de promoción de las exportaciones de Export-Ar.

138. El BICE también ofrece financiación para la promoción de las exportaciones incluida la participación en ferias y misiones comerciales.
  Se dispone de líneas de crédito para importes comprendidos entre 5.000 y 250.000 dólares EE.UU.;  el período de reembolso no puede rebasar los tres años.  El BICE determina los tipos de interés interinstitucionales mientras que los solicitantes pueden negociar tipos con entidades financieras.  Las autoridades indicaron que no existen condiciones de favor, por ejemplo, en relación con las condiciones de los préstamos, los criterios para poder beneficiarse de ellos, los beneficiarios o los costes financieros.

xi) Prescripciones en materia de resultado de las exportaciones

139. Como se examinó anteriormente en el contexto de las medidas relativas al régimen de la industria automotriz (sección 2)), el cumplimiento de las prescripciones de resultados en materia de exportación constituye una condición previa para la importación de partes, componentes y vehículos en unidades completamente montadas.  Las importaciones deben estar compensadas por exportaciones de vehículos montados en el país (multiplicados por un coeficiente de 1,2 para su cómputo en la balanza comercial);  también se requiere cumplir las disposiciones de contenido nacional mínimo.  Desde 1994, ha sido posible contabilizar como contenido nacional hasta el 40 por ciento de las inversiones en activos de capital de origen nacional realizadas por empresas subsidiarias.
  En 1996 los elementos adicionales, que se había permitido considerar como exportaciones para los cálculos de la balanza comercial, habían de conducir a un aumento de las importaciones cuyo origen se encontraba fuera del MERCOSUR;  entre éstos figuraban la modificación del porcentaje incluido en el cálculo del valor de exportación y la ampliación en la gama de elementos de inversión que podían computarse como exportaciones.

140. Las prescripciones en materia de resultados de la exportación también se aplicaron entre 1992 y 1996 en el contexto del régimen de especialización industrial que contemplaba tipos arancelarios preferenciales sobre las importaciones de bienes acabados a cambio de un compromiso de aumentar las exportaciones de bienes similares (secciones 2) ii) c), 4) iii) y capítulo IV).

xii) Zonas de libre comercio y de elaboración para la exportación

141. En 1994, las medidas legislativas, que ampliaban disposiciones anteriores, autorizaron al Gobierno Federal a crear zonas de libre comercio, a razón de una por cada una de las 23 provincias y otras cuatro en zonas fronterizas, para actividades industriales, comerciales o de almacenamiento.
  Entre las concesiones fiscales disponibles en la zona figuran la exención de derechos y de todos los impuestos internos sobre las importaciones y las exportaciones así como de los impuestos que gravan los servicios públicos esenciales (como las telecomunicaciones, el gas, la electricidad, el agua y el alcantarillado).  El sector privado explotaría esas zonas y se asignarían concesiones sobre la base de licitaciones;  las obras de infraestructura para la creación de una zona deben iniciarse en un plazo de 24 meses contados a partir del momento en que se produce la aprobación, de no ser así la autorización vence.  En septiembre de 1997, sólo dos zonas de las 19 aprobadas por el MEOSP, a saber, La Plata y San Luis, se encontraban en actividad.  Según las informaciones, la falta de interés por la creación de zonas de libre comercio se debía, entre otras cosas, a la desregulación de la economía y a la liberalización del comercio, que ha permitido una entrada más expedita a los productos de importación.

142. La legislación sobre las zonas de libre comercio y regímenes fiscales análogos todavía no se ha notificado a la OMC;  en el contexto del Comité sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias, las autoridades han indicado que esta legislación no contiene incentivos que puedan considerarse como subvenciones.
  Según el artículo 3 y el anexo I del Acuerdo de la OMC sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias, determinadas exenciones fiscales de que se puede disponer con estos regímenes se clasifican como subvenciones a la exportación prohibidas.  No obstante, como país en desarrollo, la Argentina dispone de un plazo que concluye el año 2003 para adecuar su legislación a las disposiciones de la OMC.

143. En la Argentina todavía funcionan las zonas aduaneras especiales.  A pesar de una suspensión parcial en aplicación de la Ley de Emergencia Económica de 1991, Tierra del Fuego (con excepción de la Gran Isla de Tierra del Fuego), la Antártida y las Islas del Atlántico Sur han operado bajo un régimen de Zona Aduanera Especial desde 1972.
  Este régimen permite la importación en franquicia arancelaria de bienes de capital no producidos en Argentina y cuyo uso está previsto en industrias de alta prioridad, así como de bienes que habrán de ensamblarse en factorías locales y destinados a la venta en la Argentina.  Existen condiciones alternativas para la aplicación de la concesión, una de las cuales está vinculada al contenido nacional acumulado en la zona aduanera especial.  Además, la legislación de 1994 ha permitido el establecimiento de dos zonas aduaneras especiales (territorios conocidos como Puna Argentina y Patagonia Austral) donde los derechos e impuestos que gravan las importaciones han de establecerse al 15 por ciento de los tipos aplicados.

144. De conformidad con el Acuerdo del MERCOSUR se aplica a las reexportaciones de las zonas francas de cualquier estado Miembro al territorio nacional o en el territorio de cualquier otro interlocutor comercial del MERCOSUR el tipo del Arancel Externo Común (AEC) acordado.
  En 1994 se autorizó a la zona aduanera especial de Tierra del Fuego a seguir operando hasta el año 2013.

4) Medidas que afectan a la producción y al comercio

i) Ajuste y ayuda regional

145. Los proyectos de reconversión o diversificación se promueven mediante la entrada en condiciones de favor de las importaciones de equipo y vehículos automóviles utilitarios para su uso por los productores y las empresas de transformación de productos agropecuarios de determinadas provincias (sección 2) ii) c)).  La asistencia financiera y técnica para la introducción de cambios estructurales favorece la calidad, la planificación industrial y la reconversión tecnológica de las pequeñas y medianas empresas (Programa de Desarrollo de Proveedores, en vigor desde 1995).
  Sin embargo, la Secretaría no dispuso de más datos.

146. Además de los regímenes aplicados a las zonas de libre comercio y los territorios aduaneros especiales y del plan de reembolsos adicionales, muchas de las 23 provincias mantienen incentivos para el desarrollo de industrias dentro de sus demarcaciones, especialmente industrias que aprovechen o exploten los recursos naturales y proporcionen oportunidades de empleo.  Se entiende que, en general, esos incentivos consisten en exenciones del pago de impuestos provinciales y municipales.

147. Desde 1994, en el marco del Régimen de Consolidación y Desarrollo de Polos Productivos Regionales, se ha puesto empeño en promover el desarrollo regional mediante una oferta coordinada (entre las autoridades nacionales y las provinciales) de medidas relacionadas principalmente con el crédito subvencionado (capítulo III).  A fines de 1994 los sectores público y privado habían suscrito a nivel provincial 15 contratos sectoriales (cítricos, olivas y aceite de oliva, aves de corral, agroindustria, cuero, muebles de madera, piezas de automóviles, plásticos y bienes de capital) vinculados a compromisos de inversión, reconversión, empleo, producción, actividad exportadora, penetración en el mercado y creación de consorcios (subvención directa hasta un máximo de 400.000 dólares EE.UU.);  11 de esos contratos afectaron a 391 empresas y 6.513 puestos de trabajo.

ii) Ayuda para actividades de investigación y desarrollo

148. Desde que se realizó el último examen de las políticas comerciales se han producido cambios importantes en materia de investigación y desarrollo, en particular en el ámbito institucional.  A partir de 1996, la política ha sido formulada por el Gabinete Científico-Tecnológico (GACTEC), órgano de rango ministerial cuya presidencia ostenta el Presidente del país.  Más de 13 organismos, bajo la supervisión del Ministerio de Cultura y Educación, aplican varios programas destinados a promover el desarrollo científico y tecnológico;  la financiación procede del Tesoro Nacional, de organizaciones internacionales (tales como el Banco Interamericano de Desarrollo) y de otros donantes o prestamistas:  las políticas prestan atención prioritaria a la agroindustria, la biotecnología, la minería, la educación, la salud y las cuestiones relativas a los recursos naturales y al medio ambiente.  En 1998 se asignaron, en el marco del Plan Plurianual de Ciencia y Tecnología para 1998-2000, desembolsos presupuestarios por valor de 901 millones de dólares EE.UU. (un 15 por ciento más que en 1997);  aproximadamente la cuarta parte de esa cantidad se destinaba a actividades de investigación a través del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET), otro 18 por ciento a la expansión y transferencia de tecnología agrícola a través del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA) y un 7,9 por ciento al aprovechamiento de los resultados de las actividades de investigación y desarrollo para aumentar la productividad a través de la Secretaría de Ciencia y Tecnología (SCyT) del Ministerio de Cultura y Educación.

149. Desde 1996, el Fondo Tecnológico Argentino (FONTAR), dependiente de la Agencia Nacional de Promoción Científica y Tecnológica (AGENCIA) del Ministerio de Cultura y Educación, ha sido el principal organismo promotor de la innovación, la modernización y la formación tecnológicas en el sector privado.
  Se han concedido varios tipos de facilidades crediticias a las empresas y a los institutos de investigación, así como subvenciones directas (hasta un máximo de 100.000 dólares EE.UU.) a las pequeñas empresas que están en condiciones de financiar conjuntamente hasta el 50 por ciento del proyecto;  esos préstamos, según su tipo,  pueden ascender a 2 millones de dólares y tener un período de gracia de seis años.  La ayuda se reforzó en 1998, al introducir la Argentina incentivos tributarios en forma de bonos de crédito fiscal por un total de 20 millones de dólares (Presupuesto de 1998) para promover actividades de investigación y desarrollo dentro de las empresas o mediante contratos con institutos de investigación.
  Esos bonos pueden cubrir hasta el 50 por ciento del costo total del proyecto de investigación y desarrollo y utilizarse para el pago del impuesto sobre la renta de las sociedades.  Las pequeñas y medianas empresas pueden utilizar los incentivos crediticios y fiscales de forma acumulativa.  En 1998 el desembolso presupuestario asignado al FONTAR ascendió a 54,1 millones de dólares.

150. Asimismo, es posible obtener fondos para actividades de investigación y desarrollo de nuevos productos destinados a mercados extranjeros a través del BICE, en condiciones similares a las examinadas anteriormente (sección 3) viii)).

iii) Ayuda a la producción y concesiones fiscales

151. Se conceden incentivos fiscales a proyectos de producción específicos en los sectores agropecuario e industrial y a los servicios turísticos;  los proyectos industriales pueden acogerse a  determinados beneficios hasta fines de 2005.
   Las autoridades indicaron que no se aprueban nuevos proyectos.  Los beneficios consisten en ventajas fiscales mediante bonos de crédito fiscal concedidos para cuantías equivalentes al capital invertido en el proyecto o, desde diciembre de 1994, mediante certificados de deducción del IVA por un valor equivalente al IVA pagado a los proveedores de materias primas y semimanufacturas.  La DGI, que administra el régimen, verifica anualmente el cumplimiento de los requisitos mínimos de empleo, producción y actividad inversora.  El coste financiero de esa forma de ayuda descendió en un 25 por ciento, desde 1.400 millones de dólares EE.UU. en 1994 a 1.100 millones en 1997;  los proyectos industriales representaron el 80 por ciento de ese costo.

152. La producción agrícola recibe un apoyo interno limitado:  existe un mecanismo de sostenimiento de los precios del tabaco en hojas y un régimen de promoción de las plantaciones forestales (capítulo IV).  Desde 1996, los productores agrícolas se han beneficiado también de una reducción del impuesto a las ganancias equivalente a la cuantía del impuesto pagado por la compra del gasóleo utilizado en la maquinaria y el equipo.
   Esas medidas no se han comunicado aún a la OMC.

153. En la Ronda Uruguay, la Argentina no asumió compromisos específicos para reducir el apoyo financiero prestado a los productores agrícolas, aceptando así el cumplimiento de las disposiciones generales en materia de ayuda interna y subvenciones a la exportación del Acuerdo de la OMC sobre la Agricultura (capítulo IV).
  En noviembre de 1997 se presentó al Comité de Agricultura una aclaración relativa a los compromisos de reducción de la ayuda interna;  en ella se propone la reducción gradual en un 13,3 por ciento para el año 2005 de la cuantía de la MGA, que se ajustó para tener en cuenta las condiciones de inflación.
   En el momento de ultimarse el presente informe, la aclaración de la Argentina se examinaba en el Comité;  al final de ese proceso, se prevé que la Argentina comunique la "rectificación técnica" de la parte IV, sección I de su Lista de compromisos contraídos en la OMC.

154. Asimismo, varios organismos nacionales y provinciales han prestado ayuda general a la agricultura de diversas formas (lucha contra plagas y enfermedades, inspección e investigación, comercialización, formación, ayuda  alimentaria, ayuda a los ingresos desconectada, ajuste estructural mediante ayudas a la inversión, programas de ayuda regional y programas de medio ambiente).  Según los datos comunicados al GATT/OMC, en 1992 tal ayuda se estimó en 266 millones de dólares EE.UU. para ese año, de los que el 72 por ciento se destinó a servicios auxiliares;  en 1996 ese tipo de ayuda había descendido a 126,7 millones de dólares, de los que el 81,1 por ciento se asignó a actividades de asistencia para el reajuste estructural.
   Otras fuentes oficiales indican que en 1995 los gastos realizados en el marco de varios programas de ayuda ascendieron a 369 millones de dólares, y se prevé que sigan aumentando hasta 389 millones en 1998 (capítulo IV), en función de las condiciones sanitarias y climáticas.
   Ese tipo de ayuda a los productores (compartimento verde) se excluye de los compromisos de reducción asumidos en virtud del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC.

155. El BICE proporciona fondos a las entidades financieras para varios tipos de préstamos destinados a promover la inversión, la modernización y la reconversión industriales, y para la adquisición de bienes de capital, la producción y las ventas de pequeñas y medianas empresas, las actividades de certificación de la calidad, etc.  Las condiciones crediticias dependen del tipo de préstamo;  a menos que se negocie de otro modo, existe un período de gracia que puede llegar a 10 años (en el caso del establecimiento de empresas mixtas argentino-francesas), mientras que el plazo de reembolso no puede ser superior a ocho años y medio.  Al igual que en todas las modalidades de crédito del BICE, es este Banco quien fija los tipos de interés interinstitucionales, y los solicitantes pueden negociar tipos específicos con las entidades financieras;  como se mencionó anteriormente, las autoridades indicaron que esas condiciones no contenían ningún elemento de favor.
 
156. Ya se ha indicado (secciones 2) y 3)) que las medidas comerciales y relacionadas con el comercio utilizadas hasta 1996 para favorecer la especialización y la modernización industriales siguen aplicándose en apoyo de la industria de montaje de automóviles (capítulo IV).
   Además, en 1996 se aplicaban a nivel nacional o provincial, por ejemplo en las provincias de La Rioja, Catamarca y San Juan, una serie de  programas de promoción sectoriales, con inclusión de ventajas fiscales para las inversiones en el sector minero.  Esos programas, que no se han comunicado a la OMC, han causado, según parece, distorsiones en la asignación de recursos y han resultado costosos en términos fiscales.
  Asimismo están en vigor, bajo diversas formas, medidas de ayuda a la producción, la comercialización y la exportación de libros;  sin embargo, las autoridades indicaron que esas medidas no se aplican en la práctica.
 
157. En virtud del Programa Trienal (1993-95) de Fomento y Desarrollo de la Pequeña y Mediana Empresa, del Sistema de Fortalecimiento de las Estructuras de Apoyo a las Pequeñas y Medianas Empresas y de otros programas, las empresas que reúnen las condiciones necesarias se benefician de créditos subvencionados para la adquisición de bienes de capital, el establecimiento de capital de explotación, la modernización, la reconversión y la financiación y prefinanciación de las exportaciones.
   Sin embargo el programa mencionado no se prorrogó.  El BICE y el Banco de la Nación Argentina, de propiedad estatal, disponen actualmente de líneas de crédito para algunos de esos fines.  Las ventajas fiscales (exención del impuesto a las ganancias y del IVA) fomentan el establecimiento de ese tipo de empresas, denominadas sociedades de garantía recíproca, en el marco de esos programas. 

158. Los controles de precios siguen en vigor únicamente en relación con determinados productos farmacéuticos.
 
iv) Política de competencia y de consumo

Política de competencia
159. En el marco de su política comercial global, el Gobierno fomenta la competencia, tanto en los mercado internos como en los externos.  En los últimos años, la política de competencia, que no ha desempeñado una función explícita en el proceso de reforma estructural, ha pasado a ser un medio para controlar la concentración del poder económico (capítulos I y V).  En el momento de ultimarse el presente informe, la Argentina había presentado dos comunicaciones sobre sus políticas en esa materia y respondido a las preguntas planteadas en el Grupo de Trabajo de la OMC sobre la Interacción entre Comercio y Política de competencia (capítulo II);  en esos documentos se facilita una descripción actualizada de los progresos realizados en ese sector.
   Asimismo, la política de competencia argentina se examinará en el Comité de Leyes y Políticas de Defensa de la Competencia de la OCDE en junio de 1998.

160. La legislación sobre competencia, que data de 1980, regula las prácticas que tienen lugar en más de una provincia o afectan al interés económico general.
   La legislación prohibe el abuso de posiciones dominantes en el mercado, así como los actos que causen distorsión, restricción o limitación de la competencia, tales como la formación de cárteles, las fusiones contrarias a la competencia, el boicoteo, la negativa a vender, los acuerdos vinculatorios y la fijación de precios;  sin embargo, no se ha previsto el examen y la regulación previos por el Gobierno de las fusiones u otras combinaciones.  La violación de la legislación puede dar lugar a la adopción de medidas administrativas, penales o basadas en la responsabilidad extracontractual.  Las sanciones comprenden multas por una cuantía que puede ascender al doble de las ganancias ilícitas, y penas de prisión de seis años como máximo;  no se establece diferencia entre nacionales y extranjeros.

161. La Comisión Nacional de Defensa de la Competencia (CNDC), que desde 1980 ha sido, con asistencia del MEOSP, el organismo de ejecución, puede iniciar procedimientos de investigación por propia iniciativa o en respuesta a una demanda.  Desde mediados del decenio de 1990 se ha aplicado la legislación con más eficacia.  Para compensar los retrasos en las modificaciones legislativas (véase más adelante), se mejoró la eficacia de la CNDC mediante la duplicación de sus recursos humanos en 1997 y el aumento de su presupuesto en un 64 por ciento en 1998.  Entre 1993 y febrero de 1996, se emprendió el examen de 65 casos, de los cuales tres culminaron en sanciones.
  En diciembre de 1997 la CNDC tenía en examen 11 casos relativos a abuso unilateral de posición dominante (televisión por cable, tarjetas de crédito, seguros de automóviles, teléfonos celulares, gas líquido, combustibles líquidos y televisión), exclusión (periódicos, jabón en polvo y películas cinematográficas) y colusión (transporte aéreo).

162. En diversas ocasiones se ha intentado subsanar las deficiencias del marco legislativo en esa materia.  Así, desde 1992 se han presentado al Congreso ocho proyectos de modificación de leyes, pero no han logrado apoyo suficiente para ser aprobados por ambas cámaras.  El último de esos proyectos (de agosto de 1997), preparado en cooperación con el Banco Mundial, se refería a diversas disposiciones, tanto sustantivas (por ejemplo, sobre prácticas contrarias a la competencia) como de procedimiento (la sustitución de la CNDC por un Tribunal de Defensa de la Competencia).

163. En la reunión celebrada en Fortaleza en diciembre de 1996 se aprobó la versión definitiva del Protocolo de Protección de la Competencia del MERCOSUR;  la aplicación de un conjunto común de normas se decidirá en el año 2000.
   En el protocolo se definen las prácticas que pueden afectar a la competencia y se autoriza a las administraciones nacionales para que adopten medidas;  las pruebas han de presentarse a un Comité de Defensa del Consumidor, independiente de la Comisión de Comercio del MERCOSUR.  Las sanciones pueden consistir en multas y en la prohibición de participar en licitaciones o realizar operaciones con instituciones financieras públicas.

Defensa del consumidor
164. La legislación de defensa del consumidor se introdujo en 1993 y se actualizó por última vez en 1997.
   Esa legislación regula cuestiones tales como la información del consumidor, los efectos de la publicidad y la divulgación de datos, el contenido de las facturas, las ventas puerta a puerta y las ventas a crédito.  En la Ley sobre lealtad comercial de 1983 se incluyen disposiciones sobre los derechos de los consumidores y la publicidad engañosa.  En mayo de 1998 se hallaba en curso de preparación la normativa sobre el régimen de garantías, con inclusión de requisitos de duración mínima y responsabilidades del vendedor respecto de las mercancías defectuosas, al tiempo que en el MERCOSUR se examinaba un protocolo de armonización.

165. Desde 1978, la Dirección de Defensa del Consumidor, que en la actualidad pertenece al MEOSP, ha mediado en las diferencias entre los consumidores y los proveedores de bienes y servicios, y ha fomentado asimismo el interés público por los derechos de los consumidores.
  La solución de diferencias entre los consumidores y los proveedores mejoró tras la introducción en 1994 de un mecanismo en forma de audiencias de conciliación y la creación en marzo de 1998 de un sistema nacional de arbitraje en los tribunales para agilizar los procedimientos. Desde 1992, el Consejo Federal para la Defensa del Consumidor ha coordinado la labor de las autoridades provinciales en ese ámbito mediante la celebración periódica de reuniones.  La Liga de Defensa del Consumidor, o Acción del Consumidor (ADELCO), grupo independiente constituido en 1980, publica varios informes mensuales sobre investigaciones relacionadas con el consumo e información acerca de la forma en que los consumidores pueden hacer valer sus derechos.  ADELCO coordina las primeras tentativas de conciliación (si éstas fracasan se remiten a la Dirección de Defensa del Consumidor) y tramita los casos en que los consumidores solicitan resarcimiento por bienes o servicios de calidad inferior;  asimismo, ha suscrito un contrato con la Comisión Nacional de Comunicaciones (CNC) para dar curso a las reclamaciones contra los servicios deficientemente prestados por las compañías telefónicas de reciente privatización.  Además, según parece, contratos similares permiten a ADELCO atender las reclamaciones recibidas a través de los entes nacionales reguladores en relación con el suministro de electricidad (ENRE) y de gas (ENARGAS), así como de un organismo trilateral de instalaciones y servicios sanitarios.

166. En 1997, el mecanismo de conciliación atendió 3.993 reclamaciones y 37.929 consultas.  En el año anterior, ADELCO había gestionado más de 20.000 casos y resuelto el 75 por ciento de las reclamaciones correspondientes;  la mayoría de ellas se referían a retrasos en la entrega y problemas relacionados con los servicios, así como a la tramitación de pagos relativos a impuestos, servicios públicos y otros servicios.  A mediados de 1997, ADELCO notificó un incremento del 57 por ciento en las reclamaciones de los consumidores;  la mayor parte de esas reclamaciones iban dirigidas contra las empresas de servicios públicos privatizadas, que habían sido objeto de unas 100.000 reclamaciones desde su privatización.
 
v) Observancia de los derechos de propiedad intelectual

167. La Argentina es signataria de la mayor parte de los tratados y acuerdos internacionales relativos a la protección de los derechos de propiedad intelectual, incluido el Acuerdo sobre los ADPIC de la OMC, y miembro de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI).
   Las autoridades indicaron que la legislación nacional se había adaptado a las disposiciones del Acuerdo sobre los ADPIC mediante la extensión de su ámbito de aplicación a nuevos sectores, en particular el relativo a la protección de los productos farmacéuticos mediante patentes, con arreglo al período de transición de cinco años a que pueden acogerse los países en desarrollo.  La protección en frontera se examinará en el contexto de una modificación de la ley relativa a las marcas de fábrica o de comercio.  La ejecución de las leyes en la frontera y en el mercado interior se coordina entre varios organismos gubernamentales.

168. La cooperación subregional en este sector se limita todavía a un Protocolo de Armonización de Normas sobre Propiedad Intelectual en el MERCOSUR, en Materia de Marcas, Indicaciones de Procedencia y Denominaciones de Origen, adoptado en agosto de 1995 y cuya entrada en vigor requiere la ratificación por dos miembros.
   En abril de 1997 estaban aún en curso los trabajos sobre derecho de autor a ese nivel.  La cooperación bilateral con otros países se ha intensificado en los últimos años.  Por ejemplo, en noviembre de 1997 se concertó con la UE un acuerdo bilateral que preveía asistencia para la modernización del régimen de propiedad intelectual de la Argentina.
  También se firmaron acuerdos interinstitucionales entre el Instituto Nacional de Propiedad Industrial y la Universidad de Alicante (España) (1996), así como con la Dirección Nacional de la Propiedad Industrial del Uruguay (1997).

a)
Propiedad Industrial

Patentes
169. La legislación nacional sobre patentes se modificó en marzo y diciembre de 1996 con miras a adaptar el marco jurídico a las normas internacionales, en particular mediante la adopción de las disposiciones generales establecidas en el Acuerdo sobre los ADPIC de la OMC.
  En la legislación se reconoce ya la protección de los productos farmacéuticos mediante patentes, cuestión que fue objeto de litigio entre los Estados Unidos y la Argentina en el pasado decenio (recuadro III.1);  no obstante, las patentes relativas a esos productos no se podrán conceder hasta el año 2001, es decir, cinco años después de publicarse la legislación en el Boletín Oficial.  Las patentes tienen vigencia durante 20 años, en lugar de los 15 años del régimen anterior, contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud, y no pueden renovarse.

170. Con arreglo a la nueva legislación son patentables los productos o procesos nuevos que conlleven actividad inventiva y tengan aplicación industrial.  Sin embargo, no se pueden patentar invenciones sin aplicación industrial o contrarias a la legislación argentina, tales como materiales biológicos y genéticos existentes en la naturaleza o réplicas de esos materiales.  La ley no prevé protección transitoria para los productos patentados en otros países, pero no comercializados en la Argentina, y contiene extensas disposiciones relativas a la concesión de licencias obligatorias y la autorización de importaciones paralelas.  Más concretamente, aunque no existe obligación de explotar una patente, se prevé la concesión de licencias obligatorias en casos de retraso excesivo en la concesión de una licencia (150 días a partir de la presentación de una solicitud formulada con arreglo a condiciones razonables), no explotación de una patente durante tres o cuatros años (según sea el caso), prácticas anticompetitivas del titular de la patente (fijación de precios y no abastecimiento del mercado interior) y situaciones de emergencia por motivos sanitarios o de seguridad nacional.
 
Recuadro III.1:  Fundamento de los cambios introducidos en la legislación sobre patentes

La nueva legislación sobre patentes se aprobó en 1996 tras cinco años de debates parlamentarios.  En virtud de esa legislación, los laboratorios farmacéuticos argentinos deberán pagar en concepto de regalías una cantidad estimada entre 70 y 80 millones de dólares EE.UU. cuando expire el período de transición en el año 2000;  las empresas han empezado ya a reservar sus derechos de patente en previsión de esa fecha límite.

Desde 1988, la Argentina ha figurado varias veces en la "lista de vigilancia" y la "lista de vigilancia prioritaria" del Representante de los Estados Unidos para las cuestiones comerciales internacionales, y ha sido objeto de investigación con arreglo al "artículo 301 especial" de la Ley de Comercio Exterior de 1988.  En enero de 1997, en un examen extracíclico realizado en virtud del "artículo 301 especial" las autoridades de los Estados Unidos anunciaron la suspensión de beneficios arancelarios respecto del 50 por ciento de las líneas arancelarias abarcadas por el SGP (153 partidas de 10 dígitos del SA) con efecto en abril de 1997, debido a la falta de protección de los productos farmacéuticos mediante patente.  La suspensión, recomendada por Pharmaceutical Research and Manufacturers of America  (PhRMA) y por Tile Council of America ha afectado a partidas que representan un volumen de exportaciones anuales de un valor estimado en 270 millones de dólares EE.UU. y pérdidas para las empresas importadoras estimadas por la Cámara de Exportadores de la República Argentina (CERA) en 20 millones de dólares.

En julio de 1997, la UE expresó también sus reservas respecto de la legislación argentina en materia de patentes, en particular por no proteger los resultados de investigaciones llevadas a cabo por la industria farmacéutica europea.

171. En diciembre de 1996, el Congreso aprobó la Ley de confidencialidad, aplicable a las empresas que solicitan información para comercializar productos farmacéuticos;  el objetivo de esa Ley es proteger a dichas empresas frente a la utilización no autorizada por terceros de los datos facilitados a las autoridades sanitarias.
 
172. El Instituto Nacional de Propiedad Industrial (INPI), institución autónoma bajo responsabilidad general del MEOSP creada en 1995, tramita y aprueba las solicitudes de patente;  la concesión de patentes requiere de dos a cuatro años.
   Anteriormente, las patentes eran tramitadas directamente por la Dirección de Tecnología, Calidad y Propiedad Industrial del MEOSP.

Modelos de utilidad

173. La legislación de septiembre de 1995 introdujo la protección de los dibujos y modelos industriales y los modelos de utilidad respecto de toda nueva modalidad o forma de herramientas, instrumentos de trabajo, utensilios, aparatos u objetos conocidos de carácter industrial.  El Instituto Nacional de Propiedad Industrial concede certificados de modelos de utilidad, en el término de uno a dos años a partir de la presentación de una solicitud durante un plazo no prorrogable de 10 años contados a partir de la fecha de presentación de esa solicitud.
  Si la solicitud relativa a un dibujo o modelo se ha presentado en el extranjero, la solicitud que se presente en la Argentina ha de basarse en la anterior y depositarse dentro del año siguiente a la fecha de presentación en el extranjero.

174. La Argentina carece de leyes dedicadas específicamente a la protección de los esquemas de trazado y los semiconductores;  cabe aplicar a esa tecnología la vigente legislación sobre patentes o derecho de autor, pero hasta ahora esa aplicación no se ha constatado en la práctica.  No obstante, como se mencionó anteriormente, la Argentina ha firmado el Tratado de la OMPI sobre la Propiedad Intelectual respecto de los Circuitos Integrados.

Marcas de fábrica o de comercio

175. La actual legislación nacional sobre marcas de fábrica o de comercio data de 1981;  como se mencionó anteriormente, esa legislación debe armonizarse con las disposiciones del MERCOSUR para mejorar la protección dispensada a las marcas de fábrica o de comercio, sin dejar de observar los compromisos asumidos en el marco de la OMPI y la OMC y en virtud del Acuerdo sobre los ADPIC.
   En ausencia de oposición en los 30 días siguientes a su publicación en el Boletín Oficial, se concede protección de marca registrada por un período de 10 años, que puede renovarse indefinidamente si existe utilización de la marca;  la no utilización durante 5 años consecutivos puede dar lugar a una acción judicial para declarar anulada la protección por falta de uso.  Las marcas de fábrica o de comercio extranjeras están amparadas por las mismas garantías que las de origen nacional.  La Oficina de Marcas de Fábrica o de Comercio no puede registrar las marcas utilizadas por el gobierno o por entidades oficiales extranjeras.  La utilización ilegítima de las marcas de fábrica o de comercio y su falsificación están sujetas a medidas preventivas, así como a penas de prisión y multas por una cuantía máxima de 150 millones de dólares EE.UU.

176. Según parece, las empresas extranjeras consideran ya suficientes las leyes y los reglamentos relativos a marcas de fábrica o de comercio de la Argentina.
   Entre los problemas que subsisten cabe citar la lentitud del proceso de registro, que el Gobierno ha tratado de mejorar, así como la incapacidad de las empresas para lograr que se ejerzan acciones penales de indemnización pecuniaria por daños y perjuicios y de sanción penales contra los falsificadores.  Como se indicó anteriormente, en el momento de ultimarse el presente informe se examinaba un proyecto de ley destinado a modificar el régimen de protección de las marcas de fábrica o de comercio;  en esa modificación comprenderá se incluirán sobre medidas en frontera, marcas de fábrica o de comercio y denominaciones de origen, así como sobre los procedimientos para autorizar la utilización de las marcas de fábrica o de comercio.

Transferencia de información de dominio privado

177. La legislación nacional ampara la transferencia de tecnología extranjera tal como las patentes de invención, los dibujos y modelos industriales y el conjunto de conocimientos técnicos necesarios para la fabricación de un producto o la prestación de un servicio, e igualmente de información de dominio privado, patentes o marcas de fábrica o de comercio de un individuo o una empresa extranjeros a un individuo o una empresa argentinos.
   Desde 1995 existe la obligación de registrar las transacciones en el INPI únicamente a título informativo.  Con anterioridad a esa fecha, el registro se realizaba en el Instituto Nacional de Tecnología Industrial (INTI).

b)
Otras cuestiones relacionadas con la propiedad intelectual

178. La protección de los derechos de propiedad intelectual relativos a obras científicas, literarias, artísticas y educativas se basa actualmente en legislación nacional establecida en 1933 y modificada en 1987, 1993 y 1994;  la última modificación hizo extensivos los requisitos de registro y el ámbito de protección al soporte lógico de ordenador, con inclusión de acuerdos, aplicaciones, exposiciones, programas y documentación técnica (considerados como obras literarias).
   En septiembre de 1994, el Gobierno suprimió los derechos arancelarios y otras cargas aplicables a las importaciones de soporte lógico de ordenador.  Desde 1997, la protección dispensada a los derechos de los autores (personas físicas) tiene una duración que abarca la vida de éstos más 70 años (anteriormente, 50 años);  las modificaciones legislativas de 1993 ampliaron de 30 a 70 años la duración de la protección de las películas cinematográficas, de conformidad con el Convenio de Berna.  No existen disposiciones relativas al "uso leal";  sin embargo, no se requiere autorización o pago de derechos de autor para publicar un número limitado de palabras o de compases musicales con fines educativos o científicos.  La inscripción en la Oficina de Derecho de Autor del Registro Nacional de la Propiedad Intelectual, tanto respecto de las obras publicadas como de las inéditas es casi siempre obligatoria y constituye un requisito previo para obtener protección mediante el derecho de autor.  Al igual que en otros sectores relacionados con los derechos de propiedad intelectual, se aplican sanciones penales y medidas preventivas (suspensión, embargo, etc.) a los infractores de derechos de autor.
 
179. En abril de 1997 se examinaba a nivel subregional un proyecto de acuerdo del MERCOSUR sobre derecho de autor y derechos conexos.
   El principal objetivo de ese acuerdo es armonizar la legislación de los países miembros.  En la reunión de expertos nacionales celebrada en junio de 1997 se examinaron, entre otros problemas, la adaptación de las disposiciones nacionales sobre la duración de la protección, los procedimientos, y la administración colectiva de las normas y prácticas básicas acordadas a nivel internacional.  Cabe prever que en la reunión de 1998 se realizarán nuevos progresos.

180. Según parece, los observadores consideran que la legislación en materia de derecho de autor de la Argentina está en conformidad con las normas internacionales.
   Sin embargo, respecto de las sanciones penales, una sentencia judicial de 1995 estableció que la Ley de 1933 no comprendía la protección del soporte lógico, ya que no hacía referencia expresa a ese soporte como obra protegida;  esa sentencia, basada en el principio constitucional de legalidad, fue confirmada por la Corte Suprema el 23 de diciembre de 1997.
   Para corregir esa situación se preparó en mayo de 1998 un proyecto de ley en que se modificaba la definición de obra protegida;  en julio de 1998, tras su modificación por el Senado, el proyecto de ley pasó a la Cámara de Diputados.

181. A pesar de las numerosas disposiciones legales que protegen el derecho de autor, su infracción, incluida la realización de fotocopias en grandes cantidades de libros de texto, parece constituir un problema de observancia de esos derechos y de cultura.
  El sistema judicial del país tiene un volumen excesivo de trabajo y las multas que se imponen son relativamente escasas;  la policía realiza operaciones contra la piratería de soporte lógico, pero la sentencia judicial de 1995 parece haber entorpecido los esfuerzos desplegados en ese terreno.  Según Software Legal, aunque se han alcanzado acuerdos con media docena de provincias, ciertas instituciones gubernamentales provinciales favorecen la piratería de soporte lógico al utilizar material no registrado;  más de la mitad de las pérdidas anuales causadas por prácticas de piratería se deben, según parece, a esas instituciones.
 
182. Según un reciente estudio realizado por Business Software Alliance, la Argentina, que es uno de los tres mercados informáticos más extensos de América Latina, registró un descenso en las tasas de piratería de soporte lógicos, que pasaron del 80 por ciento (1994, 1995) al 71 por ciento en 1996 (porcentaje de ventas al por menor de material pirata respecto de las ventas totales de soporte lógico).  Sin embargo, más del 13 por ciento del mercado de soporte lógico pirata de la región (porcentaje de los ingresos de la venta al por menor originados por ventas de soporte lógico pirata) correspondió a la Argentina.
   En otro informe se indicó que, en ese mismo año, el 85 por ciento del soporte lógico recreativo instalado en la Argentina se había adquirido ilegalmente.  También se estimó que una reducción del 15 por ciento en las actividades de piratería informática permitiría crear 5.200 puestos de trabajo al año durante el período de 1997 a 2000, y generar anualmente en la Argentina unos ingresos fiscales directos e indirectos por valor de 80 millones de dólares EE.UU.
 
183. La piratería de cintas de vídeo sigue constituyendo un grave problema, y ha causado una reducción significativa del mercado de alquiler de cintas legítimas para uso doméstico.  Según determinadas estimaciones, los productos pirata, casi todos ellos importados, representan el 30 por ciento del mercado de grabaciones sonoras.
  Entre las medidas adoptadas para combatir las actividades ilegales cabe citar las detenciones, la confiscación del material pirata y la introducción de etiquetas adhesivas de seguridad para las casetes.  En octubre de 1994 entraron en vigor nuevos impuestos sobre la venta y el alquiler de cintas de vídeo, que podrían reducir la demanda de productos legales;  actualmente, la venta y el alquiler de cintas de vídeo están sujetos al IVA (21 por ciento), al impuesto sobre los ingresos brutos (3,5 por ciento) y a un impuesto recaudado para el Instituto Cinematográfico Nacional (10 por ciento).

vi) Otras medidas (de protección ambiental)

184. En la Constitución (artículo 41) se establece el derecho a un ambiente sano y equilibrado, el deber de preservarlo, la obligación de reparar los daños ambientales y la prohibición de introducir en el país desechos peligrosos o radiactivos.
   En 1992 se aprobó la legislación sobre desechos peligrosos, utilización de sustancias destructoras de la capa de ozono y contaminación causada por la navegación marítima;  por otra parte, en 1990, la Argentina notificó al Grupo de Trabajo de las Exportaciones de Mercancías cuya Venta está Prohibida en el País de Origen y Otras Sustancias Peligrosas, del GATT, la legislación vigente en materia de protección ambiental y prevención y vigilancia de la contaminación.
 
185. La legislación de 1992 sobre desechos peligrosos tiene como objetivo regular la importación, la producción, la manipulación, el transporte, la eliminación, el almacenamiento y otros actos.  Cada año se aplica un impuesto ambiental (tasa de evaluación y vigilancia) a las empresas generadoras de desechos peligrosos;  la tasa se calcula sobre un porcentaje (hasta el 1 por ciento) del promedio de los beneficios resultantes de la actividad generadora de desechos peligrosos.
   La violación de la ley conlleva una pena de prisión que puede llegar a 25 años.

186. Para prevenir o remediar las alteraciones causadas al medio ambiente, las empresas mineras han de mantener fondos de reserva por una cuantía que puede llegar a equivaler al 5 por ciento de los costos de explotación y los beneficios de sus actividades extractivas;  si se utiliza, esa cantidad queda exenta del pago del impuesto a las ganancias.

187. En los últimos años, la Argentina ha suscrito los principales acuerdos internacionales relacionados con el medio ambiente.
  A nivel subregional, la armonización de las disposiciones del MERCOSUR en materia de medio ambiente tiene como fin promover el desarrollo sostenible y asegurar que las medidas de protección ambiental no se conviertan en obstáculos al comercio regional.

188. Las leyes argentinas de protección del medio ambiente se han criticado por considerarse relativamente ineficaces a nivel nacional, ya que las provincias establecen su propia reglamentación en materia de medio ambiente con diferentes condiciones de cumplimiento y observancia.  La Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente Humano (SRNAH), organismo público central para la protección del medio ambiente, ha tratado de colaborar con los gobiernos provinciales para establecer una política ambiental más eficaz, pero sus vínculos con los órganos locales relacionados con el medio ambiente parecen poco estrechos.  Aparentemente, no se aplican suficientes medidas de protección ambiental a la explotación de recursos naturales (petróleo, gas, minerales y silvicultura);  ello se debe principalmente a la falta de fondos destinados a tal fin.

189. Según una encuesta realizada en la Argentina, las normas sobre productos influyen menos que otros mecanismos indirectos en las decisiones de las empresas sobre gestión del medio ambiente.
  Las exportaciones de las ramas de producción de acero, de curtidos y de pasta y papel, que son sectores ecológicamente vulnerables, no tienen que enfrentarse, aparentemente, a restricciones de acceso a los mercados de la OCDE relacionadas con el medio ambiente.  Sin embargo, los clientes e importadores que exigen cambios en el proceso de producción (por ejemplo, en el empaquetado y en la industria del cuero) ejercen algún tipo de influencia directa;  las grandes empresas exportadoras atienden esas exigencias sin mayor dificultad.  Según parece, otros requisitos, tales como el etiquetado ecológico, aún sin ser de cumplimiento obligatorio, pueden tener un efecto mayor sobre el comercio y la competitividad que las normas sobre productos.
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� Esta sección incluye información procedente de:  The Bureau of National Affairs (1997);  Price Waterhouse (1995);  World Trade Press (1995);  Comisión Europea (1997);  USTB (1997);  U.S. Department of Commerce.





� Decreto 2284/91.





� Decisión 25/94 del MERCOSUR.





� Resolución 2624/97 de la ANA, de 26 de junio de 1997.





� Decreto 1160/96, de 14 de octubre de 1996;  Resolución 3491/96 de la ANA, de 21 de octubre de 1996.





� Decisión 16/94 del MERCOSUR.





� Resolución 763/96 del MEOSP, de 7 de junio de 1996, y documentos de la OMC G/LIC/N/2/ARG/1, de 6 de agosto de 1996 y G/LIC/N/2/ARG/3, de 10 de febrero de 1997.





� Resolución 39/96 del MEOSP, de 8 de enero de 1996.





� Comisión Europea (1997).





� Medidas adoptadas por el Decreto 2284/91.





� Resolución 2439/91 de la ANA, de 19 de diciembre de 1991.





� Resolución 1166/92 de la ANA y sus modificaciones, de 1º de septiembre de 1992;  Resolución 128/98 de la DGA.





� Anexo III de la Resolución 986/97 (RGANTV), de 31 de marzo de 1997.


� En GATT (1992);  U.S. Department of Commerce (1997).





� El AEC del MERCOSUR se aplica de conformidad con las Decisiones 7/94 y 22/94 del Consejo del Mercado Común, que fueron adoptadas por los Decretos 2275/94 y 998/95 (documento de la OMC, WT/COMTD/1/Add.4/Rev.1, de 11 de abril de 1997).





� En esa época el arancel de importación argentino era uno de los más complejos entre los miembros del GATT, pues contaba con 11.744 líneas arancelarias.  Las autoridades no publicaban su arancel aduanero y la principal fuente de información sobre el arancel y otras condiciones de entrada de uso general era una publicación privada (Guía Práctica del Exportador e Importador), que no era avalada por el Gobierno a pesar de su utilización generalizada dentro y fuera de él (GATT (1992)).





� GATT (1992).





� Estimación de la Secretaría de la OMC, citada en Laird (1997).





� El promedio de abril de 1995 se indica en Banco Mundial (1996 b), página 9, y cálculos del Banco Interamericano de Desarrollo.





� Decisión 15/97 del MERCOSUR, aplicada en virtud de la resolución 12/98 del MEOSP, 6 de enero de 1998.





� Estructura arancelaria anterior como se describe en el documento del GATT C/RM/S/18A/Add.1-C/RM/S/18B/Add.1, de 27 de febrero de 1992.





� En el cuadro III.1 se indica este avance como tasas de aplicación inmediata.  USTR (1997);  EIU (1996b), página 28;  Comisión Nacional de Comercio Exterior (1996), página 30.





� Como se dice en el capítulo II, el sector de la industria automotriz se halla exento de los compromisos de convergencia del AEC en virtud de una excepción establecida por el MERCOSUR hasta tanto se aplique un régimen común para la industria automotriz en el año 2000.  En las secciones ii) a), vii), viii), x), xiii), 3) xi) y el capítulo IV de este informe, así como en WTO (1997b) se encontrará más información sobre este régimen.





� Resolución 1178/97 del MEOSP/SICyM, de 10 de noviembre de 1997;  Resolución 281/98 MEOSP/SICyM, de 20 de abril de 1998.





� Como se dice en el capítulo II, en mayo de 1997 los miembros del MERCOSUR debían examinar un plan para la convergencia del sector del azúcar a las tasas del AEC.





� El sistema ha funcionado de la siguiente manera:  para cada línea arancelaria pertinente del SA para textiles, prendas de vestir y calzado, la Argentina ha calculado un precio medio de importación.  Una vez determinado el precio medio de importación para una categoría, la Argentina multiplicaba ese precio por la tasa consolidada del 35 por ciento, obteniendo así un derecho específico mínimo para todos los productos de esa categoría.  Al importar los textiles, prendas de vestir o calzado correspondientes, según el valor en aduana de las mercancías de que se tratara, la Argentina imponía el derecho específico mínimo aplicable a esos artículos o la tasa ad valorem, si esta cifra era superior (documento WT/DS56/R de la OMC, de 25 de noviembre de 1997, página 3).





� Resolución 986/97 del MEOSP, de 10 de septiembre de 1997.





� Este proceso se interrumpió transitoriamente en enero de 1998 (Resolución 98/98 del MEOSP, de 27 de enero de 1998).





� Resolución 236/97 del MEOSP de mayo de 1997, 4 de junio;  documento WT/DS56/R de la OMC, de 25 de noviembre de 1997.





� Documento WT/DS56/14 de la OMC, de 7 de julio de 1998; y Decreto 806/98, de 7 de julio de 1998.





� Resolución 155/95 del MEOSP, de 7 de febrero de 1995;  y Resolución 12/98 del MEOSP, de 6 de enero de 1998.


� GATT (1992).





� Las diferencias en la ilustración de las tendencias de la progresividad arancelaria en el cuadro AIII.1 y el gráfico III.2 se deben a diferentes niveles de dígitos de la CIIU.





� GATT (1992);  y Lista LXIV anexada al Protocolo de Ginebra (1995).





� Las tasas más bajas de consolidación de aranceles, que se fijaron en cero (semillas para siembra de remolacha azucarera), 3, 8, 10, 12, 15, 15,2, 17,5, 20, 22, 22,5, 22,8, 25, 26,6 y 30,4 por ciento abarcan partidas agrícolas (incluidos animales vivos, carne, huevos, semen de bovino, bulbos, nueces, fruta fresca, semillas para siembra, conos de lúpulo y lupulina, goma arábiga, preparaciones a base de lactosa y chocolate, preparaciones para sopas) y partidas industriales (incluidos aceites esenciales, caseína, gelatinas, peptonas, peletería, productos químicos, fertilizantes, extractos curtientes o tintóreos, jabón, agentes tensoactivos, aparatos fotográficos y cinematografía, plásticos, madera y productos de madera, aluminio y productos de aluminio, excavadoras y partes, rodamientos, vehículos automóviles, camiones, tractores, motocicletas, relojes, instrumentos médicos y de precisión) (Lista LXIV, 15 de abril de 1994).





� Las tasas más altas afectan a 21 partidas agrícolas (animales vivos) y 12 partidas industriales (tractores, relojes, contadores de tiempo) en el nivel de 6 dígitos del SA 96.





� Documento WT/COM/TD/1/Add.5/Rev.1 de la OMC, de 6 de noviembre de 1996.  En diciembre de 1994, antes de la introducción del AEC, se había comunicado un criterio distinto al GATT.  En ese momento los cuatro países del MERCOSUR se proponían retirar las listas nacionales que habían presentado al GATT y presentar una lista equivalente del MERCOSUR.  Debían consultar a las delegaciones interesadas en virtud del párrafo 4 de la Cláusula de habilitación;  y celebrar consultas y negociaciones en virtud del artículo XXVIII (documento L/7615 del GATT, de 23 de diciembre de 1994).





� Documento L/5792 del GATT, de 19 de diciembre de 1994, y documento G/L/22/Add.1 de la OMC, de 18 de agosto de 1995.





� Documentos WT/L/216, de 20 de mayo de 1997, y WT/L/268, de 29 de abril de 1998, de la OMC.





� Documento G/MA/TAR/2/Rev. 8 de la OMC, de 3 de abril de 1997.





� Documento G/MA/11 de la OMC, de 6 de diciembre de 1996.





� Según las autoridades, los regímenes de entrada en condiciones de favor, que desde 1994 abarcaban hasta un 5 por ciento del valor c.i.f. total de los componentes importados necesarios para la instalación de fábricas "llave en mano" (Resolución 502/95 del MEOSP, de 7 de noviembre de 1995) y los insumos, partes y componentes utilizados por los productores de bienes de capital (Decreto 173/94, de 7 de febrero de 1994), se suspendieron en 1996 (Decreto 977/96, de 2 de agosto de 1996).





� Ley 24196, de 19 de mayo de 1993;  y Decreto 2686/93, de 28 de diciembre de 1993.





� Decreto 2151/92, de 23 de noviembre de 1992;  y Decreto 934/93, de 4 de mayo de 1993.  Más concretamente, este régimen abarca proyectos en las provincias de Neuquén, Río Negro, Buenos Aires, Chubut, Santa Cruz y La Pampa.





� En virtud del régimen de admisión temporaria, los productos importados en franquicia arancelaria deben volver a exportarse dentro de los 180 días (plazo renovable por otros 180 días).  El exportador debe ser el usuario directo de la mercancía objeto de importación temporal.  Este régimen, que es supervisado por el Instituto Nacional de Tecnología e Industria, es una alternativa al sistema de reintegros (sección 3) vii)), de modo que no pueden usarse ambos simultáneamente.





� Resolución 719/96 del MEOSP, 4 de junio de 1996.





� Decreto 180/97, 28 de febrero de 1997;  y Decreto 1020/97, 30 de septiembre de 1997.





� Documento G/TRIMS/N/1/ARG/1 de la OMC, de 10 de abril de 1995;  EIU (1996a), página 38;  Dun & Bradstreet Information Services (1996);  y Decreto 33/96, de 15 de enero de 1996.





� Documento G/SCM/N/3/ARG/Suppl.1 de la OMC, de 28 de julio de 1997;  Decreto 2641, de 29 de diciembre de 1992;  Decreto 977/96, de 23 de agosto de 1996;  y Banco Mundial (1996b), página 10.





� Resoluciones 22/95/, 37/95 y 69/96 del GMC del MERCOSUR;  y documento WT/COMTD/1/Add.4/Rev.1 de la OMC, de 11 de abril de 1997





� Artículo 14 del Código Aduanero, Ley 22415/82;  Resoluciones 381/96 y 763/96 del MEOSP;  y documentos de la OMC G/RO/N/2, de 22 de junio de 1995, G/RO/N/10, de 16 de agosto de 1996, G/RO/N/12, de 1º de octubre de 1996 y G/RO/N/16, de 5 de marzo de 1997.





� Resolución 78 de la ALADI, de 24 de noviembre de 1987, y Decisión 91 del Comité de Representantes. MERCOSUR/CMC/Decisiones 6/94 y 23/94.





� Por ejemplo, estas normas afectaban los bienes de capital procedentes del Brasil (que debían tener un 80 por ciento de contenido nacional) o los productos de la industria automotriz y los productos lácteos del Uruguay (GATT, 1992).





� Recuadro VI.3 en WTO (1997b).





� Se puede encontrar más información sobre esta cuestión en WTO (1997c), Examen de las políticas comerciales – Paraguay, octubre.





� Documentos de la OMC G/VAL/M/1, de 11 de agosto de 1995, y G/VAL/2/Rev.6, de 10 de octubre de 1997.





� Se trata de las Resoluciones 2778/87, 2779/90, 468/91 y 1649/92, así como del artículo 2 y el anexo I de la Resolución 1166/92 citada en el documento G/VAL/N/1/ARG/1 de la OMC, de 6 de noviembre de 1996.





� Resolución 986 de la ANA, 31 de marzo de 1997.





� La UE (Comisión Europea) ha planteado la cuestión de la compatibilidad de esas medidas con las disposiciones del Código de Valoración en Aduana (1997).





� GATT (1992);  y documento WT/DS56/R de la OMC, de 25 de noviembre de 1997.





� Resolución 2432/96 de la ANA, de 16 de julio de 1996;  la Resolución se refiere a recomendaciones de la OMC que permiten el establecimiento de un sistema preventivo con el objetivo de detectar las desviaciones a primera vista de las gamas de valores que los servicios de aduanas consideran razonables.  Resolución 1523/97 del MEOSP, de 30 de diciembre de 1997.





� Resolución 299/97 de la DGA, de 16 de octubre de 1997;  Resolución de la ANA, de 10 de julio de 1997;  Resolución 340/97 de la DGA, de 22 de octubre de 1997.





� Documento G/C/M/20 de la OMC, de 10 de julio de 1997.





� Resolución 986 de la ANA, de 31 de marzo de 1997.





� Decreto 477/97, de 22 de mayo de 1997;  Resoluciones 640 y 641 del MEOSP, de 4 de junio de 1997.  En 1996, una banda de contrabandistas dio lugar a pérdidas de ingresos fiscales estimadas en 300 millones de dólares EE.UU.;  en general, más de 10.000 millones de dólares de mercancías ha entrado en la Argentina de forma fraudulenta, por lo que se estima que la pérdida de ingresos fiscales asciende a 3.000 millones de dólares.  Según diversos estudios, se calcula que un 30 por ciento de las importaciones a la Argentina son subfacturadas, en particular en lo que respecta a mercancías procedentes de algunos países de Asia en los que, debido al hecho de que las industrias son públicas, es difícil asignar precios de mercado (The Bureau of National Affairs, 1997).





� Notificación contenida en el documento G/PSI/N/1/Add.7 de la OMC, de 24 de febrero de 1998.





� Resolución 1523/97 del MEOSP, de 8 de enero de 1998;  Resolución 423/98 del MEOSP, de 8 de abril de 1998.





� Resolución 1066/97, de 17 de septiembre de 1997; The Bureau of National Affairs (1997).


� Decretos 797/92 y 2275/94;  Resoluciones 1553/93, 778/95 y 741/95 del MEOSP.  Hasta mayo de 1998 no se habían comunicado estas disposiciones a la OMC.





� Esta sección incluye información de: The Bureau of National Affairs (1997);  U.S. Department of Commerce (1997);  World Trade Press (1995).





� Como se ha dicho antes (capítulo II), en el contexto del mecanismo de solución de diferencias se cuestionó si la naturaleza de la tasa estadística era compatible con la OMC.





� Se aumentó el monto de la tasa estadística (del 3 al 10 por ciento durante un breve período en noviembre de 1992;  después bajó al 3 por ciento y el 1º de enero de 1995  se redujo a cero (Decretos 1998/92, 2277/94 y 389/95, y Resoluciones 232/96 y 270/97 del MEOSP));  el 1º de marzo de 1995 volvió a incrementarse al 3 por ciento.





� Documento WT/DS56/R de la OMC, de 25 de noviembre de 1997.





� Documento WT/DS56/14 de la OMC, de 7 de julio de 1998.


� Decreto 2394/91;  RG (DGI) 3431 y 3543.





� La tasa general del IVA se aumentó del 16 al 18 por ciento en marzo de 1992.





� En virtud del sistema de reintegros (sección 3) vii)) los exportadores gozan de una deducción impositiva del IVA facturado por sus proveedores, que puede aplicarse a otros impuestos, transferirse a terceros o ser reembolsado por la DGI.





� Si el contribuyente tiene un ingreso bruto que no supera un determino monto, no se requiere el registro para los fines del IVA.  La tasa sobre las ventas efectuadas a contribuyentes no registrados debe incrementarse en un 50 por ciento.





� Ley 24674, de 17 de julio de 1996;  Resolución 127/97 de la ANA.





� Esta tasa se redujo gradualmente del 64 al 62 por ciento en 1995.





� Esta tasa era del 24 por ciento hasta abril de 1996.





� Entre junio de 1993 y mayo de 1995 la tasa de impuestos se redujo temporalmente al 5 por ciento (Decreto 1166/93).





� Tasa para el período de agosto de 1994 a diciembre de 1997;  la tasa ordinaria es del 17 por ciento.





� Artículos 65 y 66 de la Ley de los impuestos sobre el consumo/impuestos internos de 1979.





� Leyes 23966 y 24698.





� Ley 19800 de 1972.  Ley 24625, de 28 de diciembre de 1995.





� GATT (1992).





� USTR (1997).





� Documentos de la OMC:  G/SPS/N/ARG/9, de 12 de febrero de 1998;  G/SPS/N/ARG/35, de 17 de marzo de 1998;  G/SPS/R/10, de 30 de abril de 1998.





� GATT (1992);  Comisión Europea (1997);  U.S. Department of Commerce (1997).





� Documentos de la OMC G/LIC/N/3/ARG/2 – G/LIC/N/1/ARG/2, de 22 de enero de 1998.





� Documento COMTD/W498 del GATT, de 23 de octubre de 1992.





� Documento G/MA/NTM/QR/1/A	dd.4 de la OMC, de 18 de septiembre de 1997.  Los Miembros de la OMC tienen que presentar cada dos años notificaciones completas sobre las restricciones cuantitativas que mantienen, y deben notificar los cambios correspondientes a medida que ocurran.  Estas notificaciones que se presentan al Comité de Acceso a los Mercados (párrafo d) de WT/L/47) son iguales a las que se presentaban al Grupo Técnico de las Restricciones Cuantitativas y otras Medidas no Arancelarias del GATT (Decisiones de las PARTES CONTRATANTES en 1984 y 1985 (IBDD 32S/92 y 93)).  Se debe dar una descripción completa de los productos y las líneas arancelarias (con la nomenclatura de la NCCA o el SA), una indicación precisa del tipo de restricciones (utilizando los símbolos aprobados por las PARTES CONTRATANTES) y los motivos y una referencia a la disposición pertinente del GATT/OMC y, en lo posible, los efectos de esas medidas para el comercio (documento G/MA/W/1 de la OMC, de 20 de abril de 1995).





� Comisión Nacional de Comercio Exterior (1996), página 64;  Comisión Nacional de Comercio Exterior (1997).





� Decreto 2677/91 (Régimen General de Importaciones de Vehículos Completos) y 683/94 citado en el documento G/LIC/N/3/ARG/1 de la OMC, de 14 de febrero de 1996.





� En un principio, el cupo de importación de vehículos completos de terceros países (con exclusión del Brasil) se fijó en 7.200 unidades (6.000 vehículos para pasajeros y 1.200 vehículos comerciales);  en 1991 se incrementó a 8.000 unidades (más 18.000 unidades del Brasil).  El 1º de enero de 1992 se estableció un cupo equivalente al 8 por ciento de la producción nacional para la importación de vehículos distintos de los modelos fabricados en el mercado nacional;  posteriormente este cupo se incrementó al 9 por ciento y al 10 por ciento en 1993 y 1994.





� Decreto 2677/91, de 20 de diciembre de 1991.


� Decreto 425/97, de 14 de mayo de 1997.





� Decreto 75/98, de 22 de enero de 1998.





� Documento G/LIC/N/3/ARG/1 de la OMC, de 14 de febrero de 1996;  Decreto 2281/94, de 23 de diciembre de 1994.





� Documentos de la OMC G/STR/N/1/ARG, de 18 de mayo de 1995, G/STR/2, de 26 de octubre de 1995 y G/STR/N/3/ARG, de 23 de septiembre de 1997.  Desde 1996, la Argentina participa activamente en los debates del Grupo de Trabajo sobre las Empresas Comerciales del Estado relativos a las operaciones comerciales del Estado de varios Miembros de la OMC (Australia, Austria, Canadá, Chile, Eslovenia, Islandia, India, Israel, Italia, Japón, Noruega, Suiza) y que afectan al comercio de cereales, granos, productos de la molinería, aceites comestibles, forrajes, alubias, ganado, tabaco y alcohol.





� GATT (1992);  y EIU (1996a), página 43.





� MEOSP (1997a).


� Ley 21101 (por la que se establece el Régimen de Intercambio Compensado) y Decreto 176/85 citado en GATT (1992).





� World Trade Press (1995).





� Documento G/TRIMS/N/1/ARG/1 de la OMC, de 10 de abril de 1995.





� Comisión Europea (1997).





� El IRAM aceptó el Código de Buena Conducta para la Elaboración, Adopción y Aplicación de Normas de la ISO de 31 de julio de 1997 (documento G/TBT/CS/2/Rev.4 de la OMC, 11 de febrero de 1998).





� Documento G/TBT/2/Add.21 de la OMC, del 4 de septiembre de 1996.





� Departamento de Comercio de los Estados Unidos.





� Resolución 92, de 16 de febrero de 1998.





� Se han consignado los acrónimos como lo han indicado las autoridades argentinas.





� Documento WT/COMTD/1/Add.4/Rev.1 de la OMC, de 11 de abril de 1997.





� Documento L/7540 del GATT, de 26 de octubre de 1994 y documento de la OMC WT/COMTD/1/Add.2, de 9 de octubre de 1995.





� Documento G/TBT/2/Add.21 de la OMC, de 4 de septiembre de 1996.





� Documento G/TBT/2/Add.21 de la OMC, de 4 de septiembre de 1996.





� Documento G/LIC/N/3/ARG/1 de la OMC, de 14 de febrero de 1996;  y Ley 18283, de 18 de julio de 1969, regulada por el Decreto 2126, de 30 de junio de 1971.





� Decreto 1812, de 29 de septiembre de 1992;  y Decreto 2191, de 13 de diciembre de 1994.





� El SENASA se creó en junio de 1996 mediante la fusión del Servicio Nacional de Sanidad Animal (antiguo SENASA) y el Instituto Argentino de Sanidad y Calidad Vegetal (IASCAV) (Artículo 38 del Decreto 660/96, de 24 de junio de 1996). Este cambio no se refleja en la última notificación de la Argentina sobre procedimientos para el trámite de licencias de importación.





� World Trade Press (1995);  y U.S. Department of Commerce (1997).





� La Argentina es signataria del Convenio para el establecimiento de un Comité Regional de Sanidad Vegetal (COSAVE) cuya finalidad es reducir y prevenir los riesgos y los efectos de los problemas fitosanitarios que afectan a la producción y a la comercialización en la subregión.  También es signataria de la Convención sobre la constitución del Convenio que establece el Comité Regional de Salud Animal cuyo propósito es coordinar y aumentar las medidas con objeto de prevenir, atenuar y evitar el efecto y los riesgos de los problemas que afectan a la producción y comercialización de animales vivos y de productos, subproductos y productos derivados de origen animal (CORESA, 1991) (Documentos de la OMC G/SPS/W/38, de 6 de diciembre de 1995 y WT/COMTD/1/Add.4/Rev.1, de 11 de abril de 1997).





� Resolución 202/92 de la SAGP, de 1º de abril de 1992, Resolución 664/94 de SAGP, de 10 de agosto de 1994;  y Resolución 416/94 de IASCAV, de 4 de noviembre de 1994.





� Documento G/LIC/N/3/ARG/1 de la OMC, de 14 de febrero de 1996.





� Decisión del Consejo del Mercado Común 6/96 citada en el documento WT/COMTD/1/Add.4/Rev.1 de la OMC, de 11 de abril de 1997.





� Europe, 14 de junio de 1996;  AgraPresse, Nº 2.570, 24 de junio de 1996.





� Documentos de la OMC G/SPS/6, de 15 de mayo de 1996 y G/SPS/ENQ/5, de 30 de septiembre de 1996.





� U.S. Department of Commerce (1997);  World Trade Press (1995).





� Decretos 622/95 y 26/96 citados en Comisión Europea (1997);  y Comisión Nacional de Comercio Exterior (1996), página 30.





� Entre noviembre de 1989 y octubre de 1991 quedó suspendido el programa "Compre Nacional", que se sustituyó por una preferencia del 10 por ciento en favor de los bienes y servicios nacionales;  esta preferencia quedó eliminada por el Decreto 2284/91 (31 de octubre de 1991), ratificado por la Ley 24307 (de 23 de diciembre de 1993).





� A efectos de comparación de precios, el precio de un bien extranjero incluye todos los derechos de importación, gravámenes y cargas.  Las materias primas, insumos o materiales de importación no deben exceder del 50 por ciento del coste total de un bien nacional.





� Documentos de la OMC GPA/M/5, de 11 de abril de 1997 y WT/L/206, de 24 de abril de 1997.





� Datos basados en los gastos públicos en bienes y servicios citados en MEOSP (1997) y el sitio del MEOSP en Internet.





� Latin American Weekly Report, 2 de septiembre de 1997.





� Documento S/WPGR/W/11/Add.19 de la OMC, de 2 de mayo de 1997.





� Legislación citada en el documento S/WPGR/W/11/Add.19 de la OMC, de 2 de mayo de 1997.





� Documento S/WPGR/W/11/Add.19 de la OMC, de 2 de mayo de 1997.





� Según las informaciones varias licitaciones se han anulado debido a cuestiones de detalle de importancia menor o por no satisfacerse los requisitos especiales de las entidades contratantes.  Las omisiones al completar los formularios de oferta exponen al licitador a las objeciones jurídicas de los competidores, contra las cuales resulta difícil recurrir con éxito (Dun & Bradstreet Information Services (1996)).





� Dun & Bradstreet Information Services (1996).





� Contestaciones de la Argentina al Grupo de Trabajo sobre Compras del Sector Público en el contexto del proyecto sobre la Zona de Libre Comercio de las Américas y Jefe de Gabinete de Ministros (1997).





� Resolución 79/97 de GMC.





� Declaración Ministerial de San José, Cuarta Reunión de Ministros de Comercio, 19 de marzo de 1998.  En el capítulo II del presente informe se puede encontrar más información sobre las negociaciones del ALCA.





� Entre 1991 y 1996 el contenido nacional se fijó en el 60 por ciento (vehículos de categoría A) y el 58 por ciento (vehículos de categoría B) (Decreto 33, del 15 de enero de 1996);  las definiciones de las categorías se encuentran en el cuadro III.4.





� Documentos de la OMC G/TRIMS/N/1/ARG/1, de 10 de abril de 1995 y G/TRIMS/N/1/ARG/1/Add.1, de 26 de mayo de 1997.





� Documentos de la OMC G/TRIMS/M/4, de 2 de mayo de 1996, G/TRIMS/M/5, de 27 de noviembre de 1996, G/TRIMS/M/6, de 12 de mayo de 1997, G/TRIMS/N/1/ARG/1, de 10 de abril de 1995 y G/TRIMS/N/1/ARG/1/Add.1, de 26 de mayo de 1997.





� El párrafo 2 del artículo 5 del Acuerdo sobre las MIC prevé la eliminación de todas las MIC notificadas para el año 2000.





� En ese momento sólo dos productos eran objeto de derechos antidumping y se estaban realizando nueve investigaciones (GATT (1992)).





� Algunos de los productos objeto de las medidas son insumos para artículos de exportación;  de este modo algunos exportadores han de pagar precios más elevados por sus insumos (Banco Mundial (1996b), página 42).





� Comisión Nacional de Comercio Exterior (1996), cuadro III.6, página 61.





� Documentos de la OMC  G/ADP/N/1/ARG/1-G/SCM/N/1/ARG/1, de 12 de junio de 1995 y G/ADP/N/1/ARG/1/Suppl.1-G/SCM/N/1/ARG/1/Suppl.1, de 19 de marzo de 1996.





� Resolución 366/97, de 26 de marzo de 1997 del MEOSP.





� Documentos de la OMC G/ADP/W/286-G/SCM/W/294, de 5 de marzo de 1996, G/ADP/W/308-G/SCM/W/314, de 19 de marzo de 1996 y G/ADP/Q1/ARG/2-G/SCM/Q1/ARG/2, de 19 de noviembre de 1996.





� Decisión 11/97 del CMC.  En 1993, el Consejo de Ministros del MERCOSUR aprobó reglamentos comunes sobre subvenciones y medidas compensatorias (documento WT/COMTD/1/Add.4/Rev.1 de la OMC, de 11 de abril de 1997);  estas medidas se han adaptado a las disposiciones de la OMC mediante el marco regulatorio de 1997.  La Decisión 18/96 del CMC del MERCOSUR fija como plazo el año 2000 para la adopción de ese conjunto común de normas.





� Los "contingentes del GATT" se aplicaron de conformidad con las Resoluciones 684/93 (25 de junio de 1993) y 815/94 (25 de julio de 1994) del MEOSP.  Comisión Nacional de Comercio Exterior (1996), página 64;  Comisión Nacional de Comercio Exterior (1997), Informe CNCE 004/95, páginas 3 a 8, mayo.





� Documentos de la OMC G/SG/N/6/ARG/1-G/SG/N/7/ARG/1, de 25 de febrero de 1997, G/SG/N/6/ARG/1/Suppl.1-G/SG/N/7/ARG/1/Suppl.1, de 18 de marzo de 1997 y G/SG/Q2/ARG/2, de 21 de agosto de 1997.





� Resolución 987/97 del MEOSP, de 10 de septiembre de 1997.  En diciembre de 1997, el calendario para la eliminación se modificó y desde entonces, las importaciones de calzado de seis empresas que habían recurrido contra las medidas (capítulo II) quedaron exentas de la aplicación de salvaguardias (Resolución 512/98 de MEOSP/SICyM, publicada el 28 de abril, Resolución 19/98 del MEOSP/SICyM, de 7 de enero de 1998);  Resolución 513/98 de MEOSP/SICyM, de 24 de abril de 1998.





� Resolución 986/97 del MEOSP, de 10 de septiembre de 1997.





� SICyM, Resolución 19/98, de 7 de enero de 1998; MEOSP/SICyM Resolución 56/98, de 6 de febrero de 1998; MEOSP/SICyM Resolución 73/98, de 9 de febrero de 1998; MEOSP/SICyM Resolución 118/98, de 27 de febrero de 1998;  Documento G/SG/N/6/ARG/2 de la OMC, de 15 de abril de 1998.





� Como se examinó en el capítulo II, los Acuerdos de la OMC se incorporaron a la legislación nacional por la Ley 24425, de 23 de diciembre de 1994.  Otra legislación relativa a las salvaguardias incluye:  la Ley 19549, de 3 de abril de 1972;  el Decreto 1759, de 3 de abril de 1972;  y el Decreto 1059/96, de 19 de septiembre de 1996 (documentos de la OMC:  G/SG/W/139, de 19 de marzo de 1996, G/SG/N/1/ARG/2, de 25 de marzo de 1996, G/SG/N/1/ARG/3, de 13 de enero de 1997, y G/SG/N/ARG/3/Suppl.1, de 25 de noviembre de 1996).





� Documentos de la OMC G/SG/Q1/ARG/4, de 23 de diciembre de 1996, y G/SG/Q1/ARG/9, de 20 de agosto de 1997.





� WT/COMTD/1/Add.2, de 9 de octubre de 1995;  y Consejo del Mercado Común del MERCOSUR, Decisión 17/96, citada en el documento de la OMC WT/COMTD/1/Add.4/Rev.1, de 11 de abril de 1997.





� Párrafo 1 del artículo 6 del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido de la OMC (documento G/TMB/N/15 de la OMC, de 6 de marzo de 1996).





� Artículo 2 del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido de la OMC (documentos de la OMC G/TMB/N/51, de 28 de abril de 1995, G/TMB/N/51/Add.1, de 15 de febrero de 1996 y G/TMB/N/225, de 13 de febrero de 1997.





� GATT (1992);  y documento del GATT COMTD/W/498, de 23 de octubre de 1992.





� Resolución ME 722/95 citada en el documento WT/COMTD/1/Add.4/Rev.1 de la OMC, de 11 de abril de 1997;  y Comisión Europea (1997).





� Resoluciones 537/92 y 722/95.  En 1997 las proporciones para materias primas de origen ganadero se situaban en el 8 por ciento y el 15 por ciento para las exportaciones al MERCOSUR y a los mercados de terceros países, respectivamente.





� Comisión Europea (1997).  Latin American Weekly Report, 5 de diciembre de 1996.





� GATT (1992);  Ley 21453, de 5 de noviembre de 1976;  y Decreto 1177/92, de 10 de julio de 1992, SAGP Resolución 685/92.





� OMC (1995).





� Cuadro V.2 de la OMC (1995);  Comisión Europea (1997).  Niveles de contingente tal como los notificó la UE en febrero de 1995 (documento G/TMB/N/60 de la OMC, de 19 de abril de 1995).





� Documento PLURI/IMA/INV/7 de la OMC, de 31 de julio de 1995;  Latin American Regional Reports – Southern Cone, 2 de septiembre de 1997;  The Bureau of National Affairs (1997).





� Representante de los Estados Unidos para las cuestiones comerciales internacionales, Comunicado de prensa, 17 de septiembre de 1997.





� The Bureau of National Affairs (1997).





� Documento del GATT COMTEX/SB/1798/Add.20, de 12 de octubre de 1992.





� Las Resoluciones de la SAGPA 383/97, de 11 de junio de 1997;  443/97, de 10 de julio de 1997;  534/97, de 6 de agosto de 1997;  643/97, de 3 de septiembre de 1997 contienen las últimas disposiciones sobre la asignación de contingentes.





� Documento de la OMC G/SCM/Q2/ARG/9, de 11 de febrero de 1997.





� GATT (1992).





� Ley 23101, de 28 de septiembre de 1984;  Decreto 525/85, de 15 de marzo de 1985;  Decreto 1011/91;  Decreto 2275/94;  Resoluciones 437/85, 355/95 y 32/96 del MEOSP;  GATT (1992);  FMI (1996).





� Documento G/SCM/N/3/ARG de la OMC, de 25 de marzo de 1996.  Argentina ha contestado las preguntas formuladas por varios participantes (el Canadá, el Japón, Corea, Polonia y los Estados Unidos) sobre el funcionamiento de este sistema.





� FMI (1996);  Ley 24490, de 7 de diciembre de 1995;  y documento G/SCM/Q2/ARG/9 de la OMC, de 11 de febrero de 1997.





� La Argentina considera que esta subvención no es específica ni está prohibida según el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias de la OMC;  no obstante, las autoridades reconocen que entra en el ámbito del párrafo 2 del artículo 27 el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias (documentos de la OMC G/SCM/N/3/ARG, de 25 de marzo de 1996;  G/SCM/Q2/ARG/9, de 11 de febrero de 1997).  En 1997 se indicó que la eliminación progresiva comenzará el año 2002.


� Documentos de la OMC G/AG/W/9, de 20 de septiembre de 1995 y G/AG/N/ARG/1, de 15 de febrero de 1996.





� El artículo 3 y el inciso b) del párrafo 27.2 del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias de la OMC contemplan una eliminación progresiva durante un período de ocho años a partir de la fecha de entrada en vigor del Acuerdo sobre la OMC.





� Decreto 1011/91, de 29 de mayo de 1991, Decreto 1012/91, de 29 de mayo de 1991 y Decreto 2182/91, de 21 de octubre de 1991.





� En agosto de 1996 el tipo máximo se redujo del 20 al 10 por ciento en que se encuentra en la actualidad.  Se informa de que el tipo de devolución del 20 por ciento sobrestimaba el efecto del impuesto indirecto y podría haber sido objeto de retorsión por parte de otros interlocutores comerciales;  además, en ese momento los exportadores podían utilizar a la vez los regímenes de reembolso de impuestos (Banco Mundial (1996b), página 41).  Los tipos correspondientes a 1998 se tomaron del arancel aduanero.





� En 1996 entre esas partidas, que se enumeran en la Resolución 32/96, figuraban preparaciones de melocotones, vinos, productos del caucho y tejidos de lana.  Resolución 288/95 del MEOSP, de 10 de marzo de 1995, citado en FMI (1996).





� Datos suministrados por la Dirección Nacional de Investigaciones y Análisis Fiscal.





� Ley 23101, de 19 de octubre de 1984;  Comunicación A 1994, de 31 de agosto de 1992, citada en FMI (1996);  y BICE, Líneas de Crédito, 1997.





� Artículos 3 y 4 de la Ley 24467, de 15 de marzo de 1995.





� Ley 20299 de 1973, Ley 23101, Decretos 3145, 24 de abril de 1973 y 1803, de 13 de octubre de 1994;  Orden Ejecutiva 1804, 1º de diciembre de 1994, citado en BICE, Memoria y Balance 1996, páginas 34-35.





� Publicaciones generales de la Fundación Export-Ar desde 1995.





� BICE, Líneas de Crédito, enero, 1997.





� G/TRIMS/N/1/ARG/1/Add.1, de 26 de mayo de 1997.





� El documento G/TRIMS/N/1/ARG/1/Add.1 de la OMC, de 26 de mayo de 1997, contiene información detallada sobre esta cuestión.





� Ley 24331, de 18 de junio de 1994, y Ley 24756, de 23 de diciembre de 1996.





� World Trade Press (1995);  GATT (1992);  y Ley 19640, de 16 de mayo de 1972 así como diversas enmiendas.





� Documento G/SCM/Q2/ARG/9 de la OMC, de 11 de febrero de 1997.





� World Trade Press (1995);  y GATT (1992).





� Artículos 2 y 6 del MERCOSUR/CMC/Decisión 8/94.





� Decreto 1255/94, de 29 de julio de 1994, y Resolución 145 del MEOSP, de 21 de junio de 1995.





� Price Waterhouse (1995).





� MEOSP (1995).





� Gabinete Científico-Tecnológico/Presidencia de la Nación  (1997), página 49.





� Decreto 1660/96;  AGENCIA (1997), FONTAR Manual de Operaciones, octubre.





� Gabinete Científico-Tecnológico/Presidencia de la Nación (1997), páginas 38 y 39.





� Decreto 2054/92, de 10 de noviembre de 1992;  Resolución 1280/92 del MEOSP, de 11 de noviembre de 1992;  Decreto 1125/96, de 4 de octubre de 1996;  y Decreto 69/97, de 23 de enero de 1997.





� EIU (1996a), página 43;  documento G/SCM/Q2/ARG/9 de la OMC, de 11 de febrero de 1997;  Ley 24698, de 25 de septiembre de 1996;  y Decreto 1089/96, de 26 de septiembre de 1996.





� Cuadro 7 del anexo contenido en el documento G/AG/AGST/ARG de la OMC.  En esa ocasión, el cálculo de la Medida Global de la Ayuda (MGA) se basó en el valor de la producción de tabaco en hojas, único producto que recibía ayuda interna;  el bajo porcentaje de ayuda interna resultante (0,7 por ciento) no se consideró comprendido en ningún compromiso de reducción de la Medida Global de la Ayuda.  Durante el proceso de verificación de las listas nacionales de compromisos llevado a cabo de enero a marzo de 1994 por los participantes en la Ronda Uruguay no se formularon objeciones respecto de ese cálculo.





� Párrafo 4 del artículo 18 del Acuerdo sobre la Agricultura;  y documento G/AG/N/ARG/4, de la OMC, de 7 de noviembre de 1997.





� Cuadro 4 del anexo contenido en los documentos G/AG/AGST/ARG y G/AG/N/ARG/4 de la OMC, de 7 de noviembre de 1997.  Proporcionaron la ayuda organismos nacionales tales como el Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA), el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA) y el Instituto Nacional de Semillas (INASE), así como el FINAGRO, el Programa de Servicios Agrícolas Provinciales (PROMSAP), los programas PROMEX y PROCAR, el Programa Prohuerta, el Programa Algodonero, el programa Reconversión para la Patagonia y el Fondo Especial del Tabaco.





� Jefe de Gabinete de Ministros (1997).





� BICE (1997), Líneas de crédito, enero.





� Documento G/SCM/N/3/ARG/Suppl.1 de la OMC, de 28 de julio de 1997.





�  Banco Mundial (1996b), página 35.





� Ley 20380, de 18 de mayo de 1973.





� Artículos 3 y 4 del Decreto 908/95, de 11 de diciembre de 1995;  artículo 4 de la Ley 24467, de 15 de marzo de 1995.  El Programa Trienal (1993-95) de Fomento y Desarrollo de la Pequeña y Mediana Empresa, que se introdujo para compensar las deficiencias del sector bancario con respecto a esas empresas, en particular los tipos de interés más elevados aplicados a las pequeñas y medianas empresas y el acceso más limitado de éstas a los créditos, y para aumentar la competividad de tales empresas durante el proceso de desreglamentación, tuvo un costo aproximado de 1.200 millones de dólares EE.UU. 





� Resolución 298 de la Subsecretaría de Industria y Comercio del MEOSP, de 13 de noviembre de 1990;  Resolución 43 de la Secretaría de Comercio Interior del MEOSP, de 14 de marzo de 1990;  y Resolución 140 de la Secretaría de Comercio Interior del MEOSP, de 19 de diciembre de 1989.





� Documentos WT/WGTCP/W/55, de 15 de diciembre de 1997, y WT/WGTCP/W/63, de 10 de marzo de 1998, de la OMC.





� Ley 22262 de 1980, citada en el informe del Banco Mundial (1997), página 26;  y documento WT/WGTCP/W/55, de 15 de diciembre de 1997.





� Banco Mundial (1997), página 29.





� Decisión 18/96 del GMC del MERCOSUR, de 17 de diciembre de 1996, citada en el documento WT/COMTD/1/Add.4/Rev.1 de la OMC, de 11 de abril de 1997.





� Ley 24240, de 22 de septiembre de 1993;  Decreto 1798/94;  Ley 24568, de 26 de octubre de 1995;  y Ley 24787, de 5 de marzo de 1997.





� World Trade Press (1995);  Dun & Bradstreet Information Services (1996).





� Latin American Weekly Report, 2 de septiembre de 1997.





� La Argentina ha firmado los tratados siguientes:  Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial (texto de Lisboa aprobado mediante la Ley 17011, ratificada el 10 de febrero de 1967 y partes no sustantivas del texto de Estocolmo aprobado mediante la Ley 22195, ratificada el 8 de octubre de 1980), textos de Bruselas y París del Convenio de Berna, Convención Universal sobre Derecho de Autor, Convenio de Ginebra para la protección de los productores de fonogramas contra la reproducción no autorizada de sus fonogramas de 1971 (suscrito el 30 de junio de 1973), Convención de Roma sobre la protección de los artistas intérpretes o ejecutantes, de los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión, de 1961 (suscrito el 2 de marzo de 1992), Tratado de Ginebra sobre el Registro Internacional de las Obras Audiovisuales, de 1989 (suscrito el 29 de julio de 1992), Tratado de Nairobi sobre la Protección del Símbolo Olímpico, de 1981 (suscrito el 10 de enero de 1984), Tratado de la OMPI sobre la propiedad intelectual respecto de los circuitos integrados y Convenio de la Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV) (aprobado mediante la Ley 24376, ratificada el 23 de diciembre de 1994).





� El Protocolo (Decisión 8/95 del CMC del MERCOSUR) fue ratificado por el Paraguay (1996), y el Brasil tenía previsto aprobarlo a fines de 1997 (documento WT/COMTD/1/Add.4/Rev.1 de la OMC, de 11 de abril de 1997).





� Europe, Nº 7094, de 6 de noviembre de 1997.





� Decreto 260/96, publicado el 22 de marzo de 1996, citado en Kluwer Law International (1997), Leyes modificadas 24481 y 24572.





� Artículos 42 a 45 de la Ley de Patentes.





� Ley 24766, de 18 de diciembre de 1996.





� Kluwer Law International (1997).





� Kluwer Law International (1997);  y  Ley 24481, publicada el 20 de septiembre de 1995.





� Ley 22362, publicada el 2 de enero de 1981;  documento WT/COMTD/1/Add.4/Rev.1, de la OMC, de 11 de abril de 1997.





� USTR (1997).





� Ley 22426, de 23 de febrero de 1981, citada en U.S. Department of Commerce;  y Price Waterhouse (1995).





� Ley 11723, publicada el 30 de septiembre de 1933;  Resolución 3/87;  Ley 24249, publicada el 17 de noviembre de 1993;  Decreto 165/94, publicado el 8 de febrero de 1994, citado en Kluwer Law International (1997);  y Ley 24870, publicada el 16 de septiembre de 1997.





� Artículo 71 de la Ley 11723.





� Documento WT/COMTD/1/Add.4/Rev.1 de la OMC, de 11 de abril de 1997.





� USTR (1997).





� Kluwer Law International (1997);  USTR (1997);  U.S.Department of Commerce.





� Declaración Jorge Campbell, Secretario de Relaciones Económicas Internacionales, a la prensa en mayo de 1997 (Bureau of International Affairs (1997), volumen 14).





� Software Legal representa a varios fabricantes de soporte lógico, como Adobe, SCO, Symantec y Microsoft en la Argentina (Bureau of International Affairs (1997), volumen 14);  OMPI (1997), página 363.





� Estimaciones de Business Software Alliance, que representa a las principales empresas estadounidenses de soporte lógico y tecnología de computadoras (por ejemplo, Compaq, Digital, IBM, Intel, Apple, Microsoft, Novell y Lotus) (Business Software Alliance (1997)).





� Estimaciones de Price Waterhouse, citadas en La Nación Line, de 11 de junio de 1997.





� USTR (1997).  U.S. Department of Commerce.





� EIU (1996a), páginas 24 y 25.





� Ley 24051 sobre desechos peligrosos, publicada en enero de 1992.  La restante legislación sobre la protección del medio ambiente y la prevención de la contaminación comprende:  el Decreto 1886, de 27 de julio de 1983;  la Ley 22190, de 11 de marzo de 1980;  el Decreto 4858, de 29 de mayo de 1973;  y la Ley 20284, de 10 de abril de 1973 (documento DPGNOTIF/90.5 del GATT, de 28 de septiembre de 1990).





� World Trade Press (1995);  Dun & Bradstreet Information Services (1996);  Price Waterhouse (1995).





� Artículo 21 de la Ley 24196, de 19 de mayo de 1993;  Decreto 2686/93, de 28 de diciembre de 1993.





� Entre ellos cabe citar el Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono (PNUMA, 1989), el Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación (PNUMA, 1992), la Convención Unica de 1961 sobre Estupefacientes (Naciones Unidas, 1964), el Convenio de 1971 sobre Sustancias Sicotrópicas (Naciones Unidas, 1976), la Convención de 1988 contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas (Naciones Unidas, 1990) y el Convenio sobre la Diversidad Biológica (documentos WT/CTE/W/6, de 31 de marzo de 1995, y WT/CTE/W/8, de 8 de junio de 1995, de la OMC).





� Documento WT/COMTD/1/Add.4/Rev.1 de la OMC, de 11 de abril de 1997.





� Documento WT/CTE/W/26 de la OMC, de 26 de marzo de 1996.
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6.3%

Provisional.
Dirección Nacional de Investigaciones y Análisis Fiscal de la Subsecretaría de Política Tributaria, en base
a  datos de DGI, ANA, ANSES, Secretarías de Hacienda y Programación Económica y otros organismos;
Informe Económico Nº 24.

Gráfico III.3                                                
Proporción que representan los impuestos relacionados con el comercio en el valor del comercio y la recaudación fiscal total

Porcentaje

*
Fuente:

Impuestos relacionados con las importaciones e importaciones c.i.f.

Derechos de importación y exportación y tasa estadística/recaudación fiscal total neta

Impuestos relacionados con las exportaciones y exportaciones f.o.b.

Import and export duties and statistical taxes / Total net tax collection

Import related taxes to c.i.f. imports

Export related taxes to f.o.b. exports

6.5911988564

10.1144369388

4.366411194

5.8615611193

13.2801678344

0.5067470923

5.9548545523

14.5380880031

0.1982054781

6.3045863507

12.8205722014

0.2083438558

4.8680365509

9.8301833344

0.2385143419

5.2971722715

9.3756057273
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Sheet1

		Chart III.3

		Share in trade-related taxes in value trade and total collection

				1991		92		93		94		95		96		1997*

		Import and export duties and statistical taxes / Total net tax collection		6.59		5.86		5.95		6.30		4.87		5.30		5.85

		Import related taxes to c.i.f. imports		10.11		13.28		14.54		12.82		9.83		9.38		9.32

		Export related taxes to f.o.b. exports		4.37		0.51		0.20		0.21		0.24		0.12		0.02

		* Provisional.
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		Argentina

		Chart III.2 data

		1998

						First stage of processing		semi-processed		fully processed

		isic 31		Alimentos, bebidas y tabaco		9.7		13.9		16.1

		isic 32		Textiles y cuero		11.4		18.8		22.6

		isic 33		Madera y muebles		5		10.5		18.7

		isic 34		Papel, impresión y publicación		6.6		15.9		16.6

		isic 35		Productos químicos		9.4		10		12.3

		isic 36		Productos minerales no metálicos		9		10.4		14.3

		isic 37		Metales básicos		5.2		13.9		19

		Isic 38		Productos y maquinaria fabricados con metal				16.7		14.6

		isic 39		Otros		11.6		15.6		20.5

		2001

						First stage of processing		Semi-processed		Fully processed

		isic 31		Alimentos, bebidas y tabaco		7		11.1		13.1

		isic 32		Textiles y cuero		8.4		15.9		19.1

		isic 33		Madera y muebles		2		6.9		14.7

		isic 34		Papel, impresión y publicación		3.6		11.4		12.1

		isic 35		Productos químicos		7.3		7.5		9.6

		isic 36		Productos minerales no metálicos		6		7.3		11.6

		isic 37		Metales básicos		2.2		10		16

		Isic 38		Productos y maquinaria fabricados con metal				13.7		12.8

		isic 39		Otros		8.6		11.2		17.4

		2006

						First stage of processing		Semi-processed		Fully processed

		isic 31		Alimentos, bebidas y tabaco		7		11.1		13.1

		isic 32		Textiles y cuero		8.4		15.9		19.1

		isic 33		Madera y muebles		2		6.9		14.7

		isic 34		Papel, impresión y publicación		3.6		11.4		12.1

		isic 35		Productos químicos		7.3		7.5		9.6

		isic 36		Productos minerales no metálicos		6		7.3		11.6

		isic 37		Metales básicos		2.2		10		16

		Isic 38		Productos y maquinaria fabricados con metal				13.7		13

		isic 39		Otros		8.6		11.2		17.4



Gráfico III.2
Progresividad arancelaria por industria de 2 dígitos de la CIIU, 1998, 2001 y 2006

Porcentaje

Los cálculos para 1998 incluyen el aumento de 3 puntos porcentuales de los aranceles adunaeros que la Argentina aplica hasta el año 2000 para una serie de partidas.
Cálculos de la Secretaría basados en datos suministrados por el Gobierno de la Argentina.
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		Chart III.5 data

		Antidumping cases, 1991-97

		a)

						Final measures		No final measures		Pending

				1991		1		0		0

				92		7		7		0

				93		12		15		0

				94		16		1		0

				95		10		15		2

				96		2		8		12

				1997		0		0		15

		b)

				Base metals and articles of base metals		26.8				33

				Machinery, electrical equipment & sound recorders		26.8				33

				Pulp of wood, wood and articles of wood		6.5				8

				Chemicals and plastics		21.1				26

				Optical, photographic, cinematographic		4.1				5

				Other		14.6				18

										123

		c)

				Brazil		25.2				31

				US		7.3				9

				Other America		7.3				9

				EU		22.0				27

				Other Europe		4.9				6

				China		16.3				20

				Korea		4.9				6

				Chinese Taipei		4.1				5

				Other Asia		4.9				6

				Other		3.3				4

										123

				America		39.8

				Europe		26.8

				Asia		30.1

				Other		3.3



Fuente: Notificaciones de la Argentina a la OMC.
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6.3%

Dirección Nacional de Investigaciones y Análisis Fiscal de la Subsecretaría de Política Tributaria, en base a 
datos de DGI, ANA, ANSES, Secretarías de Hacienda y Programación Económica y otros organismos.

Millones de dólares EE.UU.

Gráfico III.4                                                
Estructura y evolución de los ingresos procedentes de los impuestos internos y otros impuestos que afectan al comercio exterior

Fuente:
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		Argentina

		Chart III.4 data

				Import duties		Statistical tax - imports		VAT - imports		VAT - anticipated		Profits tax - anticipated		Excise taxes - import		Fuel - imports		Export duties		Statistical tax - exports

		1991		600		237		1306		50		0		4		0		220		303

		92		1434		540		2759		975		162		130		42		50		13

		93		1289		1151		3082		1115		370		99		94		25		1

		94		1563		1205		3803		1391		445		114		231		31		1

		95		1762		216		4166		1174		378		101		267		32		0

		1996		1897		328		5064		1217		391		56		165		27		1
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6.3%

Los cálculos para 1998 incluyen el aumento de tres puntos porcentuales de los aranceles aduaneros para diversas partidas, tal como se aplica en la Argentina hasta el año 2000.

Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos suministrados por el Gobierno de la Argentina.

NMF 1996

NMF 1998

NMF 2006

Número de líneas arancelarias

Gráfico III.1                                                
Distribución de las tasas arancelarias NMF, 1996, 1998 y 2006

Tasas arancelarias

Nota:


Fuente:
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				MFN 1996		MFN 1998		MFN 2006

		Libre de impuestos		569		438		563

		>0- 5		1795		1815		1675

		>5-10		1440		679		1357

		>10-15		2444		2391		2989

		>15-20		2352		2192		2520

		>20-25		377		1625		0

		>25-30		127		148		0

		>30		0		14		0
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